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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney; la Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt Crnosija, y el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso Repetto.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 22ª y 23ª, ambas ordinarias, en 2 y 3 de junio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado el proyecto que otorga un bono extraordinario a los sectores de menores ingresos e introduce modificaciones a la ley N° 20.259 y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 6.561-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.
Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.971-17) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Queda para tabla, junto con el informe de la Comisión Mixta.


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, sobre violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir en la legislación nacional el delito de maltrato al adulto mayor (boletines números 4.167-18, 4.691-18, 5.055-18, 5.142-18 y 5.376-18, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Queda para tabla.
Proyecto de acuerdo



De los Senadores señora Alvear y señores Pizarro, Cantero, Girardi, Horvath, Letelier y Prokurica, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al Ministerio de Hacienda para que extienda a los dueños de camiones y de buses interurbanos las condiciones de devolución del impuesto específico a los combustibles (boletín N° S 1.181-12) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.
Permiso constitucional



El Senador señor Muñoz Aburto solicita autorización para ausentarse del país a contar del 11 de junio del año en curso.



--Se concede.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. ORDEN DEL DÍA

Declaración de ausencia por desaparición forzada de personas. Informe de Comisión Mixta

El señor NOVOA (Presidente).- Informe de Comisión Mixta e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. (Véase en los Anexos, documento 5)

--Los antecedentes sobre el proyecto (5971-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 88ª, en 21 de enero de 2009.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 13ª, en 29 de abril de 2009.


Informes de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 7ª, en 7 de abril de 2009.


Mixta, sesión 25ª, en 10 de junio de 2009.


Hacienda, sesión 25ª, en 10 de junio de 2009.


Discusión:


Sesiones 12ª, en 28 de abril de 2009 (queda para segunda discusión); 13ª, en 29 de abril de 2009 (se rechaza en general).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que el proyecto fue rechazado en general por el Senado en el segundo trámite constitucional, por no reunir el quórum necesario para su aprobación. Y, por ello, no fue analizado en la Comisión de Hacienda, instancia que iba a cumplir ese trámite en la discusión particular.



Así, en esta oportunidad se cuenta con los informes de la Comisión Mixta y de la de Hacienda.



La Comisión Mixta propone, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Kuschel, Naranjo, Sabag y Vásquez, y Diputados señora Vidal y señores Ascencio, Jarpa y Salaberry), que se apruebe el texto despachado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, el cual puede ser consultado por Sus Señorías en la parte pertinente del informe.



Por su parte, la Comisión de Hacienda conoció el artículo 13 del proyecto -atinente a materias de su competencia- y le dio su aprobación con los votos a favor de los Senadores señores Muñoz Aburto, Ominami y Sabag, y en contra, del Honorable señor García, quien señaló que su pronunciamiento se correspondía con la decisión que adoptó al votarse en general la iniciativa en la Sala.



Hay que tener presente que lo propuesto por la Comisión Mixta ya fue acogido en la Cámara de Diputados, y que para su aprobación se requieren los votos conformes de 22 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, solicito el aplazamiento de la votación. Y, como el proyecto tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”, haré gestiones ante el Ejecutivo a fin de que la retire.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, podríamos abrir la discusión del informe de la Comisión Mixta y luego dejar pendiente el pronunciamiento.



De acuerdo con el Reglamento, el aplazamiento de la votación procede siempre que no perjudique el despacho del asunto dentro del plazo constitucional. Como este vence mañana, ello no ocurriría; pero habría que citar a sesión para ese día.



Por lo tanto, si se aplaza la votación, deberemos solicitar al Ejecutivo que retire la urgencia, pues si hoy no se reúne el quórum necesario, mañana ello será aún más difícil.



Me parece que podemos iniciar el debate, para posteriormente cerrarlo y proceder al aplazamiento de la votación, siempre que el Gobierno proceda a lo anterior.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, deseo plantear una cuestión reglamentaria.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.  

El señor ROMERO.- Si el Ejecutivo no retira la urgencia, necesariamente deberemos pronunciarnos sobre el informe de la Comisión Mixta entre hoy y mañana.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Mañana, señor Senador.

El señor ROMERO.- Así es. Pero como no existe convocatoria a sesión para mañana, me gustaría saber en definitiva si el Gobierno retirará o no la urgencia.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí, señor Presidente, pero prefiero no dar los antecedentes por los cuales vamos a retirar la urgencia.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, en discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, la verdad es que de la lectura del informe de la Comisión Mixta se desprende que el análisis prácticamente fue cero.



Se hace referencia a que el proyecto fue rechazado en general por falta del quórum constitucional requerido y a que el texto despachado por la Cámara de Diputados se aprobó por unanimidad en la Comisión; pero no se indican los argumentos vertidos en la discusión en el Senado y por los cuales no se reunió dicho quórum.



Creo que el sistema se simplificó en extremo.



Solo quiero hacer presente que en nuestro país, de acuerdo con el orden institucional vigente, existen dos tipos de muerte: la natural y la presunta. Y aquí se está buscando una figura, una tercera forma, por razones de carácter más bien sentimental -según he podido determinar-, para obtener los mismos resultados: la declaración de ausencia por desaparición forzada.



Ello no me parece adecuado debido, fundamentalmente, a que bastaría ceñirse a la definición de “desaparición forzada” y estar incluido en alguna de las listas contenidas en el Informe Rettig o en el Informe Valech para hacer la declaración. Ello le daría respaldo jurídico a fin de producir los efectos buscados.



Yo pongo en cuestión tal sistema, porque en la práctica se ha demostrado que dichos documentos han contenido errores notables en la individualización de personas desaparecidas. Por lo tanto, considero inadecuado que se utilice el hecho de estar incorporado en una de esas listas como antecedente para que el juez se pronuncie en treinta días respecto de la solicitud de declaración.



Por esa razón votamos en contra, aparte de que en Chile existen dos formas para reconocer a una persona como fallecida. Y el informe de la Comisión Mixta no atendió a ninguna de ellas, sino que siguió el camino de una simplificación que, si bien resulta válida, no está de acuerdo con lo ocurrido en la Sala.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, quiero apelar -a mi juicio ello es posible- a las conciencias de Sus Señorías.



El proyecto, en trámite de Comisión Mixta, es extraordinariamente simple. Y, en verdad, yo desearía que, a partir de las cuestiones que en común hemos suscrito en la Sala, hubiera una apertura de espíritu para acogerlo.



Lo digo porque hablamos de una iniciativa que favorecerá a los familiares de los detenidos desaparecidos. Uno podrá estar de acuerdo o no con lo que hizo el padre, el hijo, la madre, la abuela. Pero los parientes son personas totalmente independientes, quienes hoy se ven afectadas por conflictos de otra naturaleza y requieren justamente este proyecto para resolverlos.



Si el día de mañana alguien me pidiera: “Senador, promueva un proyecto de ley que va a favorecer al hijo de Manuel Contreras”, no tendría inconveniente alguno en hacerlo -de tratarse de un asunto de la naturaleza del que ahora nos convoca-, porque a él no le asiste ninguna responsabilidad en los actos de su padre.



Pero separemos las cosas. De un lado se encuentra la persona involucrada en los hechos, y de otro, totalmente distinto, la madre, la esposa, la hija o el hijo, a quienes beneficia la iniciativa y que no tienen responsabilidad en los actos cometidos.



Por ello apelo al espíritu y a las conciencias para que actuemos con generosidad.



 Al aprobar el proyecto, no estamos avalando lo que el padre, el abuelo, o quien fuera, realizó ante determinada circunstancia; estamos abriéndonos a la posibilidad de que personas absolutamente inocentes, sin responsabilidad alguna en los hechos cometidos por aquellos, solucionen sus problemas. Se podrá estar de acuerdo o no respecto a las razones por las que se encuentran detenidos desaparecidos, pero el familiar directo no tiene que ver en ello. 



Por eso, no diviso ningún motivo para que algunos parlamentarios se opongan a esta iniciativa. Porque aquí no estamos haciendo equivalentes a los victimarios y a las víctimas, sino zanjándole un problema a la familia.



Y vuelvo a manifestar: si el día de mañana, por ejemplo, me preguntaran: “Senador, por razones de patrimonio, o de tal o cual naturaleza ¿estaría dispuesto a respaldar un proyecto que beneficiara a los hijos de quienes fueron miembros de la DINA o de la CNI?”, no tendría ningún inconveniente en hacerlo. Porque ellos no son responsables por las acciones de sus padres.



Entonces, ¡por favor!, apelo a lo se ha expresado aquí, en el sentido de que estamos abiertos a avanzar, a legislar. Pero ¿por qué cargar con una mochila a familiares, hijos o hijas -como señalé-, carentes de responsabilidad?



El proyecto fue aprobado en su momento por unanimidad en la Comisión de Derechos Humanos y se tramitó con relativa rapidez en la Comisión Mixta, porque se entendía que iba a favorecer única y exclusivamente a los familiares de los detenidos desaparecidos, a quienes -insisto- no les cabe responsabilidad en la actuación de estos.

¡Hasta cuándo seguiremos endosándola a personas inocentes!



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, me correspondió presidir la Comisión Mixta que debió formarse. Debo señalar que la discusión fue muy armoniosa; lo propuesto por ella se acordó por la unanimidad de los Diputados y Senadores presentes, y su informe fue aprobado por la Cámara Baja.



Cabe recordar que el Senado rechazó el proyecto en general porque no se reunió el quórum constitucional requerido. Se necesitaban 22 votos, y solo se registraron 19 a favor, uno en contra y 8 abstenciones.



Al analizarse la iniciativa en la Comisión Mixta, se vio que la materia de fondo era justamente la falta de quórum. Y por eso se aprobó el informe por unanimidad.



Asimismo, la Comisión de Hacienda del Senado revisó el proyecto en las materias de su competencia, y, en sesión de hoy en la mañana, también lo acogió unánimemente.



No pretendemos que la iniciativa concite ahora la unanimidad de los señores Senadores. Los que no estén de acuerdo con ella votarán en contra. Pero no podemos detener la tramitación de un proyecto que -yo diría- es importante para muchas familias afectadas por la desaparición forzada de sus seres queridos y que no pueden hacer uso de los bienes dejados por ellos.



Por lo tanto, espero que la Sala apruebe el informe de la Comisión Mixta con el mismo espíritu con que esta lo hizo.



La Cámara de Diputados ya aprobó el informe. Solo resta cumplir su tramitación en el Senado. Por consiguiente, apelo a mis Honorables colegas para que lo voten favorablemente.

El señor NOVOA (Presidente).- Señores Senadores, debo hacer presente que el Honorable señor Naranjo retiró su petición para aplazar la votación.



Por lo tanto, como el proyecto tiene urgencia de “discusión inmediata”, hay que votar ahora el informe de la Comisión Mixta.

El señor ARANCIBIA.- ¿El Ejecutivo no había retirado la urgencia?

El señor NOVOA (Presidente).- No, Su Señoría, y -como acabo de señalar-, la solicitud de aplazamiento de la votación fue retirada.



Por lo tanto, si no hay inscritos para intervenir, lo que corresponde es votar.



En votación el informe de Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, el proyecto aborda uno de los problemas que generó el desencuentro entre los chilenos. Y, a mi juicio, el que se busque hoy un camino legal que les permita a los familiares de las víctimas resolverlo sin renunciar a lo que sienten como una aspiración, constituye un avance importante.



Hace quince días me tocó asistir, en la ciudad de Medellín, al V Congreso Internacional de Víctimas del Terrorismo. Es un encuentro donde se reúnen familiares de víctimas de la ETA, de las FARC, de la violencia política en el Perú, del terrorismo de Estado o de aquel originado en un cierto fanatismo religioso, como es el caso del atentado del 11 de septiembre contra las torres gemelas, en Estados Unidos. Y, entre otras materias, se debatió, precisamente, acerca del camino jurídico para enfrentar este asunto en los diversos países, en algunos de los cuales diría que el fenómeno ha sido incluso bastante más complejo que en el nuestro. 



En efecto, la búsqueda de un mecanismo legal para abordar el problema -en nuestro caso, una iniciativa sobre declaración de ausencia- ha revestido más complejidad en ciertas circunstancias, porque a las personas que fueron desaparecidas se les quitaron los bienes, y se tuvo que hacer una ley para anular la inscripción de las propiedades a nombre de terceros, ya que pertenecían realmente a aquellas.



Todo ello apunta a un esfuerzo por reconciliar y encontrar instrumentos legales para sanar heridas.



En lo personal, entiendo que la declaración de ausencia resuelve el problema para muchos, como parte de una historia de la cual todos fuimos no diría “actores”, pero sí testigos. La gran diferencia que siempre he recalcado entre mi caso personal y el de otros es que yo tengo donde ir a dejar una flor en un cementerio, al igual que otras personas cuyos seres queridos fueron víctimas de la violencia. Para los familiares de los detenidos desaparecidos, en cambio, la situación es más dura, porque llevan un luto de más de treinta años y no saben dónde dejar una flor.



Por ello, cualquier solución legal como esta creo que es necesaria. 



Ahora, quiero manifestar un juicio personal. En el primer debate que tuvimos respecto de este proyecto las intervenciones se subieron de tono y -yo diría- no contribuimos a los puntos de encuentro. Más bien se agudizaron las diferencias. Y mi convicción es que en el Senado debemos esforzarnos por buscar los espacios de encuentro en estos temas, entendiendo la diversidad de puntos de vista y de experiencias que tenemos entre nosotros.



Voto a favor, señor Presidente. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¿Me permite, señor Presidente? Pido que se agregue mi voto.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien.



--Se rechaza el informe de la Comisión Mixta, por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (21 votos a favor, 9 en contra y 2 abstenciones). 



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Chadwick, Coloma, García, Kuschel, Longueira, Orpis, Pérez Varela y Romero.



Se abstuvieron los señores Cantero y Novoa. 

APROBACIÓN DE ESTATUTO DE ROMA
QUE CREÓ CORTE PENAL INTERNACIONAL
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6560-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En primer trámite, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto de acuerdo es establecer un órgano jurisdiccional penal permanente, de carácter internacional, destinado a hacer efectivas las responsabilidades penales individuales de los autores de determinados y graves delitos internacionales.



La Comisión discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular por tratarse de aquellas de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero).



Corresponde señalar que el Ejecutivo destacó que este Tratado ha sido ratificado por 108 países y que entró en vigor el año 2002, una vez que 60 Estados lo ratificaron.



Cabe tener presente que este proyecto requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores, y que en cuanto a los artículos 72, 73 y 93 del Estatuto, por referirse a información confidencial, necesita el voto a favor de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicita autorización para ingresar a la Sala el Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto.



--Se accede. 

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.

El señor CHADWICK.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Ya fue discutido…

El señor NOVOA (Presidente).- Se ha solicitado votar de inmediato la iniciativa, dado que toda la discusión a su respecto ya se ha hecho. 



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (28 votos a favor; uno en contra y una abstención), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Arancibia.



Se abstuvo el señor Coloma.
El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente? Pido que se agregue mi voto favorable. 

El señor NOVOA (Presidente).- Se dejará constancia de él en la Versión Oficial.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO DEL TRABAJO 

EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE REMUNERACIONES
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5434-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 20 de mayo de 2008.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo del proyecto es perfeccionar las normas del Código del Trabajo relativas a la protección de las remuneraciones, al establecer que estas, una vez devengadas, se incorporan al patrimonio del trabajador, impidiendo su posterior devolución, reintegro o compensación por hechos acaecidos con posterioridad a la oportunidad en que tales remuneraciones se devengaron.



Asimismo, se dispone que, en general, en el caso de las comisiones, estas se liquidarán y pagarán conjuntamente con las remuneraciones ordinarias del periodo en que se efectuaron las operaciones que las originaron.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general,  recibiendo en audiencia a diversas entidades representativas de las partes interesadas en los objetivos que se persiguen, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Allamand, Muñoz Aburto y Pérez Varela.



Los fundamentos de voto de cada Senador se transcriben en la parte pertinente del primer informe.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna las normas pertinentes del Código del Trabajo y el proyecto aprobado en general por la Comisión, cuyo texto es el mismo que despachó la Cámara de Diputados.

El señor NOVOA (Presidente).-  En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en mi calidad de Presidenta de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, deseo agregar de manera muy breve a la relación efectuada por el señor Secretario que en dicha instancia fueron escuchados, a través de sus representantes, diferentes instituciones: la Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo de Chile; la Asociación Gremial de Administradoras de Fondos de Pensiones; el Colegio de Corredores de Seguros de Chile; la Asociación de Aseguradores de Chile; la Asociación de Isapres de Chile y la Federación de Sindicatos de Isapres y otros afines.



Como se mencionó, el proyecto busca perfeccionar las normas del Código del Trabajo relativas a la protección de las remuneraciones, para lo cual esta iniciativa establece las siguientes particularidades.



En primer lugar, las remuneraciones, una vez devengadas, se incorporan al patrimonio del trabajador. Durante el transcurso de la discusión, se dieron ejemplos muy decidores respecto de la necesidad de impulsar una regulación de esta naturaleza.



En tal sentido, citaré uno de los casos que pueden ilustrar a la Sala acerca de la importancia de llevar a cabo dicha regulación tendiente a proteger las remuneraciones de los trabajadores.



Por ejemplo, respecto de la comisión que gana un trabajador por la venta de un seguro, el empleador puede determinar unilateralmente que ella será devengada en 24 meses más, sin perjuicio de que se le efectúen anticipos sobre aquella remuneración. En los hechos, se trata de un préstamo condicionado.



Ahora bien, siguiendo con el ejemplo dado a conocer en la Comisión, si el afiliado deja de pagar al mes número 18,  o fallece en ese mes o un cheque de pago es protestado en ese periodo, el trabajador debe devolver a la empresa la suma de 52 mil 117 pesos, correspondiente al 25 por ciento de la comisión ganada hace un año y medio.



Lo anterior refleja el primer objetivo aludido, esto es, que las remuneraciones, una vez devengadas, deben incorporarse al patrimonio del trabajador.



En segundo término, se tendrá por no escrita cualquier cláusula que implique devolución, reintegro o compensación de remuneraciones de parte del trabajador al empleador, ante la ocurrencia de hechos posteriores a la oportunidad en que ellas se devengaron.



En tercer lugar, se establece que, con todo, se podrán pactar premios o bonos por hechos futuros, tales como la permanencia del cliente que ha contratado un servicio durante un tiempo determinado, entre otros casos que contempla la norma, los cuales están a la vista en el informe comparado que obra en poder de cada uno de Sus Señorías.



En cuarto término, en el caso de las comisiones, en general estas se liquidarán y pagarán conjuntamente con las remuneraciones ordinarias del periodo en que se efectuaron las operaciones que les dieron origen.



Finalmente, las disposiciones transitorias del proyecto consideran fórmulas para que los contratos de trabajo, sean individuales o colectivos, ajusten sus cláusulas a los términos de la nueva ley.



Sin perjuicio de que la Comisión analizó el proyecto solo en general, se produjo un amplio debate acerca de este. En dicha instancia, tanto la unanimidad de los Senadores que la componen como la Ministra del Trabajo, quien también estuvo presente en la discusión, adoptamos el acuerdo, dadas algunas observaciones formuladas por varios señores Senadores  y que figuran en el informe que Sus Señorías tienen a la vista, de formar un equipo técnico encargado de efectuar el estudio que hemos mencionado, cuya propuesta se materializaría en las indicaciones pertinentes, las cuales deberán ser consideradas en el segundo informe, con motivo de la discusión particular de la iniciativa.



Insisto: existe consenso en torno a aprobar la idea de legislar. Y también hay acuerdo con el Ejecutivo en el sentido de que en la Comisión participarán tanto el Gobierno como los Senadores que la integran o sus asesores especializados, a los efectos de lograr una redacción que se materializará en las respectivas indicaciones.



En consideración a lo anterior y dado que el proyecto fue acogido por la unanimidad de los miembros de la Comisión, solicito a la Sala aprobar la idea de legislar en esta materia y, naturalmente, pido un plazo de al menos tres semanas para presentar todas las indicaciones que los señores Senadores deseen incorporar al texto de la iniciativa.



He dicho.

El señor PROKURICA.-  Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

El señor NOVOA (Presidente).-  Debo comunicar a la Sala que la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Serrano, se ha excusado de asistir al Senado para participar en la discusión de este proyecto, por encontrarse en una reunión urgente con motivo del ingreso mínimo. Ella entiende que se trata del debate de la idea de legislar y que se abrirá un plazo para formular indicaciones.



Por ello, es mi deber informar a la Sala que la señora Ministra presentó las excusas correspondientes.



En consecuencia, se abrirá la votación…

El señor LETELIER.- Quiero intervenir, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿Le parece suficiente el tiempo de fundamento de voto, señor Senador?

El señor LETELIER.-  Sí.

El señor NOVOA (Presidente).-  Perfecto.



En votación la idea de legislar.



Puede hacer uso de la palabra el Honorable señor Letelier.



--(Durante la votación).

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social de esta Corporación hemos desarrollado un debate -diría- bastante sustantivo sobre la protección de las remuneraciones.



Este es el segundo proyecto -hay un tercero que versa sobre el mismo tópico-, que apunta a cómo garantizar el derecho básico de los trabajadores a sus remuneraciones y a evitar que, producto de prácticas originadas por diferentes motivos, ellos salgan perjudicados o se ponga en riesgo su patrimonio, es decir, las remuneraciones que se les deben pagar después de haber desarrollado sus labores.



Con anterioridad, estudiamos un proyecto conocido como la “Ley  de los bomberos de las…

El señor ESPINA.- De las estaciones de bencina.

El señor LETELIER.- Así es. Los bomberos de las estaciones de bencina.



En dichos establecimientos, durante mucho tiempo existió, y aún existe, la práctica de que si un cliente paga con un cheque sin fondos, se cobra al trabajador el valor de ese documento.



La iniciativa que nos ocupa apunta a resolver el problema que experimentan muchos trabajadores del sector -por así decirlo- de ventas intangibles (esto es, de las AFP, compañías de seguros, isapres), donde la estructura de los pagos de remuneraciones lleva a que ciertos factores que no son de responsabilidad del trabajador, pero sí elementos propios del riesgo del negocio, se traspasen a este, atentando contra el derecho a sus remuneraciones.


Este proyecto es muy importante en aquel sentido: abarca a mucha gente, ayuda a resolver un problema.



En tal contexto, hubo una discusión con la industria y los trabajadores, que fue muy útil para entender cómo el desarrollo de esta actividad ha generado ciertas prácticas, las que se pueden modificar sin dañar la fuente laboral y sin traspasar a los empleados riesgos propios del negocio y que no deben ser de responsabilidad de ellos.



Por último, existe una tercera iniciativa -probablemente se incorpore por la vía de las indicaciones a la que nos ocupa esta tarde-, que dice relación a ciertas prácticas en el ámbito del retail: cuando en centros comerciales se producen hurtos o robos en secciones a cargo de un trabajador, muchas veces se hacen a la remuneración de este descuentos indebidos por conceptos que no son de su incumbencia; no estoy hablando de un empleado negligente o que actúa en forma irresponsable, sino de alguien a quien no le cabe responsabilidad por hurtos o robos, a lo que podemos agregar las pérdidas, los daños en los productos, etcétera.



Señor Presidente, el esfuerzo que hemos hecho en la Comisión en orden a modificar el artículo 54 del Código Laboral y, ahora, a incorporar a este un artículo 54 bis apunta a reforzar el principio de defensa de la remuneración.



Voto a favor del proyecto, entendiendo que forma parte de un esfuerzo colectivo desplegado en la Comisión de Trabajo durante los últimos meses.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (24 votos a favor) y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 13 de julio, a las 12.



Votaron la señora Alvear y los señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Gazmuri, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

El señor NOVOA (Presidente).- Se deja constancia en la Versión Oficial de la manifestación del Senador señor Gómez a favor de la iniciativa.

REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE TRANSPARENCIA, MODERNIZACIÓN DEL ESTADO Y CALIDAD DE LA POLÍTICA

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de reforma de la Carta, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política, con nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4716-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 9 de julio de 2008.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 5ª, en 31 de marzo de 2009.


Constitución (segundo), sesión 15ª, en 6 de mayo de 2009.


Constitución (complementario de segundo), sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.


Constitución (nuevo complementario de segundo), sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.


Discusión:


Sesiones 7ª, en 7 de abril de 2009 (queda pendiente su discusión general); 8ª, en 8 de abril de 2009 (se aprueba en general); 17ª, en 13 de mayo de 2009 (queda para segunda discusión); 19ª, en 19 de mayo de 2009 (se aplaza su votación): 21ª, en 20 de mayo de 2009 (vuelve a la Comisión de Constitución).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, cabe recordar que la discusión particular de este proyecto se inició en sesión de 13 de mayo último, oportunidad en que se aprobaron todas las modificaciones acordadas por la Comisión en forma unánime.



En sesión de 20 de mayo, a solicitud del Honorable señor Espina, la Sala resolvió devolver la iniciativa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para un nuevo informe complementario del segundo informe, que se ocupara de analizar algunas de sus normas y generar un acuerdo que recogiera las inquietudes expresadas en dicha ocasión por diversos señores Senadores.



Luego de un extenso debate, en el que se escuchó al señor Contralor General de la República, la Comisión resolvió efectuar cinco enmiendas al texto contenido en el informe que precede a este, las que Sus Señorías pueden consultar en el boletín comparado.



Una sola de esas modificaciones se aprobó por dos votos a favor y una abstención. Todas las restantes fueron acogidas unánimemente.



Dos de las enmiendas consisten en perfeccionar el texto propuesto. Las demás, de manera muy resumida, son las siguientes:



-Establecer que los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza y los municipales, no podrán participar durante su jornada de trabajo en actividades de proselitismo político-partidista o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular.



-Incorporar al inciso que regula los gastos en publicidad y difusión una frase que haga comprensivas otras prohibiciones o impedimentos sobre la materia.



-Extender a los funcionarios que determine la ley orgánica constitucional respectiva la obligación de ciertas autoridades de declarar intereses y patrimonio en forma pública.



Cabe tener presente que para aprobar las enmiendas efectuadas al número 1 del artículo único se requieren 25 votos afirmativos, y las realizadas a los números 3 y 5, 23 votos favorables.

El señor NOVOA (Presidente).- El nuevo informe complementario del segundo informe introdujo modificaciones al texto ya aprobado. Salvo una, todas se acordaron por unanimidad.



Recibió dos votos a favor y una abstención la norma que prohíbe participar en actividades de proselitismo político partidista, que es el punto que motivó todo el debate. Se le agrega una frase que señala…

El señor ESPINA.- Esa norma fue acordada por unanimidad.

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.


La disposición aprobada por mayoría es la relativa a la publicidad, donde se agrega la frase final, precedida de coma, “sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”. Es la única norma acordada con una abstención.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se abstuvo el Honorable señor Gómez y se pronunciaron a favor los Senadores señores Chadwick y Espina.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, si quiere, puedo explicar la situación.

El señor NOVOA (Presidente).- Si les parece, podemos ver cuál fue el motivo de la abstención.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en el debate que tuvimos en la Comisión sobre el inciso cuarto que se agrega al artículo 8º de la Carta para regular a nivel constitucional los gastos en que por concepto de publicidad pueden incurrir los distintos organismos públicos, el Contralor General de la República, don Ramiro Mendoza, nos hizo ver una situación acerca de la cual tiene toda la razón: como otras normas jurídicas establecen también regulaciones sobre la materia, es necesario decir en el referido inciso que lo dispuesto en él es sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos contemplados en la ley. Ello, a fin de que la norma fundamental no genere ningún efecto modificatorio o derogatorio de otras disposiciones que regulan asimismo la publicidad de los distintos organismos públicos.



Recuerdo que el Senador señor Gómez manifestó que, en su concepto, la norma en comento no tenía rango constitucional. Su Señoría -él lo podrá decir mejor que yo, pero creo que estoy siendo fiel intérprete…

El señor ALLAMAND.- Exégeta.

El señor CHADWICK.-…o exégeta- sostuvo que el inciso completo tenía el carácter de norma legal. Y por eso se abstuvo, pero no con relación al texto específico que se agregó, sino a la norma en general.



En consecuencia, quienes pensamos que es adecuado incorporar la disposición a la Carta debiéramos pronunciarnos a favor de la frase que se adicionó, para que se entienda que el precepto no produce ningún efecto modificatorio o derogatorio sobre otras normas acerca de la materia que se hallan dentro de las leyes. Y fue una recomendación del señor Contralor.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Para los efectos de tener mayor claridad en el debate, entiendo que el nuevo informe complementario del segundo informe figura en el boletín comparado bajo el título “Texto tentativo”; que en él se propone la redacción definitiva que sugiere la Comisión,...

El señor CHADWICK.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).-…y que respecto de las disposiciones aprobadas con anterioridad solo se introdujeron algunas modificaciones que aparecen en el comparado y que fueron acordadas por unanimidad, salvo aquella en que se abstuvo el Senador señor Gómez. 

El señor CHADWICK.- Exacto.

El señor NOVOA (Presidente).- Entonces, si le pareciera a la Sala, podríamos votar primero la enmienda aprobada por mayoría, y después, en conjunto, todas las demás.

El señor CHADWICK.- Está bien.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, independiente de la argumentación del Honorable señor Gómez, que efectivamente se expuso en el debate habido en la Comisión, cuando se tocó este punto yo por lo menos tuve una diferencia respecto de la restricción impuesta a las empresas públicas en materia de gastos por concepto de publicidad. Creo que una limitación de esa índole atentaría contra el buen desempeño de dichos entes, que operan en mercados donde los competidores tienen a su alcance todos los elementos. Incluso, se podría prestar para inhibir actividades o decisiones propias de las referidas empresas, que en su mayoría son autónomas. De modo que cuando se debatió la disposición no estuve de acuerdo con el texto propuesto. 



No sé si, para no rechazar todo el inciso cuarto, es posible votar en forma separada lo concerniente a las empresas públicas. Ello, para dejar salvada mi oposición al respecto.

El señor CHADWICK.- Tiene razón, Su Señoría.

El señor NOVOA (Presidente).- En tal caso, la división de la votación incide en una sola frase. Pero entiendo que el Senador señor Pizarro está pidiendo votación separada para todo el inciso.

El señor CHADWICK.- No, señor Presidente: solo para la expresión “las empresas públicas”.

El señor PIZARRO.- La idea es eliminar los términos “las empresas públicas”.

El señor CHADWICK.- No se produce ninguna incongruencia.

El señor NOVOA (Presidente).- Como hay varios señores Senadores inscritos para intervenir, parece que lo mejor es que sigamos el orden de los artículos, a fin de aclarar todo lo que sea necesario.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero subrayar que, básicamente, el punto de debate se centra en el inciso tercero propuesto para el artículo 8° del Texto Fundamental, donde se prohíbe a los funcionarios públicos, en determinadas circunstancias, participar  en actividades de proselitismo político-partidista.



El Senador señor Núñez, en su momento, planteó una objeción acerca del significado de la frase consignada para establecer que los funcionarios públicos y municipales quedaban “impedidos de realizar cualquier actividad política”.



Frente a esa discrepancia, solicitamos que el proyecto volviera a la Comisión, con el propósito de perfeccionar dicho inciso.



Invitamos a ella al señor Contralor General de la República. Tuvimos con él una extensa jornada de trabajo, durante la cual vimos la jurisprudencia existente en la Contraloría y los casos prácticos que la habían generado.



En definitiva, la disposición propuesta en el nuevo informe complementario del segundo informe fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Constitución, pues recoge la jurisprudencia existente, perfecciona las normas actuales y representa un gran avance en cuanto a garantizar que en los procesos electorales los funcionarios públicos y los municipales no realicen actividades de proselitismo político-partidista (expresión que recomendó el señor Contralor) durante su jornada de trabajo ni usen su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para ejecutarlas.



La Contraloría tiene en la materia una vasta experiencia, de muchos años, y el señor Contralor ha sido muy riguroso en la aplicación de la normativa pertinente.



Reitero: el texto tentativo que aparece en el boletín comparado recoge exactamente lo que, según la Contraloría, debe ser una disposición que, con fuerza constitucional, asegure que los funcionarios públicos se mantengan al margen de actividades de proselitismo político-partidista, en las circunstancias que ahí se señalan.



Señor Presidente, me permito solicitarle unos minutos más a fin de dar lectura al nuevo inciso tercero, para una mejor comprensión.



Expresa lo siguiente:



“En cumplimiento del principio de probidad,” -que está consagrado en la Constitución- “los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República y los municipales, no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista”. Esta última expresión fue la que nos recomendó el señor Contralor General de la República; antes decía “actividad política”, frase genérica que, en su opinión, es excesivamente amplia, por lo que impediría aplicar adecuadamente la norma. Por lo tanto, se procedió al reemplazo en comento, para evitar que ocurra aquello que no deseamos.



Y después agrega: “o en la promoción de candidaturas a cargos de elección popular durante su jornada de trabajo,”.



Esa es la norma general. Y “durante su jornada de trabajo” significa en las oficinas, en dependencias de la Administración Pública, o fuera de ellas, pero en el horario laboral.



Y luego se adiciona algo que ya se encuentra establecido en la legislación: “ni podrá usar su autoridad, cargo, bienes o recursos públicos para fines de carácter político partidista o de índole electoral en ninguna circunstancia,”. De manera que a nadie le será factible, ni aun fuera del horario de trabajo, invocar su cargo público para llamar a las personas a adherir a determinado candidato o votar por él.



Finalmente, se hace una excepción, porque hay sectores donde rigen normas aún más restrictivas que la mencionada. Por ejemplo, en las Fuerzas Armadas existen disposiciones que les impiden, a todo evento, incluso fuera del horario laboral, efectuar actividades de proselitismo político, ni siquiera invocando el cargo que se ostenta. Y, asimismo, en las policías, entre otras entidades. No recuerdo con exactitud, pero el señor Contralor enumeró una serie de instituciones que se hallan en esa situación.



Por eso, al cierre del inciso tercero se señala: “sin perjuicio de otras prohibiciones o impedimentos señalados por la ley.”.



Señor Presidente, el Senado ya tiene votado aquel inciso con la redacción anterior, que es distinta de la propuesta en el nuevo informe complementario del segundo informe de la Comisión de Constitución.



En dicho órgano técnico hubo consenso -concurrieron a él sus cinco miembros- para aprobar el texto modificatorio, que recoge la inquietud planteada por el Honorable señor Núñez.



Entonces, si en la Sala existe acuerdo para aprobar una norma de tal naturaleza, estamos en condiciones de proponer que se deje sin efecto la votación ya realizada aquí y se reemplace el texto acogido en virtud de ella por el que acabo de leer, que al parecer despierta un consenso mucho más amplio y recoge la sugerencia hecha por el propio Contralor General de la República.



En consecuencia, la Comisión sugiere aprobar el inciso tercero propuesto para el artículo 8° de la Carta en los términos del nuevo informe complementario del segundo informe, que recogen el verdadero espíritu de lo que queríamos establecer.

El señor NOVOA (Presidente).- Entiendo que el señor Presidente de la Comisión de Constitución está planteando que la aprobación del nuevo inciso propuesto por ella signifique reemplazar el ya aprobado por la Sala y que su rechazo implique dejar vigente este último.

El señor ESPINA.- Así es.

El señor GÓMEZ.- Que se reabra el debate, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Es que sucede lo siguiente, señor Senador: para reabrir el debate sobre una norma ya aprobada se requiere un quórum especial de dos tercios de los Senadores presentes. Por eso, le tengo terror a los proyectos que vienen con unanimidad de la Comisión.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, la situación es bastante simple: todo ha sido aprobado en forma unánime, salvo la modificación tendiente a intercalar una frase en el inciso cuarto.



Con ello se ha dado satisfacción a las objeciones formuladas en la sesión en que anteriormente se trató el asunto.



Observo que ahora, por muy buenos motivos, algunos señores Senadores se ausentan de la Sala. Como se requieren veintitantos votos, quizás lo más fácil sería efectuar una primera votación para ratificarlo todo, salvo lo que fue objeto de un pronunciamiento dividido, que se resolvería después, con lo cual se acaba la dificultad.

El señor ESPINA.- No existe quórum suficiente.

El señor CHADWICK.- La dificultad es otra, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- El problema reglamentario más complicado es qué pasa si se rechaza la proposición que formula la Comisión de Constitución en este momento: ¿regiría el artículo ya aprobado por la Sala en la votación anterior o no existe una norma sobre la materia?



Eso es lo que a la Mesa le corresponde decidir. Y es una cuestión de criterio.

El señor NOVOA (Presidente).- Es un punto extraordinariamente grave, porque no podríamos pedirle la opinión a dicho órgano técnico, que está claro que no lo está dilucidando.

El señor CHADWICK.- Es una materia de Reglamento.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor CHADWICK.- ¡Para confundir más…!

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, el asunto se discutió en la Comisión y no hubo acuerdo. Y la Secretaría estuvo presente en el debate.



Lo que ocurre es lo siguiente. El Honorable señor Espina expresa que existe un artículo aprobado por la Sala, lo que hace necesario, para poder votarlo nuevamente, la reapertura del debate. Entonces, Su Señoría sostiene que debemos pronunciarnos, y si se rechaza lo que viene de la Comisión, queda aprobado lo anterior.



Ello no es así, señor Presidente. La norma aplicable establece que si se reabre el debate, se reabre sobre el proyecto.



Ahora, no mantenemos diferencias: lo que se plantea es un problema de procedimiento que usted, señor Presidente, debe resolver. Se trata de decidir desde el punto de vista reglamentario.



Lo que resulta inaceptable es que el señor Senador exponga que si media un rechazo, queda aprobado lo anterior. Eso no es reglamentario.



Por eso, es importante una definición sobre el punto, porque constituirá un precedente para otros temas de debate.



¡Y, como dice el Honorable señor Ruiz-Esquide, es mejor devolver el asunto a la Comisión de Constitución…!

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Creo que vamos a enviarlo a la de Salud para que aclare el problema…!



Se registran varios inscritos para usar de la palabra, y la realidad es que vamos a enredarnos de nuevo en una cuestión de procedimiento. 



El señor Secretario me hace presente que, en efecto, para volver a tratar una norma aprobada, se debe reabrir el debate. Al hacerlo, se pone en votación la proposición de la Comisión. Si no es acogida, se debe votar de nuevo la anterior, con lo cual se corre el riesgo de que se reabra la discusión y no exista norma alguna. ¡A lo mejor, este último no es un riesgo tan grande, y salvamos a la República de otra modificación…!



Pero el Honorable señor Espina ya lo expresó en su momento: la reapertura del debate tiene que votarse. Y, cuando se trata de una disposición ya aprobada, se requieren dos tercios de los Senadores presentes.



Por eso se planteó la idea de que la Comisión pudiera presentar un proyecto de carácter unánime.

El señor CHADWICK.- En esta parte exhibe esa característica.

El señor GAZMURI.- Sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Aparentemente, no.



Que se reabra el debate norma por norma, entonces, porque, de lo contrario, no vamos a avanzar nunca.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, se trata de una cuestión de buena fe. Hoy existe una disposición aprobada por la Sala. Los Senadores de la Alianza por Chile, de buena fe, a raíz de lo que planteó el Honorable señor Núñez, nos pronunciamos por perfeccionarla.



Lo que para nosotros sería impresentable es que el acuerdo para hacerlo no obtuviera los votos necesarios, porque, en ese caso, se “caerían” los dos preceptos. Y, para nosotros, es una norma muy importante.



Entonces, es una cuestión de manera de proceder en esta Corporación. Si nosotros, de buena fe, concordamos en la reapertura del debate, debemos estar seguros de que la disposición se va a aprobar. Cuando uno desea perfeccionar una normativa, el Reglamento no le da todos los instrumentos exactos para tal efecto.



Ahora, el Senador señor Gómez tiene razón. Y no es que haya sido inaceptable lo que digo, sino que lo que planteo constituye un tema político. Cuando uno genera un acuerdo político, debe cumplirlo. Y entiendo que lo que aquí existe es una voluntad mayoritaria, expresada en un acuerdo de esa índole, para acoger una disposición por ser mejor que la aprobada anteriormente.



Entonces, si existe buena fe, se tendrá que votar.

El señor VÁSQUEZ.- Votemos.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, estoy de acuerdo con el Senador señor Espina en el sentido que expondré.



Además, queremos dar la conformidad de nuestros votos para acoger la norma tal cual viene de la Comisión.



En su oportunidad, apoyé la observación formulada por mi Honorable colega Núñez, y la redacción propuesta por el órgano técnico satisface plenamente la objeción que nosotros planteamos. De modo que si se reabre el debate al respecto, comprometemos, obviamente, nuestros votos para aprobarla tal cual viene.

El señor NOVOA (Presidente).- Por unanimidad, entonces, se reabrirá el debate y se pondrá en votación la proposición de la Comisión de Constitución.

El señor PIZARRO.- El único que debe someterse a votación es el inciso tercero del artículo 8º.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es. En ese precepto no se registró una votación dividida y estamos todos de acuerdo.

El señor PIZARRO.- Pero no tiene nada que ver con aquel al cual se estaba haciendo referencia, que es el segundo.

El señor NOVOA (Presidente).- El señor Secretario informará sobre la norma, que es clave.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El boletín comparado, en la columna “MODIFICACIONES Nuevo Informe Complementario”, contiene, entre ellas, la que señala: “Uno) Sustituir el inciso tercero, por el siguiente”.



Se requieren dos tercios de los señores Senadores presentes.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se procederá en la forma expuesta por la Mesa.



--Por unanimidad, así se acuerda.
El señor NOVOA (Presidente).- En votación la proposición de la Comisión respecto del inciso tercero del artículo 8º.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por cierto, voy a respaldar el acuerdo construido en la Comisión de Constitución. Las inquietudes consignadas por el Honorable señor Núñez se han acogido plenamente.



Pero, al pronunciarme, me gustaría dejar una constancia sobre lo que se entiende por “actividades de proselitismo político partidista”. Sé que existe una interpretación al respecto, mas entiendo que, cuando se participa, como autoridad, invitado a la conmemoración de una fecha histórica que pudiera ser objeto de una interpretación política, no estamos insinuando que ello se encuentre prohibido.



Lo digo, señor Presidente, porque es evidente que uno no desea ver a un gobernador llegar en el auto de su repartición a una actividad de su partido o a un congreso partidario. Sin embargo, es distinto cuando tiene lugar una reunión de conmemoración de una fecha de connotación histórica que va más allá de los ámbitos propios de una colectividad, pero presenta una connotación política.



Y quiero poner un ejemplo concreto al consignar mi voto. Si se realiza una actividad tendiente a recordar el 5 de octubre, una fecha histórica para el país, a juicio de todos -a algunos les fue mejor; a otros, peor, pero reviste esa connotación-, y al acto oficial asiste un alcalde o un gobernador en el auto que le ha sido asignado, estimo que no se violaría la ley en proyecto, porque se trataría de un acto de conmemoración. Y podrían darse otras situaciones.



Sobre esa base, voto a favor de la disposición, señor Presidente. Y entiendo que esa es la opinión general del Senado. Lo digo para que quede consignado así en la historia de la ley.



Quiero poner otro ejemplo en el mismo sentido. Si un alcalde militante de la UDI acude al cementerio en un vehículo municipal, con motivo de la conmemoración del asesinato de Jaime Guzmán, esto último no constituye una actividad político-partidista, sino recordatoria de un hecho histórico, aun cuando se presente una connotación política. Entiendo que no es ese tipo de actos lo que se determina como prohibido, en lo más mínimo, y que ese es el espíritu con el cual nos estamos pronunciando.



Voto que sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, la reapertura del debate significa votar la proposición que figura en la última columna del boletín comparado.



Deseo manifestar una reserva sobre el punto, y quisiera obtener una explicación más racional que la forma como lo comprendo. Cuando se expresa que los funcionarios “no podrán participar en actividades de proselitismo político partidista”, cabe considerar que muchos son independientes pero hacen proselitismo a favor de una candidatura, cualquiera que sea. Esas personas estarían excluidas de…

El señor CHADWICK.- Ello también se extiende a la presentación de candidaturas.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Lo que quiero decir es que estamos dejando que los independientes, que nunca lo son totalmente, hagan algo que todos los demás…

El señor CHADWICK.- Están incorporados.

El señor NOVOA (Presidente).- Ruego a Sus Señorías no entablar diálogos.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, estoy expresando una duda, por cuanto el asunto ha sido bastante enredado.



¡Se podría remitir el proyecto a la Comisión de Salud…

El señor PROKURICA.- ¡Para que lo enreden más…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- … y llevar a cabo una especie de trasplante…!



Lo que consulto es real, señor Presidente. No me basta la opinión del señor Contralor para entender si la redacción es suficiente y adecuada. Lo digo sinceramente, sin pretender molestar a nadie. La cuestión no me resulta clara. Si alguien puede proporcionar una explicación, lo agradecería.



Mi pregunta dice relación a que, al incorporarse la palabra “partidista”, se está contemplando a los adherentes de una colectividad política. Y existe gente que puede mantener una visión independiente, sin pertenecer a un partido, y ejercer, en un momento dado, una opción política por la cual realiza proselitismo.



Si alguien pudiera aclarar el punto, quedaría feliz si lograse entenderlo.



Gracias.

El señor GAZMURI.- Estamos en votación.

El señor NOVOA (Presidente).- Agradeceré a quien fundamente a continuación su voto que disipe la duda del Senador señor Ruiz-Esquide.



Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Gracias por su confianza, señor Presidente. La verdad es que precisamente estaba analizando el asunto.



La palabra “proselitismo” significa “celo de ganar prosélitos”. Y “prosélito”, en la segunda acepción del Diccionario de la Lengua Española, es “Partidario que se gana para una facción, parcialidad o doctrina.”.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito no interrumpir al Senador señor Vásquez, quien intenta ilustrar al Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor VÁSQUEZ.- Y voy a fundamentar, además, señor Presidente, por qué votaré a favor de la norma.



De lo que se trata -y deseo que ello quede establecido en la historia fidedigna de la ley- es la prohibición del acto de aquellos partidarios que se ganan para una acción política determinada, sea en favor de un partido o de una candidatura electoral independiente. Ello se refiere, más que nada, a dos elementos básicos: uno -y creo que es lo que se busca fundamentalmente mediante la modificación constitucional en estudio-, la actividad electoral que se realiza a través de medios públicos y en función de la investidura de quien efectúa el proselitismo; y dos, el hecho de ganar partidarios, aun cuando no se trate de actos electorales.



A mi juicio, al usarse la expresión “proselitismo”, se apunta a evitar que se tienda o a incrementar el flujo electoral en un momento determinado o a aumentar la militancia de un partido político, un movimiento, una facción. Entendido en ese sentido, me parece que el término queda absolutamente claro. 



En razón de lo anterior, votaré a favor de la norma.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, formularé un par de comentarios.



En primer lugar, se halla absolutamente fuera de mis posibilidades proporcionarle una explicación al Senador señor Ruiz-Esquide.



Al margen de lo anterior, quería consignar -y lamento que el Honorable señor Letelier no se encuentre presente- que me parece perfectamente legítimo que cada uno de nosotros exprese su juicio respecto del texto que nos ocupa. Pero no considero pertinente que de alguna manera se pretenda hacer extensiva la opinión propia al resto de la Sala.



La verdad es que la interpretación que este último señor Senador hace de la norma en examen no la comparto, en definitiva. Y creo que se refiere, en forma objetiva, precisamente a algo que se pretende impedir.



Más allá de que se utilice como argumento la fecha del 5 de octubre, considero que el texto impide claramente la hipótesis planteada por Su Señoría. En el caso de un acto al que convoque un conjunto de partidos políticos -revista o no un carácter histórico, lo cual constituirá una cuestión discutible-, no veo por qué razón o en qué circunstancia, si tiene lugar durante la jornada de trabajo, la autoridad podría utilizar su vehículo fiscal, para seguir el ejemplo mencionado. Eso es exactamente lo contrario a lo que expresa la norma.



Y, a la inversa, si se está fuera de la jornada laboral y el acto se realiza un día domingo, por ejemplo, con menos razón y justificación se podría utilizar el vehículo, porque este tiene que ver precisamente con el aprovechamiento del cargo.



Por lo tanto, señor Presidente, sin ánimo de reabrir un debate que a estas alturas ya se encuentra concluido, resulta pertinente dejar constancia, a lo menos para los efectos de la historia fidedigna de la ley, de que la interpretación del Honorable señor Letelier es exactamente opuesta al texto expreso que en este minuto se está votando. 



Quisiera dar un ejemplo del todo práctico y contingente acerca de la cuestión. Hace algunos días, el Intendente de la Región de Los Ríos participó en la inauguración de un gimnasio, junto con un candidato a Diputado perteneciente a la coalición de Gobierno. Lo hizo, obviamente, en el ejercicio de su cargo. Ello fue presentado como un acto que realizaba esa autoridad, y así apareció en la página web del Gobierno regional. ¡Y, casualmente, el recinto recibió el nombre del candidato por una de las coaliciones políticas que intervendrán en el proceso electoral…! ¡Es decir, el Intendente concurre un día sábado, con un postulante a la Cámara, a un acto que se presenta como oficial, se inaugura un gimnasio y a este se le da el nombre del candidato…!



La norma que nos ocupa prohíbe, precisamente, conductas de esa naturaleza, y, en consecuencia, esa es la interpretación correcta a que da lugar, por lo menos en el aspecto al cual me he referido.



Insisto en que el sentido que le asigna el Senador señor Letelier resulta muy respetable, por supuesto, pero es exactamente opuesto a lo que expresa el texto.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que no se trata de utilización de camionetas ni de pegar afiches. Es claro que ello se encuentra prohibido y sancionado por la Contraloría desde 1990, desde la primera elección que recuerdo. Luego de recuperada la democracia, se puso mucho énfasis en no utilizar las camionetas ni el horario de trabajo para fines proselitistas.



Aquí la Oposición ha planteado, en mi opinión, un debate legítimo para evitar que en las próximas elecciones los funcionarios públicos hagan proselitismo, acusación permanente de dicho conglomerado hacia el Gobierno. 



El Senador Espina así lo ha manifestado. Pero su propia candidatura lo desmiente, por cuanto él sacó la primera mayoría nacional en una circunscripción donde el Ejecutivo tiene presencia a través de la CONADI, de la entrega de diversos subsidios y de mucho apoyo hacia la gente de esa zona mapuche.



Entonces, independiente de lo que use el Gobierno (camionetas, subsidios, semillas, viviendas), queda claro que eso no es lo determinante para ganar una elección.



Por otra parte, me pregunto: ¿Qué pasa con el Presidente de la República? ¿La norma lo involucra? Porque dice: “los funcionarios públicos, incluidos los de exclusiva confianza del Presidente de la República, y los municipales”. Tal parece que la disposición lo excluye. O sea, podría asistir a los actos o al congreso general de su partido; quedaría exento de los impedimentos planteados.



En estricto rigor, si se compara la capacidad de incidencia, de intromisión electoral de un funcionario público, de un seremi o de un jefe de gabinete con la de una Presidenta con 70 por ciento de aprobación, está claro que la norma debiera incluir a quien puede incidir de verdad, haciendo proselitismo, en una campaña electoral.



Por lo tanto, advierto que en el inciso propuesto se excluye al Presidente de la República y no me explico por qué.



¡La monarquía presidencial…! La veneración permanente hacia la figura del Primer Mandatario y la subyugación al centralismo de los Senadores, incluidos los de Regiones. O sea, el Presidente es intocable.



Ello no parece apropiado. 



Por cierto, hablo de “Presidente” de manera genérica, porque tales disposiciones tienen un carácter durable en el tiempo.



En segundo lugar, quiero referirme al horario de trabajo. 



En el caso de los funcionarios públicos, está claro: 8 horas diarias. Pero la jornada de los de exclusiva confianza hasta donde yo sé es de 24 horas. Prácticamente no tienen horario laboral definido. Al respecto, habrá problemas. Muchos de ellos deben estar disponibles a las 2 de la madrugada, a la medianoche. ¡Su jornada de trabajo consiste en no tener horario fijo!



Por lo tanto, para lo dispuesto en la norma en comento queda fuera parte de lo referido al horario laboral. Porque hay uno para los funcionarios públicos y otro distinto para los de exclusiva confianza.



En lo relativo a la publicidad o difusión de las distintas reparticiones públicas, se establece la prohibición de incurrir en otros gastos por ese concepto que los necesarios para el cumplimiento de sus funciones. Ya señalé que en esta materia hay un vacío enorme. 



Tengo un titular de un periódico que dice: “Rosales va a la reelección como alcalde de Los Ángeles”. En su oportunidad acudí a la Contraloría para hacer presente la situación: dicho edil, que renunció 30 días antes para repostular, dejó financiada en un diario local la impresión de una revista completamente dedicada a él. La publicación se produjo en medio de la campaña municipal pasada. Había dejado el cargo, pero se aseguró de que saliera una revista “a todo trapo” relacionada con el municipio.



Señor Presidente, la inconveniencia de ello no radica en difundir las obras municipales, sino en personalizarlas. Tal como lo hace la alcaldesa Barahona en Renca, donde se ponen fotografías de su persona en las faenas para que se piense que son obra de ella. Aunque muchos parlamentarios también lo hacen, no corresponde personalizar las obras públicas y timbrarlas como propias, cuando en realidad son financiadas con fondos públicos.



En este ámbito se produce una vulneración grave al principio de probidad. Ello implica una sanción considerable. Pero me preocupa el carácter probatorio de tal ilícito.



Voto a favor de la norma, porque se ha planteado que es necesaria. Pero dejo constancia de las observaciones que he señalado. 



Señor Presidente, reclamo el legítimo derecho de todos los ciudadanos a ejercer de manera libre su adhesión política. Sin usar bienes del Estado, pero con la posibilidad de manifestarla públicamente. De no ser así, significaría que quieren eunucos políticos. Estoy en contra de ello y a favor de la participación y de la clarificación de las posiciones de todos los ciudadanos, incluyendo a los funcionarios públicos.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, haré dos reflexiones muy breves.



Por razones por todos conocidas, yo no estuve cuando se inició el debate de este proyecto. Pero en la Comisión de Constitución manifesté que iba a aprobar la norma en comento. 



Sin perjuicio de ello, quiero llamar la atención del Senado sobre lo siguiente.



No me parece adecuado que incluyamos en la Constitución preceptos de carácter reglamentario. La Carta Fundamental debe contener principios generales y la regulación correspondiente ha de quedar establecida en leyes y reglamentos.



La semana pasada me tocó hacer una presentación sobre la Constitución alemana, que tiene 60 años de vigencia -ha sobrevivido a muchas contingencias, incluida la caída del Muro de Berlín- y sigue rigiendo para alegría de todos los germanos.



Para que las Constituciones tengan suficiente validez -ese es otro tema-, requieren cierto consenso a nivel nacional. Estar permanentemente modificándolas, más aún para introducir normas reglamentarias, reviste una complejidad. 



Lo dejo planteado en la Sala para la historia de la ley.



En segundo lugar, señor Presidente, deseo hacer una aclaración importante, a raíz de la norma que estamos votando. También lo señalé en la Comisión, pero quiero reiterarlo aquí para que quede en la historia de la ley.



Cuando se habla de actividades de carácter proselitista -lo explicó muy bien el Senador señor Vásquez y lo consultamos en el Diccionario de la Real Academia Española-, se está haciendo mención a aquellas cuyo objetivo sea buscar adeptos. 



Y me pongo como ejemplo. 



Siendo Canciller, fui invitada por varios partidos políticos de la Concertación y de la Oposición para explicar la posición de Chile frente a la guerra de Iraq. Acudí a las sedes políticas respectivas en horario de trabajo y en un vehículo fiscal.



Hago presente lo anterior, porque, si un Ministro es invitado a un partido político en su horario de trabajo para exponer sobre determinado programa de vivienda o la posición de Chile respecto de una tarea, de un problema de Estado o de política exterior, me parece importante dejar expresamente consignado en la ley que dicha autoridad puede realizar esa actividad y asistir en su vehículo fiscal. De lo contrario, estaremos introduciendo en la Constitución una interpretación que será extraordinariamente compleja para el ejercicio de las labores de funcionarios de la confianza del Presidente o la Presidenta de la República.



Tal situación resulta complicada. 



El Senador señor Pizarro me dice que ello no podría hacerse aunque se esté dentro del horario de trabajo. Sin embargo, creo que forma parte de las tareas de un Ministro entregar información respecto de una política de Estado, a requerimiento de un partido político, cualquiera que este sea. 



Dejo constancia de mi inquietud expresamente en la historia de la ley, porque, si no, nos encontraremos con dificultades el día de mañana. Me parece importante consignarlo para que quede completamente claro.



Además, cuando señalé ese punto en la Comisión, la interpretación del señor Contralor fue exactamente en la misma dirección: la acción referida no constituye una actividad proselitista. El Ministro de Estado podría llevarla a cabo, naturalmente en su horario de trabajo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso tercero del artículo 8° (31 votos a favor, 1 en contra y 1 abstención), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votó por la negativa el señor Ruiz-Esquide.


Se abstuvo el señor Pizarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Propongo a la Sala que las modificaciones aprobadas por unanimidad por la Comisión en el nuevo informe complementario del segundo informe, al igual que las enmiendas acogidas de manera unánime contenidas en el informe anterior, queden aprobadas con la misma votación.



Después veremos los incisos aprobados por mayoría en el órgano técnico. Hay dos normas que no han sido puestas en discusión todavía.



¿Le parece a la Sala seguir ese procedimiento? 

El señor LARRAÍN.- Pueden ser distintos los quórum de aprobación.

El señor NAVARRO.- ¿Se votaron todos los incisos del artículo 8°?

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador.



Todavía queda por discutir la norma a que hizo mención el Senador señor Pizarro, referida a la propaganda, que fue aprobada por mayoría.



¿Hay otra disposición, señor Secretario? 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Sí, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Bueno, existe otro precepto que se debe votar. Pero ya llegaremos a él. 



¿Damos por aprobadas, con la misma votación anterior, todas las enmiendas acogidas por unanimidad en la Comisión? 



Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no sé si los parlamentarios que se abstuvieron o votaron en contra mantendrán su posición respecto de lo que la Mesa plantea, porque se trata de materias completamente distintas.



A mi juicio, debieran aprobarse por unanimidad tales enmiendas. 



Por lo tanto, pido que se voten. 

El señor LARRAÍN.- Hay que votarlas.

El señor NOVOA (Presidente).- En efecto, reglamentariamente, corresponde votar sin discusión las modificaciones acogidas de forma unánime en la Comisión. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Justamente. Eso incluye las enmiendas acordadas tanto en el nuevo informe complementario como en el informe que la Sala conoció en mayo.

El señor NAVARRO.- ¿Pero del mismo artículo 8º?

El señor NOVOA (Presidente).- No, señor Senador.



Estamos hablando de las proposiciones unánimes de los informes complementarios. 



Entiendo que resulte complicado a estas alturas seguir el debate.



La vez anterior se aprobó gran cantidad de normas. 



Señor Senador, ¿desea consultar sobre alguna norma específica?

El señor NAVARRO.- Mi duda es si ya se votaron los incisos del artículo 8º.

El señor NOVOA (Presidente).- No. Acabamos de aprobar solo el inciso tercero.

El señor GAZMURI.- Ahora votaremos las enmiendas aprobadas por unanimidad. 

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.

El señor NAVARRO.- Pero no el inciso relativo a la publicidad.

El señor NOVOA (Presidente).- Ese va a quedar pendiente.



En votación las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban las modificaciones acogidas por unanimidad en la Comisión (32 votos favorables y una abstención).


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Se abstuvo el señor Pizarro.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse sobre el inciso cuarto del artículo 8º, que comienza señalando: “Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos…”. 



Esa norma venía del informe complementario del segundo informe, y fue aprobada en la Comisión por 2 votos a favor (Senadores señores Espina y Muñoz Aburto) y una abstención (Senador señor Pizarro).

El señor NOVOA (Presidente).- Tal disposición fue objeto de una modificación posterior en el nuevo informe complementario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Correcto.



La Comisión propone ahora agregar una frase final a dicho inciso. Pero antes se debe aprobar la base. 



En definitiva, hay que efectuar dos votaciones: la primera, sobre la norma conocida por la Sala el 13 de mayo; y la segunda, acerca de la enmienda propuesta en el último informe.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión el inciso cuarto del artículo 8º. 



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, para ahorrar tiempo, señalo que mi abstención en esa oportunidad se debió a una materia que se mantiene en el texto tentativo sugerido por la Comisión. 



Si se vota el inciso completo, yo me pronunciaré en contra o me abstendré, lo que, para efectos prácticos, da lo mismo. 



Por lo tanto, pido que se someta a votación el texto final. De aprobarse, no hay para que insistir en el otro, que es más restrictivo. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo quiero señalar que la norma propuesta se encuentra en la ley. Por tanto, esté o no en la Carta, igual es obligatoria. 



Si la disposición se incorpora a la Constitución, no produce ningún daño, porque establece que todos los organismos indicados pueden hacer propaganda en el cumplimiento de sus funciones. ¡Era que no! ¡Cómo el Ministerio de Salud va a publicitar asuntos de vivienda o el MINVU, aspectos relativos a ciertos alimentos! Cada uno hace lo que le corresponde. 



¿Por qué otra razón podrían efectuar propaganda? Para informar a los usuarios sobre lo relativo al ámbito propio. Así, CODELCO difundirá lo que le competa, al igual que la ENAP.



En definitiva, se trata de una norma bastante inocua. 



Por lo mismo, es absurdo incorporarla en la Constitución, porque no corresponde al nivel jerárquico -como lo dijo el Honorable señor Chadwick, interpretando al Senador señor Gómez, y también la Senadora señor Alvear- de los preceptos que la componen. 



En consecuencia, el Gobierno no es contrario a dicho inciso, pero nos parece que no debería estar en el Texto Fundamental.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, la verdad es que el argumento del señor Ministro Viera-Gallo es contradictorio respecto de la esencia del proyecto. 



La iniciativa en debate eleva a rango constitucional un conjunto de materias que podrían no haber tenido dicho carácter. Resulta insólita la opinión recién vertida considerando que en su minuto se discutió la necesidad de darle dicha calidad a lo relativo al fideicomiso ciego, disposición que perfectamente podría haber sido incorporada en el Código Civil, salvo en lo concerniente a la posibilidad de que una persona tuviera que desprenderse de parte de su patrimonio. Excepto esto, todas las normas propuestas podrían estar en alguna ley.



Entonces, ¿por qué se les da nivel constitucional? Porque se estima que son importantes para perfeccionar la probidad, para darle mayor transparencia a la actividad política. Incluso, era factible incluir en la legislación el propio principio de probidad. Habría bastado con ello. Sin embargo, ¿qué hicimos en esa oportunidad? Le dimos rango constitucional.



En consecuencia, no tengamos en esta materia -lo digo con el mayor respeto- un doble estándar. Cuando se trata de regular ciertos asuntos, se establece que se les debe otorgar jerarquía constitucional. Pero cuando se abordan normas que dicen relación con la transparencia, con la actividad de la política al margen del intervencionismo político-electoral, ahí se dice que no es necesario legislar, porque la norma ya existe. 



Señor Presidente, el punto es muy sencillo. ¿Estamos dispuestos a aceptar que los servicios públicos hagan publicidad pero solo para cumplir con sus funciones propias? ¿O vamos a permitir que en períodos electorales realicen propaganda -como ha ocurrido en campañas anteriores- que excede sus funciones e incentiva a votar por un candidato a senador o a diputado, o por la coalición gobernante? 



¡Este es un tema de transparencia, de probidad, de modernización de la política!



Limitar a los servicios públicos en la realización de labores de publicidad solo para el cumplimiento de sus funciones -descritas en la ley- resulta esencial para nosotros como demostración de que queremos dar jerarquía e importancia a la materia.



Termino refiriéndome al peor de los argumentos manifestados por el Ministro Viera-Gallo. Él sostiene que, como se haya en la ley respectiva, no es necesario incorporar la disposición en debate en la Constitución. Al respecto, le replico: si la norma está en la legislación, ¡por qué le preocupa incluirla en la Carta cuando se busca otorgarle jerarquía! 



Cabe recordar que el proyecto que nos ocupa lo presentó el Gobierno con bombos y platillos. Y tiene un título enorme: “Reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política”.



¿Ayuda o no a la calidad de la política y a la transparencia el establecer en la Carta que la Administración Pública no puede hacer publicidad para fines que no sean los propios? 



Aquí, entonces, demostramos si tenemos interés y vocación para que aquella sea una norma permanente, cualquiera que sea quien gobierne.



También se eleva a rango constitucional la declaración de patrimonio e intereses y, no obstante, el Gobierno nunca ha objetado que la materia ya se encuentra en la ley. La declaración de patrimonio e intereses no está hoy en la Carta Fundamental, pero rige. Sin embargo, se eleva a rango constitucional. ¿Por qué? Porque queremos jerarquizar la norma.



Entonces, señor Presidente, sería extraordinariamente valioso, a nuestro juicio, que el Senado hiciera un aporte en este ámbito, a sabiendas de que existe una discusión acerca de si el tema puede tener o no rango constitucional. Porque, si antes hubiéramos recurrido a los resquicios, podríamos haber sostenido que muchas disposiciones no deberían estar en la Constitución (tema, entre paréntesis, bastante discutible, pues aquí nadie tiene una varita mágica para determinar qué debe estar y qué no en nuestra Ley Suprema, salvo el constituyente, que somos nosotros).



En nuestra opinión, incluir una norma de la naturaleza descrita en la Constitución demuestra la voluntad del Parlamento en orden a modernizar la política, a que haya transparencia y a que los bienes públicos sean utilizados para los fines correspondientes y no para hacer proselitismo político. Ese fue el espíritu que guió a la Comisión al elevarla a rango constitucional.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto de orden político. 



Aquí ya se han tomado varias decisiones respecto a la transparencia en la actividad política. En la Comisión se discutió bastante sobre el particular y no hubo unanimidad, porque a algunos nos llama a equívoco el hecho de que la Constitución se transforme finalmente en una ley.



Como bien indicó el señor Contralor General de la República en dicho organismo, el precepto en cuestión es la repetición exacta de un artículo de la ley N° 19.884, que ahora, por tanto, se eleva a rango constitucional.



Cuando se analiza la estructura jurídica del país, se afirma que la norma fundamental es la Constitución. Por eso, terminar legalizándola o reglamentándola es, a nuestro juicio, un error. 



El señor Contralor expresó textualmente lo siguiente en la Comisión: “Como consideración de orden general, destacó que el proyecto en debate es una nueva expresión de un creciente proceso de “constitucionalización” o de escalamiento de normas legales, consistente en trasladar desde el nivel legal hasta el texto de la Carta Fundamental disposiciones que ya existen en nuestro ordenamiento jurídico, lo que está llevando a que nuestra Constitución pase a ser un texto extenso.”.



En ese sentido, no concuerdo con el Senador señor Espina, porque aquí no se trata de que uno tenga o no disposición a que la probidad y la transparencia existan y se apliquen. No estamos discutiendo eso, sino el problema de la publicidad. No estamos frente a un tema mayúsculo, sino ante una situación muy particular a la cual pueden verse enfrentadas distintas instancias. 



Y lo propuesto parece ilógico. Las normas constitucionales son para abordar aspectos fundamentales. Aquí estamos hablando del artículo 8°, ubicado dentro del capítulo “Bases de la institucionalidad”, disposición que señala: “El ejercicio de las funciones públicas obliga a sus titulares a dar estricto cumplimiento al principio de probidad en todas sus actuaciones.”. Y así como esta se contemplan una serie de normas indispensables para las bases de nuestra institucionalidad. Sin embargo, ahora nosotros, este Congreso, considera que es importante regular el uso de la publicidad respecto de CODELCO o de cualquier otra empresa estatal y de cualquier ministerio, subsecretaría, intendencia.



Esa es una norma que, a nuestro juicio, no resulta lógico instalar en la Constitución. Podrá estar en la ley, como lo está hoy, o podrá desarrollarse a nivel reglamentario. De hecho, aborda una materia que resulta perfectamente posible de controlar, según el señor Contralor, por la vía legal.



Entonces, señor Presidente, lo que yo digo es lo siguiente.



Hemos discutido y llegado a un acuerdo político, que hemos honrado, pero creo que, en este punto específico, no es correcto transformar la Constitución en ley, atendido el principio que por años hemos defendido, cual es la existencia de una Carta Fundamental sólida, vigorosa, donde estén las normas que corresponden. 



Por lo tanto, no empecemos a legalizar y a terminar convirtiendo en ley un cuerpo tan importante como es la Constitución.



Por eso, señor Presidente, anuncio que votaré en contra del precepto.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, escuchando el debate, cada vez me convenzo más de que existe una anomalía en el sistema institucional chileno. Y es el hecho de que normas de este tipo, relacionadas con cuestiones tan fundamentales como la calidad de la política, nunca han sido realmente debatidas por el país en su conjunto.



Lo que ha hecho el Parlamento, principalmente el Senado de la República, es arrogarse una facultad constituyente para la cual no fuimos elegidos. Es cierto que existe el constituyente derivado, que es el papel que hemos desempeñado en los últimos años, tratando de dar consistencia a una Constitución que no compartíamos. 



Pero esta es una discusión muy de fondo, que dice relación a la calidad de la política.



Voté a favor de la norma anterior, no solo por el compromiso adquirido, sino porque Chile tiene un sistema político basado en la desconfianza. El inciso tercero del artículo 8° que acabamos de aprobar se justifica únicamente en un sistema político donde la desconfianza juega un rol fundamental. Y en un régimen presidencialista, donde el Parlamento no cumple un papel muy importante, por cierto que se requiere una disposición de esa naturaleza y por eso la voté a favor. En un sistema parlamentario no se habría justificado, porque, ¿en qué momento el parlamentario que es ministro actúa como parlamentario y en qué momento actúa como ministro? Eso es imposible de determinar, salvo que se establezca que a 40 metros del ministerio deja de ser ministro, lo cual es absurdo.



El inciso cuarto que se plantea, en mi opinión, se vincula nada menos que con el tema más central dentro de una sociedad moderna, como es la difusión y publicidad de los actos. No hay actividad más practicada que la difusión y la publicidad.



Y aquí estamos generando las condiciones para que, si la norma que aborda esa materia se incorpora dentro de la Carta, como aquí se pretende, nos llenemos de acusaciones constitucionales contra intendentes, alcaldes, ministros, etcétera. Porque, ¿quién va a determinar que un intendente u otra de estas autoridades está haciendo mal uso de la difusión de sus actos? Lo más seguro es que un opositor lo acuse de realizar propaganda política, a pesar de estar difundiendo algún tipo de actividad que puede ser incluso muy noble y relacionada estrictamente con las funciones propias de su intendencia (o de un ministerio, municipalidad, según corresponda).



Por eso, soy más bien partidario de que la norma quede en la ley y no en la Carta Fundamental. De lo contrario, nos vamos a llenar de acusaciones constitucionales en contra de todas esas autoridades, a propósito de un tema tan central como la difusión y publicidad de los actos propios de determinado servicio o Poder del Estado.



En ese sentido, creo que se comete un grave error, porque vamos a hacer mucho más difícil la convivencia política al trasladar la desconfianza, consustancial al sistema político chileno, a las municipalidades, a las intendencias, a las gobernaciones, lo cual será francamente muy lamentable, debido a que en esta materia -difusión y publicidad-, siempre nos vamos a encontrar con grandes diferencias.



Por esa razón, voy a votar en contra.

El señor NOVOA (Presidente).- Informo que el Comité Renovación Nacional ha solicitado segunda discusión para la norma en debate y las que vienen a continuación.



En consecuencia, si le parece a la Sala, los Senadores inscritos harán uso de la palabra en la próxima oportunidad.

El señor PROKURICA.- Agotemos la primera discusión, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien.



Si los oradores inscritos lo desean, pueden hablar ahora. No hay ningún problema. Pero hago presente que a continuación viene un proyecto relativo a la situación que está viviendo Chaitén, de quórum calificado, y me gustaría que hubiera el número de Senadores necesario para aprobarlo.



Los Senadores inscritos para intervenir en la primera discusión son, en este orden, los Honorables señores Ávila, Kuschel, Prokurica, Orpis y Naranjo.

El señor NARANJO.- Tengo una duda reglamentaria, señor Presidente.



¿Se puede interrumpir el proceso de votación cuando un proyecto ya ha comenzado a votarse?

El señor NOVOA (Presidente).-  No estamos en votación, señor Senador.

El señor NARANJO.- Pero ya hemos votado parte de la iniciativa.

El señor NOVOA (Presidente).- Exactamente.



Estamos en la discusión particular, votando artículo por artículo. Dimos por aprobados todos aquellos que no fueron objeto de indicaciones, así como los que fueron modificados mediante acuerdos unánimes de la Comisión. Y ahora está en debate un artículo aprobado por mayoría que aún no ha sido puesto en votación. Además, la Sala debe pronunciarse sobre otras normas.

El señor NÚÑEZ.- Lo que está en discusión ahora es un inciso de un artículo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es. Se trata de un inciso que se votará en forma separada a raíz de un planteamiento formulado por el Senador señor Pizarro y que además no fue despachado en forma unánime por la Comisión. Y es perfectamente reglamentario pedir segunda discusión tanto para el inciso en comento como para otras normas en las cuales no hubo consenso y requieren ser refrendadas por la Sala.

El señor NARANJO.- Conforme, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- El siguiente orador inscrito es el Honorable señor Ávila, quien puede hacer uso de la palabra.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, este tipo de iniciativas lo que hace es convertir a la Constitución en un cuerpo mórbido, es decir, lo llena de grasa y le va restando consistencia en lo que son los temas fundamentales que deben constar en una Carta Fundamental.



Por ejemplo, no hemos podido aún, pese a múltiples esfuerzos de organizaciones, de personas individuales, de representantes ciudadanos, incorporar en una reforma el plebiscito como un instrumento de consulta a la ciudadanía, que en todos los países avanzados está presente para cumplir un rol esencial de sustento de la democracia.



Junto con elevar el rango de determinada disposición legal, lo que se está haciendo es rebajar el carácter de la Constitución. De la actual la verdad es que ya a esta altura no me preocupa tanto, porque ha sido convertida en un verdadero “cajón de sastre” y, por consiguiente, lo único que cabe esperar es que se den las condiciones para romper el cautiverio a que se ha sometido a la ciudadanía, en el sentido de impedirle que en ciertos momentos tenga la posibilidad de pronunciarse acerca de aspectos claves en el desarrollo del país y de la sociedad de que forma parte.



Es completamente absurdo que un alcalde tenga la oportunidad de consultar a los vecinos respecto de determinadas iniciativas del municipio, y el Presidente de la República carezca de un instrumento de gobernabilidad como el que señalo.



Obviamente, voy a votar en contra, por las razones que acabo de indicar y por los argumentos que mis Honorables colegas han consignado en intervenciones anteriores. Ojalá que esta parte de la reforma no pase, no salga airosa de este debate, por cuanto, sin ninguna duda, iremos llenando de más colgajos todavía a nuestra Carta Fundamental, que ya suficientemente deteriorada y contrahecha está.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, es curioso el debate que hemos presenciado esta tarde. Porque resulta que vemos a algunos señores Senadores impulsar permanentemente normas para la transparencia, para que se terminen las desigualdades existentes en el país, pero, cuando se discute sobre la intervención electoral, pareciera que tales principios no corren para ellos.



Chile es un país donde la democracia está fuertemente contaminada con la intervención electoral.



He señalado algunas situaciones, que a veces pasan desapercibidas, pero que son producto de estudios, no de inventos míos. Por ejemplo, en la última elección senatorial, en la Octava Región (la única donde la Concertación dobló a la Alianza) se gastó el 48 por ciento de los recursos de los programas de generación de empleo, en circunstancias de que ella albergaba solo al 8 por ciento de los cesantes de Chile.



¡Curiosa coincidencia!



Alguien planteó aquí que las empresas y los órganos del Estado tienen derecho a hacer propaganda. ¡Por favor, hagan un análisis de cómo aumenta la propaganda en los medios de comunicación en los períodos eleccionarios!



El Senador señor Orpis lo planteó hace algunos años con respecto a las municipalidades y otros órganos del Estado. ¡Es escandaloso! Nadie puede creer que a las empresas y entidades estatales, justo en la época eleccionaria, les baje el interés por transmitir y difundir la labor que están realizando.



Finalmente, pareciera no importar a algunos que existan parlamentarios cuyos asesores y jefes de campaña hayan sido procesados por los tribunales de justicia y ahora sean candidatos presidenciales y aboguen por la transparencia. ¡Pero cómo! ¿Ya se nos olvidó eso? ¡Si ocurrió solo hace algunos meses!



Entonces, a mi juicio, lo que hoy día aprobamos es bastante tenue. Creo que si no avanzamos firmemente en esta área, tendremos más decepción entre los jóvenes, menos gente participando en democracia. Porque todos se dan cuenta de que quien tiene la manija de la intervención electoral derrota al del lado. Y esto no solo en las elecciones finales, sino también en las primarias, en las elecciones internas del partido y en muchos casos más, como aparece evidentemente en los medios de comunicación hoy en día.



A los que nos ha tocado enfrentar las elecciones con la “cancha de subida”, con toda la Administración Pública en contra, eso nos afecta.



Me referí en una sesión anterior a las declaraciones de un Senador de la Concertación que planteaba que ahora entendía a los candidatos de la UDI y de Renovación Nacional porque a él le había tocado competir internamente con un Senador oficialista para el cual trabajaban todos los funcionarios públicos.



Entonces, señor Presidente, yo no sé si este es un debate entre sordos, pues veo que hay algunos Honorables colegas que parecen desconocer -o les conviene- la intervención electoral. Y esta es el principal cáncer de la democracia chilena.



Ahora, nadie ha mencionado aquí que la intervención electoral es un incentivo perverso que termina dañando igualmente a los más débiles. Porque cuando se trata de repartir la ayuda que el Estado destina a la gente más modesta, esta no llega a la población a la cual va dirigida, sino al que pertenece al partido, al que colabora en la campaña, al que tiene algún nexo con el candidato de que se trate. O los funcionarios públicos, los jefes de servicio, los subsecretarios, los intendentes, los gobernadores, quienes, de acuerdo con la Constitución y la ley, están en esos cargos para ir en ayuda de las personas, para resolver los problemas de los más necesitados, se hallan abocados a la campaña tal o cual y no a realizar el esfuerzo que la Carta Fundamental y la ley les ordena.



Por lo tanto, la intervención electoral no solo afecta a la democracia, a aquellos que hemos tenido que jugar en la cancha de abajo para arriba, o “contra el viento” -como dicen algunos-, no solo afecta a los independientes -el señor Presidente lo sabe muy bien-, sino también al servicio público y al destino de los esfuerzos del Estado. Porque estos nunca llegan al que realmente más los necesita, sino al que es del partido, al que hace campaña, al que pone el letrero o al que le pinta al candidato que reparte los recursos. ¡Digámoslo con claridad!



Acá se dice también que incorporando la norma dentro de la Carta Fundamental nos vamos a llenar de acusaciones constitucionales.



Señor Presidente, creo que la solución es muy fácil. No habrá ninguna acusación constitucional, ninguna denuncia, si termina el escándalo de la intervención electoral. Así de simple.



Si los funcionarios públicos se dedican a cumplir su labor, lo que les mandan la Constitución y las leyes, no habrá acusaciones constitucionales.



Señor Presidente, creo que este proyecto es modesto, y que realmente se nota el doble estándar de algunos cuando el proceso de transparentar los afecta.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aquí se están debatiendo dos puntos que corren en paralelo: si la norma que nos ocupa debería tener o no rango constitucional y lo relativo a la intervención electoral a partir de la publicidad.



En el curso de la discusión se ha señalado que no es necesario que esta disposición se radique en la Carta Fundamental porque se halla consagrada en la ley desde hace alrededor de dos años.



Sobre lo anterior, deseo plantear la siguiente reflexión. 



Si la norma ha estado en vigencia durante ese tiempo, me queda claro que prácticamente no se ha aplicado. Porque, en materia de publicidad, sobre todo en Regiones, quien paga aparece en los medios de comunicación.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ORPIS.- Se trata de entidades modestas, que muchas veces obtienen ingresos importantes con motivo de los procesos electorales.



Y, en cualquier lugar del país, ¿de dónde se obtiene la mayor cantidad de recursos? De las intendencias, las gobernaciones, las municipalidades, los servicios públicos. Y, por lo tanto, uno advierte que los gastos en publicidad, especialmente en las etapas electorales, se disparan a cantidades bastante significativas.



Señor Presidente, el único sentido que le encuentro a que esta disposición tenga rango constitucional radica, al final, en la importancia de reafirmar el principio que la sustenta. Porque ha quedado claro que la ley no ha surtido ningún efecto.



En definitiva, no sé dónde está el organismo contralor aquí, para efectos de frenar, sobre todo en tiempos de elecciones, la propaganda que se realiza a través de los distintos servicios públicos y -no hay que descartarlo- por parte de todos los sectores en las municipales. 



Pero -como señalé anteriormente- a partir de mi experiencia en Regiones no tengo duda de que quien paga sale en los medios de comunicación, y eso es muy determinante en el ámbito regional. Y -a propósito de la reflexión que planteó el Senador señor Prokurica- creo que esa es una de las intervenciones electorales más eficaces que existen, porque en comunidades locales pequeñas las radios, por ejemplo, son demasiado influyentes en el universo electoral. 



Señor Presidente, lo que me hace fuerza para elevar este precepto a rango constitucional -como señalé- es la necesidad de reafirmar el principio consagrado en la ley vigente; pero después necesitaremos establecer una norma derivada, que ojalá quede en ambas partes, a fin de que aquella se cumpla efectivamente, porque se está produciendo una distorsión demasiado importante en términos electorales.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, si el objetivo grueso es evitar el intervencionismo a través del proselitismo o, en especial, del uso de medios fiscales  para influir en una elección y burlar el mandato popular, la verdad es que la Constitución no solo debería reflejar lo concerniente a las entidades públicas. Es decir, la norma no tendría que referirse únicamente a “Los ministerios, las intendencias, las gobernaciones, los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado”, sino que también debería garantizar que no existiera ningún tipo de intervención, ni del sector público ni del sector privado. 



Porque, a vía de ejemplo, ENDESA o la minera Los Pelambres o HidroAysén ¿no hacen intervencionismo cuando, en las elecciones, donan jugosas sumas de dinero a quienes están a favor de sus proyectos, de manera abierta y brutal? Aquellos que no los apoyan no tienen empleo, ni consiguen vender servicios o insumos.



En definitiva, el intervencionismo electoral puede ser público o privado.



Por eso, voy a votar en contra de la norma en discusión porque la considero muy sesgada. Ella habla solo del Estado, pero también existe un abierto, conocido, público intervencionismo del sector privado.



En seguida, si quisiéramos abundar en la idea de evitar el intervencionismo público y privado, deberíamos rebajar, por cierto, los gastos reservados del Estado, que muchas veces han sido denunciados como financiamiento indirecto de las campañas de quienes se encuentran transitoriamente en el Gobierno; pero también habría que terminar con las donaciones secretas.



Parece absurdo que estemos apelando a la transparencia del sistema, estudiando las posibilidades de incidir en los procesos eleccionarios y, al mismo tiempo, mantengamos una ley electoral que contiene gastos secretos -¡ni la Corte Suprema puede determinar quién donó!-, reservados -mediante un proceso se sabe quiénes aportan- y públicos. 



En tal sentido, existe claramente una insuficiencia total. Si de verdad queremos evitar que se produzca intervencionismo desde lo público, desde el Estado, o desde lo privado a fin de dejar que el electorado decida sin ningún tipo de interferencias, deberíamos incorporar a este último sector en el inciso en discusión. Porque su intervención también es grave. Y en muchos casos las empresas tienen más poder que los órganos del Estado. Por ejemplo, las municipalidades “pichiruches”, pequeñitas, ¿qué poder tienen? En Regiones hay servicios públicos -hablo de casos muy particulares- sin mayores recursos. Son las empresas, y sobre todo las privadas, las que poseen una capacidad de incidencia brutal. 



Lo digo porque en mi Región hay industria pesquera y forestal. Y, por cierto, hacen sentir su peso. Hoy día cumplen con la ley: entregan donaciones secretas. Yo pregunto: ¿de qué independencia, autonomía, dispone alguien que recibe una donación de una empresa, con la garantía de que es secreta, al momento de votar por los intereses de los ciudadanos que dice defender? Yo diría que muy poca.



Voy a votar en contra del inciso, señor Presidente, primero, porque creo que es sesgado. Estoy por el no intervencionismo tanto del sector privado como del sector público. El de este último es más grave porque se realiza con dinero de todos los chilenos. Pero también las empresas privadas hacen uso de subsidios, de garantías, de descuentos tributarios y, en definitiva, intervienen. 



Y ello también es práctica habitual de muchos centros de estudios superiores, que reciben jugosas donaciones del Estado. La Universidad del Desarrollo, por ejemplo. O la Universidad de Los Andes, que recibe 5 mil 700 millones de pesos, el 50 por ciento descontado de impuestos. Y basta conocer los artículos que escriben los académicos de dichos planteles de enseñanza, en todo momento, no solo con motivo de elecciones parlamentarias o presidenciales, para saber claramente de qué lado están. 



¿Y quién los financia? Las donaciones del Estado, porque descuentan el 50 por ciento de los impuestos, y se llevan 5 mil 700 millones de pesos, la Universidad de Los Andes, y 5 mil 400 millones de pesos la del Desarrollo. ¿Y cuánto percibe la Universidad del Biobío, en la cual imparto clases desde hace cuatro años? Un millón 800 mil pesos, modestamente. Y con eso intentan salvar la equidad.



En suma, señor Presidente, voy a votar en contra, primero, porque creo que efectivamente el rango constitucional es excesivo; y, en seguida, porque creo que la norma es sesgada. Como he dicho, estoy a favor de limitar tanto el intervencionismo del Estado como el del sector privado, ya que ambos son brutales y deben estar regulados, pues cuando actúan, traicionan la voluntad ciudadana.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor NOVOA (Presidente).- No hay más Senadores inscritos en la primera discusión.


El señor PIZARRO.- Votemos, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- No es posible, Su Señoría. Se pidió segunda discusión respecto del inciso cuarto del artículo 8° y de las dos normas que quedan por tratar.



--Quedan para segunda discusión.
AUTORIZACIÓN AL FISCO PARA COMPRAR Y VENDER PROPIEDADES PARTICULARES AFECTADAS POR SITUACIONES DE CATÁSTROFE
El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe, con informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y urgencia calificada de “simple”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6010-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 17ª, en 13 de mayo de 2009.


Informe de Comisión:


M. Ambiente y B. Nacionales, sesión 24ª, en 9 de junio de 2009.
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es facultar al Fisco para comprar inmuebles urbanos de propiedad de particulares ubicados en la comuna de Chaitén (hayan o no resultado afectados por la erupción del volcán Chaitén o por sus secuelas) e inmuebles rurales de propiedad de particulares en las comunas de Chaitén y Futaleufú.



La Comisión discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Allamand, Horvath y Longueira). El texto aprobado se puede consultar en la parte pertinente del primer informe.



Corresponde destacar que la Comisión, además de contar con la participación de las señoras Ministras de Vivienda y Urbanismo y de Bienes Nacionales, recibió en audiencia a la ex Delegada Presidencial en Chaitén; al Jefe del Programa de Riesgo Volcánico del Servicio Nacional de Geología y Minería; a los alcaldes de Chaitén y Futaleufú; a un profesor geólogo vulcanólogo, a un geofísico y a dirigentes de las agrupaciones que representan a las familias afectadas.



La iniciativa, durante la discusión particular, deberá ser analizada también por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, cabe recordar que los artículos 1º y 11 revisten el carácter de normas de quórum calificado, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 20 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- Hago presente a la Sala que se ha solicitado segunda discusión de la iniciativa, razón por la cual no podrá ser votada hoy. En todo caso, me parece importante realizar la primera.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no deseo referirme al proyecto en debate, sino a un problema que está ocurriendo con mucha frecuencia.



La Mesa extendió la duración del Orden del Día en una hora más…

El señor NOVOA (Presidente).- No fue la Mesa, sino los Comités, por acuerdo unánime.

El señor LONGUEIRA.- Así es. Pero quiero pedir que se revise tal resolución.



Me parece que esa buena decisión se ha convertido en un búmeran, por cuanto estamos usando muchos resquicios legislativos ante la falta de quórum por la ausencia de Senadores en la Sala, y, finalmente, se va a convertir en un instrumento de desprestigio.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).-  Así es.

El señor LONGUEIRA.- Los proyectos se deben votar con los Senadores que se hallen presentes, aunque se pierdan. No me parece conveniente utilizar instrumentos legislativos con el propósito de sortear las votaciones porque algunos no están.



Por lo tanto, solicito que se revise el acuerdo en comento. Porque muchas veces nos encontramos en la Sala para discutir y votar los proyectos cuando corresponde hacerlo y, finalmente, estos se resuelven en sesiones distintas a las fijadas, por la ausencia del resto de los Senadores.



Al final, lamentablemente, esas buenas decisiones que apuntan a un correcto trabajo legislativo se convierten con el tiempo en un factor que contribuye a desprestigiar la política.

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, sería muy conveniente que ese asunto fuera planteado en la próxima reunión de Comités.



Debo señalar que siempre se han formulado peticiones de segunda discusión o de aplazamiento de la votación, con independencia de que el Orden del Día dure dos o tres horas.



Así que, desgraciadamente,…

El señor LONGUEIRA.- ¡Pero antes de la primera discusión ya se pide la segunda!

El señor NOVOA (Presidente).- Fue pedida por un Senador de la Región sobre la cual incide el proyecto, quien en este momento se encuentra en una Comisión autorizada para sesionar paralelamente con la Sala.



En todo caso, Su Señoría, debo dejar consignado que no hay un problema de quórum.



En la primera discusión, ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--El proyecto queda para segunda discusión.


ESTABLECIMIENTO DE GUARDIA NO ARMADA EN CENTROS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD ADMINISTRADOS POR SENAME

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5458-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 23ª, en 3 de junio de 2009.


Discusión:



Sesión 24ª, en 9 de junio de 2009 (queda pendiente su discusión general).
El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es posibilitar la existencia, al interior de los centros de privación de libertad administrados por el Servicio Nacional de Menores, de una guardia no armada a cargo de Gendarmería de Chile, para mantener la seguridad y el orden en dichos recintos.



En sesión de ayer, martes 9 de junio, se inició la discusión general del proyecto y quedaron inscritos para hacer uso de la palabra, en el orden que se indica, los Senadores señor Espina, señora Alvear y señores Orpis, Letelier, Romero, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Gómez, Navarro, Arancibia y Naranjo.

El señor NOVOA (Presidente).- Solicito el asentimiento del Senado para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Justicia, señor Jorge Frei.

El señor NAVARRO.- Me opongo, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- No hay acuerdo.



Continúa la discusión general del proyecto.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, la iniciativa legal en debate me genera una fuerte contradicción en cuanto a la opinión que sostengo sobre ella y la forma en que la votaré posteriormente.



El proyecto busca con buenos argumentos, especialmente los entregados por los funcionarios del SENAME, que existan gendarmes no armados al interior de los centros de dicha institución, con el objeto de guardar la disciplina y evitar la repetición de situaciones tan dolorosas como las que se han producido al interior de algunos de ellos.



Escapa muchas veces al control de los funcionarios del citado Servicio la posibilidad de que pueda ejercerse una labor de disciplina ante hechos bastante complejos.



Lamento que no pueda asistir a la Sala el Subsecretario de Justicia porque, para tomar mi decisión, yo quería hacerle algunas consultas al Ejecutivo y, al no hallarse presente ni el Ministro de Justicia ni el Subsecretario, me resulta complejo formularlas.



Sin embargo, dejo constancia de que mis inquietudes apuntan fundamentalmente a cuándo se va a presentar la iniciativa sobre modificación del Servicio Nacional de Menores, que permite diferenciar realmente a los jóvenes infractores de ley de los adolescentes y niños cuyos derechos son seriamente vulnerados, quienes, a mi juicio, requieren un tratamiento completamente distinto.



Esa es mi primera consulta. 



Mi segunda interrogante -suponiendo que la tramitación del proyecto antes mencionado demorará algún tiempo en el Congreso Nacional, si es que está listo para ser enviado- apunta a cómo podemos garantizar que, en lugar de gendarmes, exista algún tipo de guardia especial encargada de resguardar la necesaria disciplina que, en numerosas ocasiones, es necesario imponer frente a situaciones de conflicto que se producen en los centros que reciben a jóvenes infractores de ley.



Yo prefiero una guardia especializada.



En el curso de la discusión de la iniciativa se dijo que se iba a preparar a gendarmes para cumplir dicha función. Ello me parece bien. Pero, ¿cuánto tiempo requieren para estar en condiciones de proteger un recinto de características tan distintas a las cárceles de nuestro país?



En síntesis, las preguntas que deseo formularle al Ejecutivo son las siguientes.



En primer lugar, cuándo se presentará el proyecto de ley que reestructura el Servicio Nacional de Menores.



Segundo, qué tipo de rehabilitación se realiza al interior de los centros con el objeto de evitar situaciones tan complejas como las que se han producido. Sé que ha existido un avance extraordinario en muchos recintos, pero en otros no ha ocurrido así. En tal sentido, considero que debiéramos contar con la presencia en la Sala de las autoridades de Hacienda, porque la solución a estos problemas pasa muchas veces por los recursos que requieren los respectivos centros.



En tercer término, me gustaría saber si es posible disponer de guardias especiales civiles. Porque, si me dicen que se debe preparar a los gendarmes, hay que considerar que ello demorará algunos meses. Y, entonces, en vez de eso, ¿por qué no se capacita a funcionarios especializados para realizar esa labor en los recintos de reclusión de menores? De no ser así, naturalmente habrá que buscar una solución transitoria que me gustaría que el Gobierno clarificara.



En consecuencia, mi voto quedará condicionado a la respuesta que obtenga de parte del Ejecutivo a las inquietudes que he planteado.



Y, por último, debo señalar que a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, entre sus tareas, le corresponde realizar un seguimiento de la ley sobre responsabilidad penal adolescente. A este respecto, se constatan dificultades en la misma ley; en su aplicación, y en los centros mismos, los que realmente no se hallan en condiciones de cumplir los objetivos planteados en dicha legislación. El fin que contemplamos en la normativa que rebajó la responsabilidad penal a los catorce años fue precisamente conseguir la rehabilitación de los jóvenes, para que superen la situación en la que se encuentran, que muchas veces los ha hecho delinquir.



Me preocupa -lo conversaba con el Senador señor Orpis- que deban cerrarse centros de rehabilitación para jóvenes, quienes podrían superar su drogadicción, porque a estos no se les está enviando a ese tipo de recintos existentes en el país. Más aún cuando sabemos que 80 por ciento de los delitos que cometen los adolescentes se producen bajo la influencia del alcohol o de las drogas. ¿Cómo es posible que se estén cerrando centros como los de la Fundación La Esperanza -donde participa el Honorable señor Orpis- debido a la no concurrencia de los jóvenes?



Entonces, tenemos que preguntarnos qué podemos hacer con la ley, con los programas de rehabilitación y para resguardar la disciplina necesaria al interior de estos recintos.



Por ello, señor Presidente, la presencia del Ejecutivo en la discusión de la iniciativa me parece clave para responder al menos las inquietudes que he señalado.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, nos encontramos ante la primera modificación a la ley sobre responsabilidad penal adolescente. Y lo que se nos propone son guardias, gendarmes para contener.



El diagnóstico común acerca de dicho cuerpo legal, como lo manifestó la Honorable señora Alvear, indica que exhiben graves problemas tanto la ley como su implementación. ¡Y lo que nos proponen son gendarmes!



Quiero partir mi intervención leyendo el artículo 2º de la mencionada ley, que dice: “En todas las actuaciones judiciales o administrativas relativas a los procedimientos, sanciones y medidas aplicables a los adolescentes infractores de la ley penal, se deberá tener en consideración el interés superior del adolescente”.



Eso se encuentra en la génesis de la normativa, es su propósito. Y nos sugieren gendarmes para arreglar el problema.



Señor Presidente, tenía gran esperanza respecto de la ley sobre responsabilidad penal adolescente. Se trataba del primer cuerpo legal penal con un enfoque rehabilitador. En su texto, dentro de los principios generales, se velaba por el interés superior de los jóvenes, personas de poca edad que se estaban iniciando en el círculo del delito. Se buscaba hacer un esfuerzo como Estado para rehabilitarlos, para sacarlos adelante.



Todos sabemos de las dificultades no solo del SENAME, sino también -quiero profundizar en ello- de los sistemas abiertos. Escuchen los absurdos que voy a plantear.



En los sistemas abiertos, la referida ley contempla dos mecanismos para alcanzar la reinserción social de los adolescentes.



Por una parte, se encuentra la sanción accesoria, contenida en el artículo 7º. Este precepto señala: “El juez estará facultado para establecer, como sanción accesoria a las previstas en el artículo 6º de esta ley y siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol.”.



¿Cómo han interpretado los tribunales el artículo 7º? No lo aplican. Y no lo hacen porque han entendido que la rehabilitación constituye una pena, y al adolescente no se le puede penalizar dos veces. Es decir, la sanción accesoria, que consiste en la rehabilitación, al final se ha transformado en una pena, y no la aplican.



Asimismo, hay una segunda distorsión. La Defensoría es la que defiende a los adolescentes, la que ha de protegerlos. Pero, como los casos terminan licitándose y a los abogados se les paga por caso cerrado, no existe ningún interés en rehabilitar a un joven, en reinsertarlo socialmente, porque los tiempos de una reinserción son muy distintos a los de un caso cerrado, y se les remunera por esto último.



No entiendo cómo -porque no se trata de una obligación legal- la Defensoría no paga por caso reinsertado. ¡Si el artículo 2º establece que se debe velar por el interés superior del adolescente! ¡Cómo no se incorpora como variable los casos reinsertados! Tendría que ser al revés. La Defensoría debería pagar a los abogados -toda vez que se licita externamente- cuando se aplica la sanción accesoria, porque eso va a asegurar la reinserción, y no a la inversa, como ocurre hoy.



Un segundo mecanismo que se establece para tratar de reinsertar a los adolescentes es la libertad asistida. Ello se encuentra consagrado en los artículos 13 y 14. El joven es asignado a un delegado, quien le propone la realización de trabajos en beneficio de la comunidad y, si es adicto, lo deriva a un centro de rehabilitación. Esto tampoco ha resultado, porque no es obligatorio. O sea, si un delegado efectúa una proposición al juez y el adolescente no cumple, ello no tiene absolutamente ninguna consecuencia jurídica. De manera que el incumplimiento de la libertad asistida no conlleva efecto jurídico alguno. Por lo tanto, más allá de las fallas en que puedan incurrir los delegados, estamos ante una falla de la ley.



¿Cuál es el resumen señor Presidente?



Se trabajó años en una ley sobre responsabilidad penal adolescente. Pero ninguno de los dos instrumentos que establece para lograr la reinserción social, es decir, la sanción accesoria y la libertad asistida, han resultado. Y lo paradójico es que lo único que ha tenido éxito: la suspensión condicional del procedimiento, no se halla contemplada en la referida ley, sino en el Código Procesal Penal. Entonces -insisto-, es paradójico que lo único que esté resultando para reinsertar a los adolescentes sea algo que no se encuentra contenido en los cuerpos legales sobre el particular.



Por lo tanto, yo me rebelo cuando llega el proyecto que nos ocupa. Porque, sabiendo que existe un diagnóstico que señala que lo anterior no está funcionando bien ni en el SENAME, ni en el sistema cerrado ni en el abierto, se presenta una iniciativa cuyo único objetivo es colocar gendarmes para la contención. ¿Qué cuesta, con motivo de la discusión de este proyecto, decir en qué está fallando la sanción accesoria? ¡Cómo no vamos a enmendar el artículo 7º! ¿O plantear en qué está fallando la libertad asistida? ¡Cómo no la vamos a modificar, señor Presidente!



Por consiguiente, llamo al Senado a detener la discusión de la iniciativa. Se halla absolutamente determinado lo que está fallando en la ley sobre responsabilidad penal adolescente. Incorporemos esos elementos. Abordemos definitivamente lo relativo a la sanción accesoria y a la libertad asistida.



Reconociendo que lo concerniente a la contención es importante -no desconozco este aspecto puntual que trata el proyecto-, después de constatar todas las fallas estructurales del sistema, no me siento habilitado para aprobar lo propuesto en la iniciativa en análisis. Ello, porque es urgente abordar otros aspectos.



En consecuencia, solicito al Senado que, con motivo de la discusión particular o incluso fruto de un acuerdo de la Sala, se aborden tres o cuatro materias urgentes que se deben reestructurar en la ley sobre de responsabilidad penal adolescente.



Esa es mi petición formal, porque creo que constituye un despropósito el abordar aspectos puntuales, específicos, y no materias trascendentes como la ley mencionada, respecto de la cual se sabe, con mucha certidumbre y exactitud, qué está fallando y cómo se debe modificar.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- El siguiente orador es el Honorable señor Letelier.



Como restan cinco minutos del Orden del Día, consulto a Su Señoría si lo dejamos inscrito para intervenir en primer lugar en la próxima sesión ordinaria.

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.



--Queda pendiente la discusión general del proyecto.
El señor NOVOA (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

El señor PROKURICA.- Anulemos Incidentes, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se dejará sin efecto la hora de Incidentes.



--Así se acuerda.

El señor NOVOA (Presidente).- En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:




Del señor CANTERO:



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, pidiéndole información acerca de AUTORIZACIÓN A EMPRESAS EXTRACTORAS DE ÁRIDOS PARA OPERAR EN TERRENOS FISCALES DE COMUNA DE MEJILLONES; al señor Contralor General de la República,  solicitándole INVESTIGACIÓN EN SEREMI DE BIENES NACIONALES DE SEGUNDA REGIÓN SOBRE AUTORIZACIONES Y PAGOS POR EXPLOTACIÓN DE ÁRIDOS, y a la señora Directora de la CONAMA de la Segunda Región, para que informe acerca de ESTUDIOS DE IMPACTO AMBIENTAL Y AUTORIZACIONES CONCERNIENTES A EMPRESAS EXTRACTORAS DE ÁRIDOS.


Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole información sobre EVENTUALES ILÍCITOS DE PRESIDENTA DE CLUB DEPORTIVO JUAN MOLINA ARRIAGADA, DE SAN FERNANDO (Sexta Región).



Del señor ESPINA:



Al señor Fiscal del Ministerio Público de la Región de La Araucanía, requiriéndole DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES PENALES POR DECESO DE DOÑA IRENE VALLEJOS LUENGO, y al señor Gerente General de BancoEstado, a fin de pedir CAJAS EXCLUSIVAS O ATENCIÓN PREFERENCIAL PARA ADULTOS MAYORES Y PENSIONADOS EN SUCURSAL EN CURACAUTÍN.


Del señor NARANJO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, para que solicite al Comandante en Jefe del Ejército informar sobre EVENTUAL FINANCIAMIENTO DE DEFENSA DE MILITARES INVOLUCRADOS EN VIOLACIONES A DERECHOS HUMANOS, y enviar COPIA DE HOJA DE VIDA MILITAR DE CONSCRIPTO MIGUEL NASH SÁEZ.


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole remitir ACTUALIZACIÓN DE PLAZOS Y TRABAJOS EN RUTA 5 NORTE, TRAMO LLAY LLAY-LA LIGUA, y al señor Alcalde de Limache, para que informe sobre OFRECIMIENTO MUNICIPAL PARA EDIFICACIÓN DE NUEVO RECINTO CARCELARIO DE ALTA SEGURIDAD EN LA COMUNA (ambos de la Quinta Región).

)----------(
El señor NOVOA (Presidente).- Se levanta la sesión.




--Se levantó a las 18:40.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 357

ACTAS APROBADAS 

SESIÓN 22ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE JUNIO DE 2009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurren, asimismo, los señores Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo, y Subsecretario del Interior, don Patricio Rosende.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones decimoctava especial y decimonovena ordinaria, ambas del día 19 de mayo del año en curso, y las de las sesiones vigésima especial y vigésimo primera ordinaria, ambas del día 20 de mayo pasado, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Veintinueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, comunica que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República respecto del proyecto de ley que tipifica los delitos de lesa humanidad, de genocidio y de guerra (Boletín N° 6.406-07).



-- Se toma conocimiento y se manda comunicar al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Con los dieciocho siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1.998 (Boletín N° 2.293-10).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, sobre plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).


3.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08).



5.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).



6.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce perfeccionamientos a la normativa que regula los gobiernos corporativos de las empresas (Boletín N° 5.301-05).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (Boletín N° 5.434-13).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio del Deporte y de la Juventud (Boletín N° 5.697-29).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).


12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



13.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre declaración de ausencia por desaparición forzada de personas (Boletín N° 5.971-17).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe (Boletín N° 6.010-12).



15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén (Boletín N° 6.072-07).



16.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).



17.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo” (Boletín N° 6.260-06).



18.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República (Boletín N° 6.443-07).



Con los seis siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, y aumentar las penas aplicables a este delito (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso (Boletín N° 5.005-06).



3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, relativo a la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas” (Boletín N° 5.500-10).



4.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica ley general de pesca y acuicultura, en materia de acuicultura. (Boletín N° 6.365-21)



6.- Proyecto de ley sobre responsabilidad por daños, ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11)



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, calificándola de “suma” y “simple”, respectivamente, en relación con las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (Boletín N° 6.392-09).



-- Se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos últimos, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-06).


2.- Proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 6.418-07).



-- Quedan retiradas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado a los siguientes asuntos:



1.-Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, resguardando el derecho a la igualdad en las remuneraciones (Boletín Nº 4.356-13).



2.- Proyecto de ley sobre protección al empleo y fomento a la capacitación laboral (Boletín N° 6.506-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.



Con el tercero, informa que ha prestado su aprobación, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, al proyecto de reforma constitucional que faculta al Estado de Chile para reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional (Boletines números 2.912-07 y 3.491-07).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el cuarto, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).


-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Del señor Contralor General de la República, por medio del cual, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 143 de la ley N° 10.336, Orgánica Constitucional de ese organismo, remite un ejemplar de la Cuenta Pública correspondiente al año 2008.



-- Se toma conocimiento.



Diez del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los ocho primeros, remite copia autorizada de igual número de sentencias recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formuladas en contra de los artículos 50 y 137 del decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2006, Ley General de Servicios Eléctricos; 66 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; 171 del Código Sanitario y 1.891 del Código Civil.



-- Se toma conocimiento.



Con el noveno, remite copia autorizada del requerimiento de inconstitucionalidad planteado en contra de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933 y 199 del decreto con fuerza de ley  N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.



Con el décimo, remite copia autorizada de la cuestión de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del artículo 38 de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos del señor Ministro del Interior:



Con el primero, da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a solicitud de los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami, respecto del otorgamiento de pensiones de gracia especiales para familias de brigadistas forestales que fallezcan en cumplimiento de sus funciones.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en cuanto a la posibilidad de calificar a la persona que indica como exonerado político.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el estado en que se encuentra la negociación relativa a la llamada “deuda histórica” de los profesores.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de los plazos de pavimentación de la ruta que une la Villa Cerro Castillo con el Parque Nacional Torres del Paine, XII Región.



Con el segundo, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, referido a la notificación de expropiaciones que afecta a vecinos del sector “Quesería”, comuna de Pelarco, VII Región.



Con el tercero, responde un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, respecto de la posibilidad de construir un puente en el sector la Quinta, comuna de Canela.



Con el cuarto, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre los efectos del cambio climático en la zona sur y la necesidad de proteger las zonas afectadas.



Con el quinto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la posibilidad de incorporar en el presupuesto ministerial del presente año el mejoramiento y mantención de la Ruta X-687, en la comuna de Coyhaique.



Con el sexto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al mejoramiento de la pasarela El Quinto, en la localidad de La Junta, comuna de Cisnes, XI Región.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de la asignación de recursos para los subsidios de varios Comités del Programa de Protección del Patrimonio Familiar en la IX Región.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, por medio del cual informan los principales lineamientos del Programa “Ilumínate con Buena Energía".



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la regularización de títulos de dominio en el sector de Islas Huichas, XI Región.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, relativo a la eventual contaminación del Lago Rapel.



Dos del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, el primero, referente a la realización de estudios que permitan impulsar la diversidad de energías, y el segundo, respecto del comportamiento de las tarifas eléctricas en la XI Región.



Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a diversos problemas que afectan al litoral de la zona austral, particularmente al sector de Islas Huichas.



Del señor Presidente subrogante de la Ilustre Corte de Apelaciones de Antofagasta, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en relación con la negativa de entregar documentos a la Policía de Investigaciones por parte del señor Conservador de Bienes Raíces, Comercio y Archivero Judicial de El Loa.



De la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de un proyecto carbonífero en la Isla Riesco, XII Región.



De la señora Superintendenta de Pensiones, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ominami, relativo a la situación que afecta a los corredores de rentas vitalicias del país.



De la señora Directora Regional subrogante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la II Región, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, relativo a los estudios de impacto ambiental entregados por las empresas extractoras de áridos en esa Región.



Del señor Director Nacional de Vialidad, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto del uso de combustible por vehículos de la oficina de esa repartición en la IX Región.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.005-06).



De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora un sistema de identificación electrónica en ganado bovino y camélidos (Boletín Nº 2.249-01).



De la Comisión de Minería y Energía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.766-08)



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Girardi, Ávila, Gómez, Horvath y Navarro, con la que inician un proyecto de ley que sanciona la conducta de botar basura en lugares no autorizados (Boletín N° 6.538-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel, en la I, II y XV Regiones (Boletín N° 6.540-03).



-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Navarro, para ausentarse del país a contar del día 31 de mayo del año en curso.



-- Se otorga el permiso solicitado.
_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de las siguientes iniciativas legales:


a. Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite constitucional, sobre fecha de elecciones presidenciales (Boletín N° 4.592-07), hasta las 12 horas del día 15 de junio en curso.


b. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23), hasta las 18 horas del día de hoy, martes 2 de junio.


c. Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Superintendencia de Obras Públicas (Boletín N° 6.366-09), hasta las 18 horas del día de hoy, martes 2 del actual.


d. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre importación de mercancías al país (Boletín N° 5.343-01), hasta las 18 horas del día 9 de junio en curso, las que se deberán presentar directamente en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.


e. Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén (Boletín N° 6.072-07), hasta las 12 horas del día 8 de junio del año en curso.


2) Precisar que el trámite en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que se ha determinado en relación con el proyecto de acuerdo aprobatorio del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (Boletín Nº 2.293-10), tiene por objeto que dicha Comisión informe acerca del estado de tramitación de la iniciativa.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Vásquez, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala a fin de que el plazo acordado por los Comités para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23), sea, en definitiva, hasta las 12 horas del día lunes 15 del mes en curso.

Así se acuerda.

- - -


A continuación, el señor Presidente da la bienvenida a la Honorable Senadora señora Alvear, quien se reincorpora a las sesiones de la Corporación luego de su ausencia por motivos de salud.

- - -


Finalmente, el señor Presidente, de acuerdo al Reglamento, anuncia para la tabla de Fácil Despacho de la sesión del día de mañana, el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y el informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite

constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso (Boletín N° 5.005-06).
_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de reforma constitucional, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica transitoriamente la fecha de elección de Presidente de la República, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que modifica la fecha de la elección de Presidente de la República, iniciativa que tiene el Boletín N° 6.443-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que su objetivo es modificar la Carta Fundamental para establecer que las elecciones presidenciales se lleven a efecto siempre en un día domingo, de tal forma que la próxima elección presidencial y parlamentaria debería efectuarse, tanto en primera como en una eventual segunda vuelta, el día domingo 13 de diciembre de 2009 y 10 de enero de 2010, respectivamente.



Precisa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió este proyecto, tanto en general cuanto en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y le dio aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina y Gómez, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



En su informe, la Comisión deja testimonio de que la modificación propuesta es perfectamente compatible con el proyecto de reforma constitucional de los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, correspondiente al Boletín N° 4.592-07, respecto del cual la Sala del Senado acordó abrir plazo para presentar indicaciones. En tal sentido, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó dejar constancia de que su votación se funda en el hecho de encontrarse pendiente el despacho de tal iniciativa, que también fija las elecciones en día domingo, pero que adelanta la fecha de la segunda vuelta de la elección presidencial, todo lo cual resulta plenamente compatible y complementario con la reforma en análisis.



También se acordó dejar expresa constancia de que la aprobación de esta enmienda hará necesario modificar las disposiciones legales que consideran la época que la actual norma constitucional fija para las elecciones, como ocurre, por ejemplo, con el artículo 174 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, por lo que, teniendo presente que las leyes deben adecuarse a las normas constitucionales, acordó, asimismo, dejar constancia de que la Comisión presentará la iniciativa pertinente al publicarse esta reforma y que el Ejecutivo asume el compromiso de hacer efectiva la urgencia necesaria para su despacho.



Por último, el señor Secretario General destaca que la reforma constitucional en discusión requiere del voto conforme de las 3/5 partes de los Senadores en ejercicio.
- - -



En discusión el proyecto de reforma constitucional, en general y en particular, a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Espina y Sabag.



En su intervención, el Honorable Senador señor Espina hace expresa prevención de que su apoyo a esta iniciativa legal no implica renunciar a lo que representa su mayor interés en esta materia, a saber, que se adelante la fecha de la elección presidencial, según lo propuesto en el aludido proyecto de reforma constitucional de los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, correspondiente al Boletín N° 4.592-07.

- - -


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto de reforma constitucional, en general y en particular, a la vez, con el texto que más adelante se transcribe, es aprobado por 31 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de reforma constitucional despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Constitución Política de la República:


a) Agrégase en el final del inciso primero del artículo 26, sustituyendo el punto aparte (.) por una coma (,) lo siguiente:


“si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.

b) Sustitúyese el inciso tercero del artículo 27, por el siguiente:


“El Congreso Pleno, reunido en sesión pública el día en que deba cesar en su cargo el Presidente en funciones y con los miembros que asistan, tomará conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador de Elecciones proclama al Presidente electo.”.


c) Intercálase en el inciso segundo del artículo 28, a continuación del punto seguido (.) que sigue a las expresiones “Ley de Elecciones”, lo siguiente:


“La elección deberá efectuarse en un día domingo.”.


d) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 29, a continuación de la expresión “convocatoria”, sustituyendo el punto seguido (.) por una coma (,), lo siguiente:


“si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente.”.”.
_______________
Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que moderniza el Servicio Electoral, con informe de la Comisión de Gobierno, 

Descentralización y Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modernización del Servicio Electoral, iniciativa que tiene el Boletín N° 6.139-06. El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “simple”.


Su objetivo principal es reestructurar las plantas de dicho Servicio, adecuándolas a sus nuevas funciones, en especial las que dicen relación con el control y fiscalización del gasto electoral.


Añade que, asimismo, se otorga un bono especial, por una sola vez, al personal de planta y a contrata de esta entidad, cuyo monto ascenderá a 200 mil y 100 mil pesos, según sea la remuneración recibida.


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis y Sabag, formulando una prevención respecto a la calificación de los preceptos que conforman esta iniciativa, cual es la de que revisten el carácter de orgánicas constitucionales las normas contenidas en los artículos 1° y 2° y en el inciso primero del artículo 4°.


Destaca que la Sala, en sesión del 19 de mayo recién pasado, acordó enviar el proyecto en consulta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y esta instancia, en su informe, delimitó la discusión sólo a lo atinente al quórum de aprobación del proyecto y a la relación de éste con la posibilidad de otorgar facultades delegadas al Presidente de la República para establecer la planta del Servicio Electoral, teniendo en consideración lo que dispone el artículo 64 de nuestra Carta Fundamental.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto, resolvió que las normas que tengan incidencia en la planta del personal del Servicio Electoral tienen el carácter de ley orgánica constitucional.


Finalmente, el señor Secretario General expresa que si este proyecto fuera aprobado en general, durante la discusión en particular deberá ser conocido, también, por la Comisión de Hacienda.

- - -


El señor Presidente subraya que la circunstancia de que lo relativo a la planta de personal deba ser aprobado con quórum de ley orgánica constitucional impide la delegación de facultades en el Presidente de la República, prevista en el artículo 1°, por lo que el Ejecutivo se comprometió a presentar una indicación de forma tal que la planta quede contenida en la ley en proyecto.

- - -


Acto seguido, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a la misma del señor Subsecretario del Interior.



Así se acuerda.
- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Núñez y Sabag.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 29 votos a favor y una abstención, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Se abstiene el Honorable Senador señor Kuschel.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12:00 horas del día lunes 8 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de 180 días, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio del Interior, que también deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, la planta de personal del Servicio Electoral de conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y dicte las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de ella. En el cumplimiento de tal cometido podrá, en especial, determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dicha planta; el número de cargos para cada grado; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882, y en el artículo 8° del referido Estatuto Administrativo; las fechas de vigencia de la planta y del encasillamiento del personal; así como la determinación  de la dotación máxima de aquélla.


Los grados iniciales y superiores de las plantas que se fijen serán los siguientes, respectivamente:



Plantas de Directivos: Grados 1 C y 10°



Plantas de Profesionales: Grados 4° y 12°



Plantas de Técnicos: Grados  9° y 15°



Plantas de Administrativos: Grados 10° y 18°



Planta de Auxiliares: Grados 19° y 22° 



Artículo 2°.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 15 de la ley N° 18.834, los funcionarios titulares de planta del Servicio Electoral pertenecientes a los escalafones establecidos en el decreto con fuerza de ley N° 90, de 1977, del Ministerio de Hacienda, que contempla el artículo 1° de la ley N° 18.583, que fija la planta de dicho Servicio, conformarán escalafones de mérito para ser encasillados en una de las cinco plantas de personal a que se refiere el artículo 5° de la ley sobre Estatuto Administrativo, de la manera que se indica a continuación:


a) Los pertenecientes a los escalafones de “Jefe Superiores de Servicio”; de “Directivos Superiores”; de “Directivos” y de “Jefaturas A”, conformarán un solo escalafón de mérito para ser encasillados en la planta de “Directivos”.



b) Los pertenecientes a los escalafones de “Profesionales” y de “Procesamiento de Datos”, que tengan título profesional, conformarán un solo escalafón de mérito para ser encasillados en la planta de “Profesionales”.



c) Los pertenecientes a los escalafones de “Contadores” y de “Procesamiento de Datos” que tengan título de Técnico Nivel Superior o de Técnico Nivel Medio, conformarán un solo escalafón de mérito para ser encasillados en la planta de “Técnicos”.



d) Aquellos pertenecientes a los escalafones de “Jefaturas B”; de “Secretarias Ejecutivas”; de “Oficiales Administrativos”, y de “Procesamiento de Datos”, que no se encuentren contemplados en las situaciones anteriores, conformarán un solo escalafón de mérito para ser encasillados en la planta de “Administrativos”.



e) Los que pertenezcan a los escalafones de “Mayordomos”; de “Chóferes” y de “Auxiliares” conformarán un solo escalafón de mérito para ser encasillados en la planta de “Auxiliares”.



Respecto del personal a contrata, se aplicará el mismo procedimiento señalado en las letras anteriores.



Los requisitos generales y específicos que se establezcan en el ejercicio de la facultad a que se refiere el inciso primero del artículo anterior no serán exigibles, para efectos del encasillamiento, a los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del respectivo decreto con fuerza de ley.



A los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del respetivo decreto con fuerza de ley y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en el correspondiente decreto con fuerza de ley.



Artículo 3°.- El encasillamiento del personal se efectuará dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación del decreto con fuerza de ley que fije la nueva planta de dicha institución, respecto de los funcionarios titulares de planta y a contrata en servicio a la fecha de publicación de aquél. Dicho encasillamiento se regirá por las normas del artículo 15 de la ley N° 18.834, quedando sujeto a las siguientes condiciones:



- No podrá tener como consecuencia, ni ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.



- No podrá significar disminución de remuneraciones respecto del personal titular de un cargo de planta que sea encasillado, ni modificación de los derechos previsionales. 



- Respecto del personal que, al momento del encasillamiento, sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que será absorbida por los futuros mejoramientos de remuneraciones, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla será imponible en los mismos términos que las remuneraciones que compensa.



- Los cambios de grado que se produjeren por efecto del encasillamiento no serán considerados promoción y los funcionarios conservarán, en consecuencia, el número de bienios que estuvieren percibiendo, como asimismo el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.


Artículo 4°.- Los cargos de Jefes de Subdepartamento grado 4°, pertenecientes a la planta de Directivos, a que se refiere la letra a) del inciso primero del artículo 2°, que desempeñen funciones en las áreas de Administración, de Desarrollo de Sistemas y de Sistemas y Explotación que queden vacantes por cualquier causa se transformarán, por el solo ministerio de la ley, en cargos de profesionales grado 4°.


El Director Nacional del Servicio, mediante resolución exenta, individualizará a los funcionarios titulares de los cargos señalados en el inciso anterior dentro de los 30 días siguientes de finalizado el  proceso de encasillamiento a que se refiere el artículo 3°.



Artículo 5°.- Los funcionarios titulares de planta que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos que sean calificados como de alta dirección pública en la nueva planta que se fije en virtud de lo dispuesto en el artículo 1°, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.



Artículo 6°.- Publicado que sea en el Diario Oficial el decreto con fuerza de ley que fije la nueva planta de personal del Servicio Electoral podrá, por medio de un decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, modificarse la glosa 02, letra e) del Programa 01 del presupuesto vigente del Servicio Electoral.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Otórgase un bono especial, por una sola vez, al personal de planta y a contrata del Servicio Electoral que esté en servicio en el mes de noviembre de 2008 y a la fecha del pago de aquél. Este bono no será imponible ni tributable y se pagará en una sola cuota, en el mes siguiente al de publicación de la presente ley.



El monto será de $ 200.000 (doscientos mil pesos) para todos los funcionarios cuyas remuneraciones líquidas en el mes de noviembre de 2008 sean iguales o inferiores a $ 435.000 (cuatrocientos treinta y cinco mil pesos), y de $ 100.000 (cien mil pesos) para aquéllos cuyas remuneraciones líquidas, en el mismo mes, superen el monto arriba especificado y no excedan de $ 2.200.000 (dos millones doscientos mil pesos).



Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de aquéllas de carácter permanente correspondientes al señalado mes, con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.



Artículo segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Servicio Electoral. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá incrementar dicho presupuesto en aquella parte que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente 

peligrosos, con informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos, que tiene el Boletín N° 6.499-11. El Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “simple”.


Su objetivo principal es hacerse cargo de los aspectos vinculados con la responsabilidad jurídica generada por actos de animales de tales características.


Destaca que la Comisión de Salud deja testimonio, en su primer informe, que también adhirió a la moción el Honorable Senador señor Arancibia.


Asimismo, da cuenta de que discutió el proyecto sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide.


Por último, el señor Secretario General subraya que el artículo 3º tiene el carácter de norma orgánica constitucional.
- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Espina, Girardi, Horvath, Vásquez, Escalona, Letelier, Sabag, Allamand y Gómez.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Espina propone, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 131, N° 7, del Reglamento del Senado, que la iniciativa vuelva a la Comisión de Salud para un nuevo primer informe en el que sea discutida en general y en particular, a fin de que puedan incorporarse algunas enmiendas que aseguren el cumplimiento de los objetivos perseguidos.



Cerrado el debate, el señor Presidente consulta la opinión de la Sala respecto de la solicitud formulada por el Honorable Senador señor Espina, a la que adhieren diversos señores Senadores, propuesta que es aprobada por 22 votos a favor, 4 en contra y una abstención.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Naranjo, Ominami y Ruiz-Esquide.



Se abstiene el Honorable Senador señor Girardi.



En consecuencia, el proyecto vuelve a la Comisión de Salud para que sea discutido en general y en particular, en un nuevo primer informe.
_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, García y Horvath y del ex Senador señor Lavandero, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de consignar el significado en español de los nombres de origen de accidentes geográficos, ciudades, poblados y bienes nacionales de uso público, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, García y Horvath y del ex Senador señor Lavandero, en primer trámite constitucional, que establece la obligación de consignar el significado en español de los nombres de origen de accidentes geográficos, ciudades, poblados y bienes nacionales de uso público, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. Añade que tiene el Boletín N° 3.302-04.



Precisa que la Comisión discutió el proyecto solamente en general, no obstante ser de artículo único, por estimar que su texto debía ser objeto de un mayor análisis, y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Letelier, Núñez y Ruiz-Esquide.



Hace presente que la iniciativa requiere para su aprobación el quórum de ley orgánica constitucional.


Finalmente, destaca que la Secretaría estima que en la discusión en particular debe revisarse la remisión al idioma español para cambiarla por una referida al castellano.

- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Vásquez, Gazmuri, Núñez, Muñoz Barra, Letelier y Kuschel.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 25 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.


Fundamenta su voto el Honorable Senador señor Larraín.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12:00 horas del día jueves 18 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Cuando los nombres o denominaciones de accidentes geográficos del territorio nacional, ciudades, poblados o bienes nacionales de uso público correspondan a expresiones de un idioma de los indígenas señalados en el artículo 1° de la ley N° 19.253, en toda señal oficial que indique el nombre o denominación respectiva deberá consignarse, también, su significado en idioma español.



La contravención a lo dispuesto en el inciso precedente será sancionada con multa de una a diez unidades tributarias mensuales.



Conocerá de las contravenciones a lo dispuesto en esta ley, el juez de policía local correspondiente al lugar en que se encuentre la señal respectiva.



Artículo transitorio.- La presente ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.
________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece un nuevo plazo para regularizar construcciones en inmuebles en los que funcionen jardines infantiles, con informe de 

la Comisión de Vivienda y Urbanismo


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo plazo para regularizar construcciones en inmuebles en los que funcionen jardines infantiles, que tiene el Boletín N° 6.424-14.



Su finalidad principal es otorgar un nuevo plazo, a contar del 1° de mayo del año en curso, para regularizar las edificaciones o ampliaciones realizadas en inmuebles donde funcionan jardines infantiles, efectuadas con permiso de edificación o sin él y que no cuenten con recepción definitiva.


La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por constar de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag, en los mismos términos en que en su oportunidad lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión en general y en particular el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Orpis, Muñoz Barra y Naranjo.



Cerrado el debate y sometida a votación en general y en particular, a la vez, la iniciativa es aprobada por 21 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.103:


1) Reemplázase la frase “31 de diciembre de 2005”, por la siguiente “31 de diciembre de 2008”.


2) Sustitúyese las palabras “la publicación de esta ley”, por las siguientes “el 1 de mayo de 2009”.”.
- - - 



A continuación, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Escalona, Letelier, Muñoz Aburto y Naranjo, relativo a las subvenciones que benefician a las personas que 

sufren de autismo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Escalona, Letelier, Muñoz Aburto y Naranjo, correspondiente al Boletín Nº S 1.172-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1.- Que el autismo, al ser un desorden del desarrollo del cerebro que deteriora la comunicación e interacción social causando un comportamiento restringido y repetitivo, puede clasificarse de diversas formas, como un desorden en el desarrollo neurológico o un desorden en el aparato psíquico;

2.- Que las personas con autismo clásico muestran distintos tipos de síntomas, tales como interacción social limitada y problemas con la comunicación verbal y no verbal. Las características del autismo por lo general aparecen durante los primeros tres años de la niñez y continúan a lo largo de toda la vida;

3.- Que dadas las características de esta enfermedad, existen muy pocas personas con autismo que tengan las capacidades suficientes para vivir con un grado importante de autonomía y la mayoría requiere de gran ayuda durante toda la vida y de apoyo permanente para su desarrollo y aprendizaje;

4.- Que en nuestro país, al no existir cifras exactas de cuántas personas hay con autismo, sólo se puede tener una apreciación. Frente a estudios epidemiológicos derivados de otros países, como el Centro para el Control de Enfermedades (Center Desease Control) de los Estados Unidos de Norteamérica, citado en Mangui (2006), en donde la prevalencia se da en 1 caso por cada 1.000 niños. Por ende, puede aproximarse a una cifra de alrededor de tres mil las personas con dicha condición en nuestro país;

5.- Que a nivel familiar la situación de estas personas es muy compleja, ya que una condición como el autismo afecta a su grupo familiar en todas las dimensiones, ya que como los niños y jóvenes deben ser apoyados por miembros de su familia, muchas veces suele verse afectada por una serie de situaciones emocionales, sociales y económicas que ameritan intervenciones específicas, pertinentes y oportunas;

6.- Que los centros educacionales diferenciales existentes a lo largo del país realizan una labor indispensable en el ciclo vital de estas personas, ya sea en su educación, como en su inclusión social y manutención permanente, otorgando la seguridad de ser los lugares más acordes para el desarrollo permanente en el tiempo de las personas con autismo;

7.- Que es deber del Estado resguardar y promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación; estar al servicio de la persona humana y velar por el derecho a la integridad física y psíquica de todos, por lo que debe hacerse cargo de la situación compleja en que queda la mayoría de las personas autistas después de terminada su educación formal, dada su extrema vulnerabilidad social;

8.- Que el Ministerio de Educación, en cumplimiento de la ley N° 19.284, de integración social de las personas con discapacidad, debe cautelar los derechos de las personas con discapacidad a una educación de calidad en todos los niveles que abarca el sistema educacional y velar por la integridad de sus educandos;

9.- Que la ley limita el beneficio de la subvención correspondiente a este grupo de educandos al cumplimiento de su educación formal y según rango etario (24 años de edad o hasta 2 años prorrogables en casos excepcionales), y

10.- Que dado el desafío planteado por Su Excelencia la Presidenta de la República, en cuanto a potenciar el desarrollo igualitario de oportunidades para las personas con discapacidad, se debe otorgar la posibilidad de permanencia constante e ilimitada en los recintos educacionales diferenciales, para resguardar la integridad y dignidad de estas personas.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, disponer que las subvenciones correspondientes a los educandos con graves alteraciones en la capacidad de relación y comunicación, que afectan su adaptación social, comportamiento y desarrollo individual, y que son atendidos en escuelas especiales (conforme a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 20.201), sean permanentes durante toda la vida del beneficiario.”.
_____________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Muñoz Barra y Ominami, sobre 

subsidios a proyectos de electrificación rural


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Bianchi, Cantero, Muñoz Barra y Ominami, correspondiente al Boletín Nº S 1.176-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 21 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que según el Censo 2002 existen 539.714 viviendas rurales ocupadas, de las cuales 462.596 (86%) disponen de suministro eléctrico y 77.118 (14%) no cuentan con suministro eléctrico adecuado. Dichas cifras demostraban que 440.391 viviendas rurales ocupadas estaban conectadas a la red eléctrica y 19.892 estaban conectadas a generadores propios o sistemas comunitarios, en tanto que 2.313 disponían de placa solar;

2. Que de acuerdo a los índices censales la cobertura de electrificación rural ha ido desde 15% en 1952, 34% en 1982, 86% el 2002, 90% el 2005, 92% el 2006, hasta llegar, el año 2007, a un índice de cobertura rural de 93%, es decir, las viviendas rurales sin energía alcanzaban a 39.517;

3. Que el total anual promedio de recursos utilizados en el Programa de Electrificación Rural ER fue de alrededor de $9,6 mil millones el año 2005, principalmente del FNDR-ER y, en segundo lugar, del FNDR de libre disposición, sin incluir las inversiones de empresas y usuarios cuyos aportes se desconocen. En moneda de 2005, se invirtieron en el PER $11,1 mil millones el 2001; $8,1 mil millones el 2002; $11,4 mil millones el 2003 y $7,9 mil millones el 2004;

4. Que el monto del subsidio PER por usuario es de una magnitud mediana, al compararlo con otros subsidios estatales con motivación social o de fomento productivo. Su monto anual por beneficiario es inferior al de INDAP y al de las pensiones asistenciales, pero es superior al del Programa de Asistencia y Modernización de la Minería Artesanal y al de Fomento de la Minería de ENAMI;

5. Que el monto del subsidio PER muestra grandes diferencias entre las Regiones, oscilando entre $100.000 y sobre $ 1.000.000 por usuario, obteniendo los mayores subsidios las Regiones II, III, V y VI. Esa variación se explica por las diferencias en la tecnología de electrificación que implican las condiciones de dispersión y generación en cada Región. En promedio, los proyectos de autogeneración han requerido un subsidio 67% superior a los proyectos de electrificación vía extensión de redes;

6. Que el 94,5% de los recursos presupuestarios son utilizados directamente en inversión de electrificación rural, en torno al 2% en gastos administrativos y un 3,6% en estudios. Casi el 60% de los gastos se concentran en las Regiones IX y X. Asimismo, más de tres cuartas partes de los gastos presupuestados se concentran en las Regiones VII, VIII, IX y X, lo que responde, en parte, a la falta de cobertura eléctrica en viviendas rurales, especialmente en las Regiones IX y X;

7. Que la distribución de los recursos no ha sido, en todos los casos, proporcional a las necesidades. Ha existido escasez relativa de los recursos utilizados en las Regiones IV y IX y abundancia relativa de los recursos en las Regiones II, VII, VIII y Metropolitana, en proporción a su necesidades. La importancia de esto es que, mientras no se ajuste la distribución de los recursos a las necesidades, para alcanzar las metas se requerirán más recursos para el PER y más lento será darles cumplimiento;

8. Que la focalización del PER en viviendas rurales y de acuerdo a las priorizaciones de los gobiernos regionales también fue apropiada, debido a que la urgencia de la época era resolver en plazos razonables los problemas de cobertura, independientemente de que se subsidiara, en los primeros años, la instalación de energía a sectores que no eran necesariamente los más pobres dentro del mundo rural, sino aquellos que estaban más próximos a las redes;

9. Que en el PER no se hace referencia a la calidad de los accesos a la energía, igualando, por ejemplo, las viviendas que cuentan con el servicio las 24 horas (conectadas a redes de distribución eléctrica) con otras que sólo disponen del mismo algunas horas (conectadas a sistemas de autogeneración). Para los efectos estadísticos ambos están cubiertos, lo que es claramente una distorsión;

10. Que es imperativo realizar estudios para instalar energía eléctrica de viviendas rurales en Chile, según los distintos tipos de sistemas de autogeneración, de manera que permitan evaluar la conveniencia en términos de la relación costo beneficio, conforme parámetros relevantes de alternativas energéticas en función de la población involucrada, recursos naturales disponibles, efectos ambientales, etc.;

11. Que los problemas de sustento del PER vienen del pobre conocimiento sobre los sistemas autogeneradores y de la falta de manejo de parte de las empresas privadas eléctricas sobre sistemas alternativos. Además, los incentivos para las empresas privadas no son tan claros, dado que los costos de operación son mayores que en los sistemas de redes de distribución eléctrica, y las poblaciones no tienen las capacidades para sostenerlas. Esto hace pensar en subsidios no sólo para inversión, sino también para consumo, cambiando algunas características actuales del PER;

12. Que las instituciones ejecutoras estiman que la meta de alcanzar mayores coberturas del porcentaje de viviendas con electrificación se logrará para cada una de las regiones aún con déficit, pero que es difícil avanzar más, por razones técnicas ligadas a la movilidad de la población, aislamiento geográfico, etc. Por lo tanto, la continuidad del programa está relacionada de manera creciente con la llegada a sectores dispersos y aislados y a la calidad del servicio. En ambos casos, la solución está vinculada a la implementación de los sistemas de autogeneración;

13. Que en su discurso del 14 de septiembre de 2006, del lanzamiento del "Plan de Desarrollo de Infraestructura para la Competitividad", la Presidenta Michelle Bachelet señaló: "Vamos a repotenciar el Programa de Electrificación Rural para aumentar la cobertura hasta el 96% a nivel rural. En esta nueva etapa queremos darle mayor énfasis a lo productivo, especialmente en la agricultura y la pesca. Y este nuevo esfuerzo va a permitir aumentar la cobertura eléctrica, mejorar la calidad del servicio, principalmente aumentando el número de horas en las que se dispone de electricidad. También queremos reducir el costo de generación mediante fuentes de energía renovable e interconectando a los usuarios a la red de concesionarios de servicio público", y

14. Que este desafío planteado por la Presidenta implica electrificar 17.000 viviendas entre 2007 y 2009, lo que equivale a un promedio de 5.600 viviendas anuales.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, instruir a los señores Ministro del Interior y Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía que revisen las metodologías de evaluación y los criterios de corte en el monto de los subsidios para proyectos de electrificación rural, de manera de enfrentar los déficit existentes en las localidades más lejanas y menos concentradas, pues lo caro y poco rentable de esos proyectos para las empresas ejecutoras muchas veces significa declarar desiertas las licitaciones, para poder cumplir con la meta de alcanzar el 96% de la electrificación rural el año 2009.”.
_______________



A continuación, el señor Secretario General informa que ha llegado a la Mesa un proyecto de acuerdo presentado por diversos Senadores, en que se solicita al Gobierno de Panamá la pronta reparación de la Familia del ex General Director de Carabineros, don José Alejandro Bernales, y su Comitiva, fallecidos en ese país el 30 de mayo de 2008.


El señor Presidente, atendido que este proyecto fue suscrito prácticamente por la totalidad de los Senadores presentes, requiere el acuerdo de la Sala para considerarlo y votarlo de inmediato.



Así se acuerda.

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Larraín, señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez, mediante el cual se solicita al Gobierno de Panamá la pronta reparación de la Familia del ex General Director de Carabineros, don José Alejandro Bernales, y su Comitiva, fallecidos en 

ese país el 30 de mayo de 2008


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores recién individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.178-12, por el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 21 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Gazmuri, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.

Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el 30 de mayo recién pasado se cumplió el primer aniversario del fallecimiento, en la República de Panamá, víctimas de un accidente aéreo, del entonces Director General de Carabineros de Chile, don Alejandro Bernales y de su señora Teresa Bianchini; de su Edecán, don Oscar Tapia y de su señora, Carolina Reyes; del Comandante don Ricardo Orozco y del Capitán don Mauricio Fuenzalida;
2. Que el Gobierno de la República de Panamá, encabezado por su Presidente don Martín  Torrijos, junto con expresar su pesar por el hecho, se comprometió a asumir las responsabilidades que pudieren corresponderle;
3. Que luego de efectuado el sumario correspondiente en ese país, se ha comprobado que el helicóptero SAN-100 que transportaba a las víctimas se precipitó a tierra por negligencia de sus pilotos y por fallas técnicas que demuestran, también, responsabilidad de las autoridades panameñas, y 
4. Que nada se ha dispuesto aún para asegurar una justa reparación e indemnización compensatoria a los familiares de los chilenos que murieron en el accidente.


El Senado acuerda:


Solicitar a Usía, si lo tiene a bien, que se manifieste al Presidente de la República de Panamá la conveniencia de que se adopten, a la brevedad posible, las medidas de reparación que corresponden en favor de los familiares de las víctimas chilenas del accidente aéreo en que fallecieron el General Director de Carabineros de Chile, don Alejandro Bernales y su comitiva.”.
_______________

HOMENAJE EN MEMORIA DEL EX GENERAL DIRECTOR DE 

CARABINEROS SEÑOR JOSÉ ALEJANDRO BERNALES RAMÍREZ



El señor Presidente informa a la Sala que, por acuerdo unánime de los Comités, en su carácter de tal rendirá homenaje en memoria del ex General Director de Carabineros señor José Alejandro Bernales Ramírez, en nombre de todos los Honorables Senadores.


A continuación, el señor Presidente hace uso de la palabra.



El señor Presidente anuncia que ha terminado el homenaje y suspende la sesión para despedir a la familia del General Bernales y demás invitados.
_______________



El señor Presidente reanuda la sesión.

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Bianchi al señor Contralor General de la República, reiterando solicitud de auditoría de inversión de Fondo de Desarrollo de la XII Región, entre 2000 y 2008.


- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministro de Hacienda y Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, requiriendo igualdad en asignación de zona para profesores y funcionarios públicos de Puerto Raúl Marín Balmaceda.



2) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, para obtener antecedentes sobre otorgamiento de concesiones en cercanías de Puerto Raúl Marín Balmaceda y Lago Copa.


3) Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, pidiendo prioridad para instalaciones de telefonía celular en comunas de XI Región.


- Del Honorable Senador señor Larraín a la señora Ministra de Bienes Nacionales, para solicitar reestudio de petición sobre sede, formulada por el Coro Polifónico de Linares.


- Del Honorable Senador señor Naranjo al señor Ministro de Salud, requiriendo investigación e informe sobre situación de Servicio de Salud del Maule.



- Del Honorable Senador señor Romero:



1) A la señora Subsecretaria de Carabineros, pidiendo reposición de retenes de Horcón y Zapallar.



2) A la señora Directora del Servicio de Salud Viña del Mar-Quillota, manifestándole preocupación por centralización de servicio de llamado 131 para solicitud de ambulancias.



3) A la señora Directora del Servicio de Salud Aconcagua y, por su intermedio, a la Dirección del Hospital San Juan de Dios de Los Andes, consultándoles por creación de otro centro de diálisis para zona de Aconcagua.



- Del Honorable Senador señor Zaldívar a la señora Tesorera General de la República y al señor Director del Servicio de Impuestos Internos, pidiendo estadística de deudores tributarios morosos.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables señores Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido por la Democracia e Independiente y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Salud para que informe acerca de la provisión de ciertos cargos del área de la salud en la IX Región.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, en primer término, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien requiere dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación y, por su intermedio, a la JUNAEB, para que informen respecto de diversos problemas que afectan al Liceo “Ramón Freire”, de la comuna de Freirina, y a otros establecimientos de la III Región.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Allamand, quien se refiere a las dificultades que enfrenta el Hospital de la comuna de Río Bueno, Región de Los Ríos, y pide dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro de Salud e Intendente de la referida Región, para que informen acerca de la materia.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

____________



En el tiempo del Comité Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien aborda diversos problemas que aquejan a la zona norte de la XI Región, requiriendo que se adopten las medidas pertinentes para solucionar dichos inconvenientes. Para tales efectos, solicita dirigir oficio, en su nombre, a los Ministros del Interior -y, por su intermedio, al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo-; de Hacienda; de Economía, Fomento y Reconstrucción -y, por su intermedio, al señor Subsecretario de Pesca-; de Educación; del Trabajo y Previsión Social; de Obras Públicas -y, por su intermedio, al señor Director Nacional de Vialidad-; de Vivienda y Urbanismo, y de Agricultura.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

____________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la decisión del Ejército de Chile de inaugurar el “Campo Militar San Bernardo del General Carlos Prats González”, como un homenaje a este último. Sobre el particular, solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Defensa Nacional -y, por su intermedio, al señor Comandante en Jefe del Ejército-, y a la familia del extinto alto oficial, a fin de remitirles copia de su intervención.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo, los Comités Partido Demócrata Cristiano y Partido Unión Demócrata Independiente.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 23ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE JUNIO DE 2009



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Bianchi.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señor Marcelo Tokman.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones decimoctava especial y decimonovena ordinaria, ambas del día 19 de mayo del año en curso, y las de las sesiones vigésima especial y vigésimo primera ordinaria, ambas del día 20 de mayo pasado, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que incorpora al seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de la ley N° 16.744, al personal civil de las empresas que señala (Boletín N° 6.427-13).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que incorpora al seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de la ley N° 16.744, al personal civil de las empresas que señala (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.427-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que establece normas sobre elaboración y comercialización de aceites de oliva y de orujo de oliva (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.934-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.



Con el tercero, informa que ha dado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado sobre el Derecho de Marcas (TLT), adoptado en Ginebra, el 27 de octubre de 1994 (Boletín N° 6.372-10).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, por medio del cual informa de la resolución adoptada por la Excelentísima Corte Suprema en cuanto a la aplicación de los artículos 9° y 10 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, al Banco del Estado, acerca de la obligación que afecta a ese organismo de entregar la información recabada por las Cámaras.



Del señor Director Nacional de Pesca, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la presencia de peces y pingüinos muertos en el litoral de las zonas sur y austral del país.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, en relación con la denominación de la tenencia de esa institución en la comuna de San Esteban, provincia de Los Andes.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.999-11).



Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, sobre protección de los animales (Boletín N° 6.521-12).



Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracción a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Letelier, Muñoz Aburto y Núñez, que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, en materia de prevención de la adicción al juego (Boletín N° 6.096-06).



-- Quedan para Tabla.

Moción



Del Honorable Senador señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto de ley que establece la incompatibilidad en la propiedad de las empresas concesionarias de servicios básicos en una misma área geográfica (Boletín N° 6.544-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Gazmuri y Larraín, con la que inician un proyecto de ley que entrega al Consejo para la Transparencia la función de recibir y mantener las declaraciones de intereses y patrimoniales de alcaldes y concejales.



Moción del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de ley que regula las materias primas destinadas a la producción ilícita de drogas estupefacientes o sicotrópicas.



-- Se declaran inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Larraín y Romero; señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Horvath, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag, mediante el cual expresan la preocupación del Senado de la República de Chile sobre el progresivo deterioro de la libertad de expresión en Venezuela (Boletín N° 1.179-12).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Pizarro y Vásquez, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República la suspensión temporal de los remates de bienes raíces requeridos por la Tesorería General de la República (Boletín N° S 1.180-12).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por medio de la cual solicita el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede permiso para trabajadores al interior de la locomoción colectiva (Boletín N° 4.332-15), hasta las 12:00 horas del día lunes 22 de junio del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio del cual comunica que ha resuelto retirar del Congreso Nacional el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1998 (Boletín N° 2.293-10).



-- De conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 132 del Reglamento del Senado, se accede a lo solicitado, lo que se comunicará a la Honorable Cámara de Diputados.
- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de regular las materias primas destinadas a la producción ilícita de drogas estupefacientes o psicotrópicas, que fue declarada inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.


Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien destaca que se dio cuenta del segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, iniciado en una Moción de la que es autor junto a los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath y Navarro, sobre protección de los animales (Boletín N° 6.521-12), solicitando que se despache el día de hoy.



El señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para discutir en particular dicha iniciativa, al final del Orden del Día de la presente sesión.



Así se acuerda.

_______________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización 

e informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota en la V Región, que tiene el Boletín N° 5.005-06, y para cuyo despacho el Ejecutivo ha hecho presente urgencia calificada de “simple”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general por el Senado en su sesión del 29 de abril del año pasado.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia de que se presentó una sola indicación, de los Honorables Senadores señores Romero y Ominami, que fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag. La modificación consiste en fijar la entrada en vigencia de la ley en proyecto para el 11 de marzo de 2010.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo de las normas de su competencia, las aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


El señor Secretario General hace presente que los artículos 1º permanente y 3º transitorio requieren para su aprobación del quórum de ley orgánica constitucional.


A continuación, destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone aprobar el texto despachado en general, con la siguiente modificación:

Artículo 3º permanente

Reemplazar la frase “primer día hábil del sexto mes siguiente al de su publicación” por “11 de marzo del año 2010”.

- - -


En discusión en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero y Ominami.

- - -


Luego, el señor Secretario General añade que la enmienda transcrita precedentemente fue aprobada por unanimidad en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarla sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.



A continuación, el señor Presidente, previa advertencia a los señores Senadores presentes en la Sala que se procederá conforme lo establece la citada disposición reglamentaria, somete a votación la referida modificación.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es aprobada por 28 votos a favor y uno en contra.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Sabag, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Orpis y Núñez.


Vota por su rechazo, el Honorable Senador señor Kuschel.

- - -



Luego, el señor Presidente propone a la Sala dar por aprobados, con la misma votación anterior, los demás artículos del proyecto.


Así se acuerda, dejándose constancia, respecto de los artículos 1° permanente y tercero transitorio, del voto favorable de 28 Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Modifícase la división provincial de la V Región, de Valparaíso, en la siguiente forma:


1. Exclúyanse del territorio de la provincia de Quillota, cuyos límites se encuentran establecidos por el número 4 del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, las comunas de Limache y Olmué.


2. Exclúyanse del territorio de la provincia de Valparaíso, cuyos límites se encuentran establecidos por el número 5 del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2-18.715, de 1989, del Ministerio del Interior, las comunas de Quilpué y Villa Alemana.


3. Créase la provincia de Marga Marga, capital Quilpué, que comprende las actuales comunas de Quilpué y Villa Alemana, de la provincia de Valparaíso, y las actuales comunas de Limache y Olmué, de la provincia de Quillota.


Artículo 2°.- Créase en la planta de personal del Servicio de Gobierno Interior, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 60-18.834, de 1990, del Ministerio del Interior, el siguiente nuevo cargo: 

Planta/Cargo           
 Grado   
N° Cargos     
Total

AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Gobernador              
    3°          
      1                    1


Artículo 3°.- La presente ley entrará en vigencia el 11 de marzo del año 2010, fecha a contar de la cual se nombrará al gobernador de la provincia de Marga Marga.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de seis meses, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda y suscritos, además, por el Ministro del ramo, modifique la planta de personal de aquellos organismos de nivel nacional que sea necesario establecer en la provincia que se crea. En el ejercicio de estas facultades, el Presidente de la República podrá crear empleos en la planta de personal de directivos correspondiente, fijar sus grados de ubicación y transformar cargos existentes, así como aumentar la dotación máxima de personal vigente de esos organismos en igual número al de empleos que se creen. De igual forma, podrá aumentar hasta en once cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio de Gobierno Interior, no pudiendo exceder el mayor gasto que se derive de este aumento, considerando su efecto año completo, de la cantidad de $ 156.546.000.


Artículo Segundo.- En el plazo de noventa días, contado desde la instalación de la Gobernación de la provincia de Marga Marga, se constituirá la comisión a que se refiere el artículo 55 del decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, a efectos de que se cumpla la disposición que fija el artículo 53 de la misma.


Artículo Tercero.- Se entenderá que los consejeros regionales electos en representación de las provincias de Valparaíso y Quillota representan también, hasta la próxima elección del Consejo Regional, a la provincia de Marga Marga.


Artículo Cuarto.- El mayor gasto fiscal que requiera la aplicación de esta ley durante el año de su publicación en el Diario Oficial, se financiará con reasignaciones internas en los presupuestos de los ministerios, servicios y organismos respectivos.”.
_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales, con 

informe de la Comisión de Minería y Energía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía e introduce modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales, que tiene el Boletín N° 5.766-08, y para cuyo despacho el Ejecutivo ha hecho presente urgencia calificada de “suma”.

Añade que el principal objetivo de la iniciativa es crear el Ministerio de Energía, que tendrá a su cargo la rectoría del sector energía en el país y las competencias en gestión de las concesiones geotérmicas, en la determinación de los precios de paridad contenidos en los fondos de estabilización del petróleo, y en las concesiones, sistemas de transporte y explotación de los servicios eléctricos.


La Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Orpis, Núñez y Prokurica. El texto pertinente es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados.


El señor Secretario General resalta que esta iniciativa, de aprobarse en general, durante su discusión particular también deberá ser analizada por la Comisión de Hacienda.

- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath, Bianchi, Orpis, Sabag, Núñez, al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, y a los Honorables Senadores señores Romero y Girardi.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 24 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Gazmuri.


A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12:00 horas del día martes 30 de junio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Créase el Ministerio de Energía, el que será el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración del sector de energía.


Artículo 2º.- Modifícase el decreto ley Nº 2.224, de 1978, de la siguiente manera:



1. Reemplázase el epígrafe del Título primero por el siguiente: “Del Ministerio de Energía”.



2. Suprímese el artículo 1º.



3. En el artículo 2º:



a) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional de Energía” por la siguiente: “al Ministerio de Energía”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo: “Se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Energía, la Comisión Nacional de Energía, la Superintendencia de Electricidad y Combustibles y la Comisión Chilena de Energía Nuclear.”.



4. En el artículo 3º:



a) Reemplázase la frase “a la Comisión Nacional de Energía” por la siguiente: “al Ministerio de Energía.



b) Agrégase, después de la palabra “distribución,” las palabras: “consumo, uso eficiente”.



5. En el artículo 4º:



a) En el inciso primero:



i) Reemplázase la frase “a la Comisión” por la siguiente: “al Ministerio”.



ii) En la letra d), reemplázase la frase “y proponer al Gobierno las normas técnicas” por la siguiente frase, precedida de una coma (,): “proponer y dictar, según corresponda, las normas”; y agrégase antes de la frase “la seguridad y adecuado funcionamiento” la frase: “la eficiencia energética”.



iii) Reemplázase, en la letra e), la frase “técnicas a que se refiere la letra anterior” por la palabra “sectoriales”.



iv) Reemplázase, la letra f) por la siguiente: “f) Proponer al Presidente de la República y evaluar las políticas, planes y normas relativas a los contratos especiales de operación a que se refiere el inciso décimo del número 24° del artículo 19 de la Constitución Política, tratándose de hidrocarburos o materiales atómicos naturales, lo que deberá hacer en conjunto con el Ministerio de Minería.”



v) Reemplázanse las letras g) y h) por las siguientes letras g), h) e i) nuevas, pasando la actual letra i) a ser j):



“g) Integrar y participar en la formación y constitución de personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, a que se refiere el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea la promoción, información, desarrollo y coordinación de iniciativas de investigación, transferencia y difusión de conocimientos económicos, tecnológicos y de experiencias en el área de la energía. Del mismo modo, el Ministerio está facultado para participar en la disolución y liquidación de las entidades de que forme parte, con arreglo a los estatutos de las mismas.



El Ministro de Energía, mediante resolución, nombrará uno o más representantes del Ministerio, los que estarán facultados para participar en los órganos de dirección y de administración que contemplen los estatutos de las personas jurídicas que se constituyan en virtud de lo dispuesto en la presente disposición.



h) Fijar, mediante resolución, los estándares mínimos de eficiencia energética que deberán cumplir los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que utilicen cualquier tipo de recurso energético, para su comercialización en el país.



Los importadores, fabricantes y distribuidores, según corresponda, de los bienes señalados en el párrafo anterior, que persigan su comercialización en el territorio nacional, deberán certificar para dicho efecto que cumplen con el estándar exigido, por intermedio de entidades autorizadas para ello y etiquetar los respectivos productos con las indicaciones del consumo energético de los mismos, cuando así se establezca de conformidad con lo dispuesto en la letra precedente.


Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Energía, se establecerá el procedimiento y las demás normas necesarias para la aplicación de los preceptos establecidos en esta letra.



i) Establecer, mediante resolución los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas y de combustibles líquidos o que utilicen cualquier tipo de recurso energético, que deberán contar para su comercialización con un certificado de aprobación o la respectiva etiqueta de consumo energético, conforme lo dispuesto en el número 14.- del artículo 3° de la ley N° 18.410.



Mediante un reglamento expedido a través del Ministerio de Energía, se establecerán los procedimientos, el sistema de etiquetado y las demás normas necesarias para la aplicación de los preceptos establecidos en esta letra.



6. Suprímese el epígrafe del título II.



7. Reemplázase el artículo 5º por el siguiente: 



“Artículo 5º.- La conducción del Ministerio corresponderá al Ministro de Energía, en conformidad con las políticas e instrucciones que imparta el Presidente de la República. La administración interna del Ministerio corresponderá al Subsecretario de Energía, quién será el Jefe Superior del Servicio y coordinará la acción de los servicios públicos del sector.



Las áreas funcionales que competerán al Ministerio de Energía a través de las estructuras internas de su Subsecretaría, deberán contemplar, a lo menos, a mercado energético, energías renovables, eficiencia energética, desarrollo sustentable y medio ambiente, energización rural y social, y estudios y desarrollo energético.



El Ministerio de Energía contará con Secretarias Regionales Ministeriales, las que conforme con la ley representarán territorialmente al Ministerio en el país.".



8. Incorpórase, antes del artículo 6º, el siguiente epígrafe: “TITULO II De la Comisión Nacional de Energía”.



9. Reemplázase el artículo 6º por el siguiente: 



“Artículo 6º. La Comisión Nacional de Energía será una persona jurídica de derecho público, funcionalmente descentralizada, con patrimonio propio y plena capacidad para adquirir y ejercer derechos y contraer obligaciones, que se relacionará con el Presidente de La República a través del Ministerio de Energía. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los domicilios especiales que pudiera establecer.



La Comisión será un organismo técnico encargado de analizar precios, tarifas y normas técnicas a las que deben ceñirse las empresas de producción, generación, transporte y distribución de energía, con el objeto de disponer de un servicio suficiente, seguro y de calidad, compatible con la operación más económica, y de asesorar al Gobierno, a través del Ministerio de Energía, en todas aquellas materias vinculadas al sector energético para su mejor desarrollo.



La Comisión estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N°19.882.”.



10. Reemplázase el artículo 7º por el siguiente: 



“Artículo 7º. Para el cumplimiento de su objetivo corresponderá a la Comisión, en particular, las siguientes funciones y atribuciones:



a) Analizar técnicamente la estructura y nivel de los precios y tarifas de bienes y servicios energéticos, en los casos y forma que establece la ley.



b) Fijar las normas técnicas y de calidad indispensables para el funcionamiento y la operación de las instalaciones energéticas, en los casos que señala la ley.



c) Monitorear y proyectar el funcionamiento actual y esperado del sector energético, y proponer al Ministerio de Energía las normas legales y reglamentarias que se requieran, en las materias de su competencia.”.



11. Reemplázase en el artículo 8º el párrafo que se encuentra entre el punto seguido y el punto final por el siguiente: “Será nombrado por el Presidente de la República mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el párrafo 3° del Titulo VI de la ley N° 19.882.”.



12. En el artículo 9º:



a) Suprímense las letras a) y b).



b) Suprímese, en la letra c), la frase: “para someterlo al Consejo”.



c) En la letra d):



i. Reemplázase la frase: “Proponer al Consejo” por la palabra “Disponer”.



ii. Suprímese el párrafo que comienza con la palabra “sancionando” y termina con la palabra “Comisión”.



d) Suprímese, en la letra e), la frase “sujetándose a los acuerdos e instrucciones que al efecto adopte el Consejo”.



e) Suprímense las letras f) y g).



f) En la letra h), reemplázase la frase: “dando cuenta de todo ello al Consejo” por la siguiente: “conforme a la ley.”



g) En la letra i), Suprímese la frase: “sujetándose a los acuerdos e instrucciones del Consejo”.



13. Incorpórase, antes del artículo 11, el siguiente epígrafe: “TITULO III Disposiciones Comunes”.



14. Agrégase el siguiente artículo 12: 



“Artículo 12.- En el cumplimiento de sus funciones, tanto el Ministerio de Energía como la Comisión Nacional de Energía podrán requerir de los Ministerios, Servicios Públicos y entidades en que el Estado tenga aportes de capital, participación o representación, los antecedentes y la información necesarios para el cumplimiento de sus funciones, quedando los funcionarios que dispongan de dichos antecedentes e informaciones, obligados a proporcionarlos en el más breve plazo. El incumplimiento de esta obligación podrá ser administrativamente sancionado, en caso de negligencia, por la Contraloría General de la República, en conformidad a las reglas generales.



Asimismo, podrán requerir la información que fuere necesaria para el ejercicio de sus funciones a las entidades y empresas del sector energía y a los usuarios no sujetos a regulación de precios a los que se refiere el decreto con fuerza de ley Nº 4, del año 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, sobre Ley General de Servicios Eléctricos. Las entidades o empresas requeridas en uso de la facultad señalada precedentemente, sólo podrán exceptuarse de entregar la información solicitada, invocando una norma legal vigente sobre secreto. El incumplimiento del requerimiento de información o de la obligación de proporcionarla sin mediar aquél, así como la entrega de información falsa, incompleta o manifiestamente errónea, serán sancionados por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de acuerdo a las normas establecidas en la ley Nº 18.410.



Los funcionarios de ambas instituciones y las personas que le presten servicios bajo cualquier modalidad de contratación, deberán guardar reserva de los documentos y antecedentes señalados en los incisos precedentes, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de las sanciones administrativas que procedan. Esta prohibición, en beneficio propio o de terceros, obliga hasta tres años después de dejar el cargo funcionario o haber prestado servicios.”.



Artículo 3º.- Modifícase el artículo 5º del decreto con fuerza de ley Nº 302, del año 1960, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Ministerio de Minería, de la siguiente manera:



1. Suprímese la letra g).



2. En la letra i):



a) Suprímese el siguiente párrafo: “del Consejo de la Comisión Nacional de Energía, tratándose de hidrocarburos”.



b) Incorpórase el siguiente párrafo nuevo, a continuación del punto final: “Los contratos especiales de operación relativos a hidrocarburos, serán suscritos conjuntamente con el Ministro de Energía.”.



Artículo 4º.- Modifícase la ley Nº 16.319, Ley Orgánica de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese en el inciso tercero de su artículo 1º, la palabra “Minería” por “Energía”.



2. Sustitúyese en la letra b) del inciso tercero del artículo 9º, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 5º.- Sustitúyese en la ley Nº 18.302, Ley de Seguridad Nuclear, en todas las disposiciones en que se encuentra, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 6º.- Modifícase la ley Nº 19.657, Ley sobre Concesiones de Energía Geotérmica, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en todas las disposiciones en que se encuentran, las expresiones “Ministerio de Minería” y “Ministro de Minería, por las expresiones “Ministerio de Energía” y “Ministro de Energía”, respectivamente.



2. En el inciso primero del artículo 8º.-, reemplázase la frase “la Comisión Nacional de Energía y” por el artículo “los”.



3. Suprímese en el inciso primero del artículo 19, la frase “, previo informe de la Comisión Nacional de Energía”. 



4. Suprímese, en el inciso segundo del artículo 36, la frase final “, y a la Comisión Nacional de Energía”.



5. Suprímese en el inciso segundo del artículo 39, la frase final “, y a la Comisión Nacional de Energía”.



Artículo 7º.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 11º.- del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1987, del Ministerio de Minería, que establece normas sobre contratos especiales de operación para la exploración y explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 8º.- Modifícase la ley Nº 20.063, que crea fondos de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, de la siguiente manera:



1. En el artículo 2º:



a) Sustitúyese en el inciso primero y segundo, la palabra “Minería” por “Energía”.



b) Sustitúyese en el inciso noveno la palabra “Minería” por “Energía”.



2. En el artículo 6º:



a) Sustitúyese en su inciso tercero la palabra “Minería” por “Energía”.



3. En el artículo 8º:



a) Sustitúyese en el inciso segundo, la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 9º.- Modifícase la ley Nº 19.030, que crea el fondo de estabilización de precios del petróleo, de la siguiente manera:



1. Sustitúyense en los inciso primero, quinto y noveno del artículo 2°, la palabra “Minería” por “Energía”. 



2. Sustitúyense en los inciso tercero y séptimo del el artículo 5º la palabra “Minería” por “Energía”.



Artículo 10.- Modifícase la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1° las palabras “Economía, Fomento y Reconstrucción” por la palabra “Energía”.



2. Reemplázase en el artículo 3º.-, el numeral 14 por el siguiente:



“14.- Autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos o entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarios, con el objeto de otorgar un certificado de aprobación a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas. La Superintendencia fiscalizará el debido cumplimiento de las funciones asignadas a los organismos, laboratorios o entidades autorizadas de acuerdo a este número y mantendrá un registro de las mismas.



Los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que, de conformidad con la normativa vigente, deban sujetarse a la certificación prevista en el párrafo anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con el o los respectivos certificados de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética y con la respectiva etiqueta de consumo energético, de ser ésta exigible, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4º del decreto ley Nº 2.224, de 1978.



La Superintendencia podrá retirar del comercio, con el auxilio de la fuerza pública, la totalidad de los materiales o productos de cualquier procedencia que, estando obligados a obtener certificado de aprobación y la respectiva etiqueta, sean comercializados en el país sin contar con aquellos.



El certificado de aprobación dará derecho al uso de un distintivo en los productos respectivos. El uso indebido de éste será sancionado de conformidad a esta ley.”.



3. Intercálase, en el número 6) del inciso cuarto del artículo 15, después de la palabra “Superintendencia” las palabras “Ministerio de Energía”, precedidas por una coma (,).



4. Sustitúyese en el inciso final del artículo 23.-, las palabras “Economía, Fomento y Reconstrucción” por la palabra “Energía” las dos veces que aparece.



Artículo 11.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 323, del año 1931, del Ministerio del Interior, Ley de Servicios de Gas, de la siguiente manera:



1. Reemplázase, en el artículo 32°, las expresiones “el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción”, por las expresiones “los Ministerios de Energía y Economía, Fomento y Reconstrucción”.



2. Sustitúyese, en las demás disposiciones en que se encuentran las expresiones “Economía, Fomento y Reconstrucción”, por la expresión “Energía”.



3. Suprímese, en el artículo 47°, las expresiones “, bajo la dependencia del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción”.



Artículo 12.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 1 del año 1979, del Ministerio de Minería, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en todas las disposiciones en que se encuentran, las expresiones “Economía, Fomento y Reconstrucción”, por la expresión “Energía”.



2. Reemplázase, en el artículo sexto, las expresiones “conjunto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por las expresiones “del Ministerio de Energía”.



3. Suprímese el artículo octavo.



Artículo 13.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 4, del año 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, Ley General de Servicios Eléctricos, de la siguiente manera:



1. Sustitúyese, en el artículo 9º, la expresión “al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la siguiente: “al Ministerio de Energía, el que actuará conjuntamente con el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción en materias relacionadas con los precios y las tarifas contemplados en la presente ley, conforme los procedimientos establecidos en ella”. 



2. Sustitúyese, en los artículos 11°, 17°, 25°, 26°, 29°, 33°, 59°, 63°, 74°, 75°, 137°, 146°, 163°, 210°; 212°, inciso final, y 220° las expresiones “Economía, Fomento y Reconstrucción”, por la expresión “Energía”.



3. Intercálase, en el inciso séptimo del artículo 94°, después de la palabra “Ministerio”, las palabras “de Energía”.



4. Sustitúyese, en los artículos 92°, inciso primero; 94°, inciso sexto; 112°, inciso primero; 169°, 178°, 189°, 203° y 206° la expresión “al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la frase: “a los Ministerios de Energía y Economía, Fomento y Reconstrucción”.



5. Sustitúyese, en los artículos 47°, incisos segundo y cuarto; 83°, 94°, inciso quinto; 115°, inciso final; 147°, inciso final; 152°, 184°, inciso final, y 190°, la expresión “el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la frase: “los Ministerios de Energía y Economía, Fomento y Reconstrucción”.



6. Sustitúyese, en los artículos 92°, inciso segundo; 99°, inciso final, y 171°, la expresión “el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la frase: “los Ministros de Energía y Economía, Fomento y Reconstrucción”.



7. Sustitúyese, en el artículo 97°, la expresión “al Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la frase: “a los Ministros de Energía y Economía, Fomento y Reconstrucción”.



8. Sustitúyese, en los artículos 47° inciso primero; 112°, inciso final; 151°, incisos primero y segundo; 158° y 178°, inciso final, la expresión “del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción” por la frase: “de los Ministerios de Energía y Economía, Fomento y Reconstrucción”.



9. Agrégase, en el artículo 87°, a continuación de la expresión “Reconstrucción,”, las expresiones “uno del Ministerio de Energía,”.



10. Sustitúyese, en los artículos 112°, inciso segundo, y 178°, inciso segundo, la frase “El Ministro fijará” por la siguiente: “Los Ministros fijarán”.



11. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 73, la palabra “proponga” por la palabra “determine”.



12. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 135º, la frase “el Consejo Directivo de la Comisión podrá acordar” por la frase “los Ministros de Energía y de Economía podrán disponer”.



13. Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 137, la frase “de acuerdo a las normas y reglamentos que proponga la Comisión” por la siguiente: “de acuerdo a las normas técnicas que determine la Comisión y la reglamentación pertinente”.



14. Sustitúyese, en los incisos tercero, cuarto y séptimo del artículo 148°, las palabras “la Comisión” por “el Ministerio de Energía”.



15. Suprímese, en el inciso segundo del artículo 150, la frase “el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, con informe de”.



16. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 170º, las expresiones “la Comisión, previo acuerdo de su Consejo Directivo”, por las expresiones “los Ministerios de Energía y de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante resolución exenta fundada.”.



17. Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 211°, las expresiones “el Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con acuerdo del Consejo Directivo”, por las expresiones “los Ministros de Energía y de Economía, Fomento y Reconstrucción”.



18. En el artículo 212°:



a) Sustitúyese en su inciso segundo las palabras “la Comisión” por “la Subsecretaría de Energía”.



b) Sustitúyese en su inciso sexto las palabras “a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión” por “a la Subsecretaría de Energía”.



Artículo 14.- Incorpórase, en el inciso primero del artículo 71 de la ley Nº 19.300, Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, antes de las palabras “y Bienes Nacionales”, la palabra “Energía”.



Artículo 15.- Las atribuciones que confieran las leyes y decretos supremos al Ministerio de Minería, al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o a la Comisión Nacional de Energía, o al respectivo Ministro, en todas aquellas materias que son de la competencia del Ministerio de Energía en virtud de la presente ley, se entenderán conferidas al Ministerio o Ministro de Energía, según corresponda, por el solo ministerio de la ley.



En especial, el Ministerio de Energía ejercerá todas las competencias que en el sector energía tiene el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, salvo en aquellas materias en las que expresamente la ley dispone la intervención de este último Ministerio, así como las que previamente tenía el Ministerio del Interior, en las materias a que se refieren las siguientes disposiciones de rango legal: decreto con fuerza de ley N° 323, de 1931; decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1979, del Ministerio de Minería; y el decreto con fuerza de ley Nº 4, de 2007, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1982, del Ministerio de Minería.

Disposiciones transitorias.



Artículo Primero.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:



a) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Energía, el régimen de remuneraciones que le será aplicable, y las asignaciones, beneficios u otros emolumentos que se les asigne. El encasillamiento en esta planta incluirá sólo a personal proveniente de la Comisión Nacional de Energía.



b) Modificar la planta de personal de la Comisión Nacional de Energía.



c) Para ordenar el traspaso de funcionarios titulares de planta y a contrata entre las instituciones señaladas en la letra a), sin alterar la calidad jurídica de la designación y sin solución de continuidad, y el traspaso de los recursos que se liberen por este hecho. El traspaso del personal titular de planta, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso. A contar de esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen.



d) Establecer las normas complementarias al artículo 15 de la ley Nº 18.834, respecto de los encasillamientos derivados de las plantas que fije de conformidad con las atribuciones establecidas en este artículo.



e) Establecer los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones, los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de la ley Nº 19.882, si correspondiere, las fechas de vigencia de las plantas, las dotaciones máximas de personal y todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y modifique de acuerdo a lo señalado en las letras a) y b).



f) El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:



i) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado y del que no se traspase.



ii) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado y del que no se traspase. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.



iii) Los funcionarios encasillados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.



iv) El mayor gasto que se derive de la nueva planta que se fije y del encasillamiento que se practique, considerando su efecto año completo, no podrá exceder de la cantidad de $801.077 miles.



Artículo Segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el presupuesto de la Subsecretaría de Energía y la Comisión Nacional de Energía y traspasará a la primera los fondos correspondientes al traspaso de personal necesario para que cumpla sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.



Artículo Tercero.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.



Artículo Cuarto.- Facúltase a la Comisión Nacional de Energía, representada para estos efectos por su Ministro - Presidente, para que participe en la formación y constitución de una persona jurídica de derecho privado, sin fin de lucro, regulada en el Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, cuya finalidad fundamental sea el estudio, evaluación, promoción, información, desarrollo y coordinación de todo tipo de iniciativas relacionadas con la diversificación, ahorro y uso eficiente de la energía, como asimismo todas las demás actividades que los socios acuerden para el desarrollo de las materias señaladas.



Del mismo modo, la Comisión está facultada para participar en la disolución y liquidación de dicha entidad, con arreglo a sus estatutos. 



La referida entidad se denominará “Agencia Chilena de Eficiencia Energética”, la que, conforme a lo dispuesto en el artículo 6° de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, no podrá ejercer potestades públicas.



Asimismo, la mencionada agencia anualmente deberá ilustrar a la Cámara de Diputados respecto de las actividades que hubieren sido financiadas con recursos públicos y que integren sus programas en ejecución, remitiéndole un informe que incluya una memoria respecto al cumplimiento de los objetivos y la inversión de los recursos respectivos.



El directorio de la corporación deberá contemplar, en al menos la mitad del número total de directores, la participación de personas provenientes de la sociedad civil y del sector empresarial y académico. El Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante resolución, nombrará uno o más representantes de la Comisión, los que estarán facultados para participar en los órganos de dirección y de administración que contemplen los estatutos de la Entidad a que se refiere el presente artículo.



Las facultades conferidas en este artículo a la Comisión Nacional de Energía, se entenderán otorgadas al Ministerio de Energía a contar de la fecha a que se refiere el inciso primero del artículo quinto transitorio. De constituirse la entidad a que se refiere el presente artículo con anterioridad a dicha fecha, el Ministerio de Energía sucederá a contar de la misma data, por el solo ministerio de la ley, a la Comisión Nacional de Energía en la señalada entidad, resultando desde entonces plenamente aplicable al efecto lo dispuesto en la letra g) del inciso primero del artículo 4° del decreto ley N° 2.224, de 1978.



Artículo Quinto.- La presente ley comenzará a regir a contar del primer día del mes subsiguiente al de publicación del decreto con fuerza de ley que fije la planta de la Subsecretaría de Energía. 



Con todo, lo dispuesto en los artículos transitorios de la presente ley regirá a contar de la fecha de su publicación.”.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que incorpora un sistema de identificación electrónica en ganado bovino y camélidos, con informe de la Comisión de 

Agricultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora un sistema de identificación electrónica en ganado bovino y en camélidos, y que tiene el Boletín N° 2.249-01.



Añade que el principal objetivo de la iniciativa es establecer un sistema de trazabilidad del ganado y de la carne, de conformidad con las normas que adopte el Servicio Agrícola y Ganadero.


La Comisión de Agricultura discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por tratarse de uno de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Naranjo y Vásquez, introduciendo las siguientes modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo único

Letra A)


Sustituirla por la siguiente:


“A) Intercálase un artículo 1º bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 1° bis.- El Servicio Agrícola y Ganadero establecerá las normas de un Sistema de Trazabilidad del ganado y carne, las que deberán, a lo menos, contemplar los siguientes elementos: registro de establecimientos pecuarios, declaración de existencias de animales, identificación animal oficial, registro de movimientos de animales y base de datos oficial.”.”.

Letra B)


Reemplazarla por la siguiente:


“B) Modifícase el artículo 4º, de la siguiente forma:


- Sustituir la expresión “la aplicación del sistema de” por “tanto la aplicación de la trazabilidad del ganado y carne como la”.


- Reemplazar, a continuación de la expresión “nomenclatura de cortes;”, la palabra “fiscalizar”  por la oración “asimismo, fiscalizará”.”.

Letra C)


Sustituirla por la siguiente:


“C) Modifícase el inciso primero, del artículo 8º, en la forma siguiente:


- Reemplazar la preposición “sobre”, la segunda vez que figura, por la frase “trazabilidad del ganado y carne o”.


- Sustituir la coma (,) que sigue a continuación de la palabra “corte” por un punto y coma (;).”.”.

- - -

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 18 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Flores, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Letelier, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Sabag y Vásquez.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 19.162, de la siguiente forma:


A) Intercálase un artículo 1° bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 1° bis.- El Servicio Agrícola y Ganadero establecerá las normas de un Sistema de Trazabilidad del ganado y carne, las que deberán, a lo menos, contemplar los siguientes elementos: registro de establecimientos pecuarios, declaración de existencias de animales, identificación animal oficial, registro de movimientos de animales y base de datos oficial.”.


B) Modifícase el artículo 4°.-, de la siguiente forma:


- Sustitúyese la frase “la aplicación del sistema de” por “tanto la aplicación de la trazabilidad del ganado y carne como la”.


- Reemplázase la frase “fiscalizar el cumplimiento” por “asimismo, fiscalizará el cumplimiento”.


C) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 8°.-, la preposición “sobre”, la segunda vez que figura, por la frase “trazabilidad del ganado y carne o”.”.
_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, en primer trámite constitucional, sobre protección de los animales, con segundo informe de la Comisión de Medio 

Ambiente y Bienes Nacionales



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, sobre protección de los animales, con segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, que tiene el Boletín N° 6.521-12.



Añade que el proyecto fue aprobado en general en sesión de 20 de mayo del presente año.


La Comisión dejó testimonio, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 3º, 5º, 8º, 9º, 10 a 14, 17 y 19 y los transitorios 1º, 2º, 3º y 4º no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación respecto de uno o más de ellos.


El señor Secretario General expresa que el artículo 12 tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere, para su aprobación, de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - -



De conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos, a excepción del artículo 12, que será votado posteriormente, en atención a que, como se dijo, requiere quórum de ley orgánica constitucional para ser aprobado.
- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que el órgano técnico efectuó cinco modificaciones para mejorar la redacción y precisar el texto, todas las cuales se acordaron en forma unánime, por lo que, conforme al inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deberán votarse sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas.


A continuación, subraya que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:



1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículos 3°, 5°, 8°, 9°,10, 11, 12, 13, 14, 17, 19, y los artículos transitorios 1°, 2°, 3° y 4.



2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.



3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: N° 2, letra b).



4.- Indicaciones rechazadas: N°s 1, 2, letra a), 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9.



5.- Indicaciones retiradas: no hay



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -


Seguidamente, el señor Secretario General resalta que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:
Artículo 2°

Inciso segundo



Intercalar, a continuación de la frase “a fin de controlar”, el vocablo “especialmente”.

Artículo 6°



Eliminar el adverbio “experimentalmente”.

Artículo 7°

Inciso primero



Reemplazar la conjunción “o”, que figura a continuación de la palabra “veterinaria”, por una coma (,), y agregar a continuación del vocablo “médica”, la expresión “o ciencias afines”.

Inciso segundo



Agregar, a continuación de la palabra “veterinario”, la expresión “u otro profesional competente”.

Artículo 15



Intercalar entre la forma verbal “realicen” y la preposición “en”, la expresión “a animales”.

- - -



El señor Presidente manifiesta que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 135 del Reglamento del Senado, se ha solicitado aplazamiento de la votación de esta iniciativa.



Queda aplazada la votación de este proyecto para la próxima sesión ordinaria.

- - - 



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Núñez ha solicitado que se dirija un oficio, en su nombre, a la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, pidiéndole antecedentes sobre la integración y funcionamiento del Comité Calificador de Donaciones Privadas.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del aludido Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido por la Democracia e Independiente y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la huelga nacional del profesorado por el no pago del denominado “Bono SAE”. Sobre el particular, pide dirigir oficio, en su nombre, remitiendo copia de su intervención a las señoras Presidenta de la República y Ministra de Educación, y al Colegio de Profesores de Chile y, por su intermedio, a las entidades que agrupan a los docentes en Regiones.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo, los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Renovación Nacional, Independientes, Partido Socialista y Partido Demócrata Cristiano.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE OTORGA BONO EXTRAORDINARIO PARA SECTORES DE MENORES INGRESOS E INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY Nº 20.259 Y OTROS CUERPOS LEGALES

(6561-05)


Con motivo del Mensaje, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a los beneficiarios de subsidio familiar establecido en la ley N° 18.020 y a los beneficiarios de asignación familiar señalados en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1982, del Ministerio de Trabajo y Previsión Social, y de la asignación maternal a que se refiere el artículo 4° del citado decreto con fuerza  de ley, que perciban las referidas asignaciones por tener ingresos iguales o inferiores al límite máximo establecido en el artículo 1° de la ley N° 18.987. El bono será de $ 40.000 por cada causante que el beneficiario tenga acreditado como tal al 30 de abril de 2009. Cada causante sólo dará derecho a un bono, aun cuando el beneficiario estuviere acogido a diversos regímenes previsionales y desempeñare trabajos diferentes y aun cuando pudiere ser invocado en dicha calidad por más de un beneficiario. En este último evento, se preferirá siempre a la madre beneficiaria.


En las situaciones previstas en los incisos segundo y tercero del artículo 7° del citado decreto con fuerza de ley N° 150, el beneficiario que perciba el bono a que se refiere el inciso anterior estará obligado, en un plazo máximo de 30 días contado desde que lo reciba, a entregarlo a quien al 30 de abril de 2009 se encuentre recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones. Igual obligación tendrá respecto de quien tenga derecho a alimentos  decretados judicialmente a favor de los causantes de asignación familiar que den origen al bono a que se refiere este artículo. 


Las controversias que se susciten con ocasión del incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso anterior, serán conocidas por los Tribunales de Familia, los que para estos efectos podrán exigir la entrega del monto total del bono, reajustado de conformidad a la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución, a quien corresponda de conformidad al inciso precedente.  


Igualmente, tendrán derecho a un bono de $40.000 por familia, aquellas que, al 30 de abril de 2009, estén registradas en el Sistema de Protección Social “Chile Solidario”, y no se encuentren en el supuesto del artículo 7° de la ley N° 19.949, las que, en cuanto al monto del bono, se regirán por el inciso primero. 


Adicionalmente, tendrán derecho a percibir el bono a que se refiere este artículo, quienes no encontrándose comprendidos en alguna de las situaciones previstas en los incisos primero y cuarto precedentes hubieren tenido derecho a percibir el bono establecido en el artículo 1° de la ley N°20.326, siéndoles aplicable lo dispuesto en los tres primeros incisos de este artículo. Para los efectos del inciso segundo, el beneficiario deberá entregar el bono a quien al 31 de diciembre de 2008 se encontraba recibiendo el pago efectivo de las respectivas asignaciones familiares. Con todo, no se generará derecho al bono a que se refiere este inciso respecto de los beneficiarios o causantes que hubieren fallecido con posterioridad al 31 de diciembre de 2008 y antes del 30 de abril de 2009, como tampoco respecto de aquellos causantes que al 30 de abril de 2009 estén reconocidos por otro beneficiario. 


El referido bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 


El bono establecido en este artículo será de cargo fiscal y se pagará en una sola cuota en el mes de agosto de 2009 por el Instituto de Previsión Social. Al efecto, el Instituto de  Previsión Social podrá celebrar convenios directos con una o más entidades bancarias que cuenten con una red de sucursales que garantice la cobertura nacional. 


Con todo, tratándose del personal de las instituciones públicas centralizadas y descentralizadas, con excepción de aquellas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 32 del citado decreto con fuerza de ley N° 150,  que en su calidad de empleadores participen en la administración del sistema de asignación familiar, el pago del bono extraordinario lo efectuarán directamente a su personal, o a quien corresponda, según lo dispuesto en el inciso segundo, de conformidad con lo dispuesto por la Superintendencia de Seguridad Social. El pago se realizará conjuntamente con la remuneración correspondiente al mes de agosto de 2009, recuperando los montos involucrados a través del mismo procedimiento establecido en el artículo 32 del aludido decreto con fuerza de ley N° 150, para el caso de las asignaciones familiares.


El plazo para reclamar por el no otorgamiento del bono a que se refiere este artículo, así como, el concedido en virtud del artículo 1° de la ley N° 20.326, será de un año contado desde la publicación de la presente ley. 


En tanto, el plazo para el cobro del  bono a que se refiere este artículo será de seis meses contado desde la emisión del pago. Tratándose del bono otorgado en virtud del artículo 1° de la ley N°20.326, dicho plazo se computará desde la emisión del pago o desde la publicación de la presente ley si la emisión fuere anterior. 


A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga este artículo, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución. 


Para efectos de la adecuada implementación del bono extraordinario a que se refiere este artículo, la Superintendencia de Seguridad Social tendrá las facultades concedidas en el artículo 26 del citado decreto con fuerza de ley N° 150 y en el artículo 2° de la ley N° 18.611. Tratándose de los beneficiarios de la ley N° 19.949 el Ministerio de Planificación tendrá las facultades concedidas en dicha ley.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.259, que establece rebaja transitoria del impuesto a las gasolinas automotrices y modifica otros cuerpos legales: 


1)
Reemplázase el numeral (iii) por el siguiente:


"(iii) El componente variable será de 1,5 (una coma cinco) UTM/m3 cuando el valor de cotización en los mercados internacionales del petróleo WTI no haya superado, en promedio, durante los doce meses anteriores, los 80 (ochenta) dólares de los Estados Unidos de América por barril.". 


2)
Elimínanse los numerales (iv) a (vi).

Artículo 3º.- Agrégase en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley N° 19.764, a continuación del punto  final(.) que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:


“Las empresas señaladas en el inciso primero que realicen transporte de carga desde Chile al exterior y viceversa, también podrán acceder al beneficio establecido en el presente artículo. En el caso que estos contribuyentes por no encontrarse afectos al Impuesto al Valor Agregado o por la cuantía de su débito fiscal, no hayan recuperado total o parcialmente el porcentaje correspondiente en la forma señalada precedentemente, podrán solicitar la devolución de las sumas no imputadas. La solicitud se efectuará de acuerdo al procedimiento  y plazos establecidos para la recuperación del Impuesto al Valor Agregado previsto en el artículo 36 del decreto ley N° 825, de 1974, y el decreto supremo N° 348, de 1975, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción. El Servicio de Impuestos Internos determinará las especificaciones de la solicitud y la declaración jurada indicadas, y los antecedentes que deben acompañarse por el interesado.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.- Lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley entrará en vigencia a partir del día primero del mes siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo Segundo.- Excepcionalmente, durante el período comprendido entre el 1 de julio del año 2009 y el 30 de junio del año 2010, ambas fechas inclusive, el porcentaje a que se refiere el inciso segundo del artículo 2° de la ley Nº 19.764, será el que resulte de la aplicación de la escala siguiente, en función de los ingresos anuales del contribuyente durante el año calendario inmediatamente anterior:

a) 80% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido iguales o inferiores a 18.600 UTM.

b) 50% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales hayan sido superiores a 18.600 y no excedan de 42.500 UTM.

c) 25% para los contribuyentes cuyos ingresos anuales sean superiores a 42.500 UTM.


Tratándose de contribuyentes que al momento de acogerse a este beneficio no tuvieren ingresos por el período de 12 meses inmediatamente anterior al mes en que se impetre el beneficio, se considerará que los ingresos anuales corresponden a la suma de los ingresos acumulados, según su proyección a doce meses, para lo cual los ingresos obtenidos en él o los meses respectivos deberán dividirse por el número de meses en que hubiere registrado ingresos efectivos y multiplicarse por 12. En el momento en que el contribuyente ya haya completado sus primeros 12 meses de ingresos, se considerarán éstos para establecer el porcentaje de recuperación que le corresponda según el inciso anterior durante lo que resta del año.


Para estos efectos, los ingresos de cada mes se expresarán en unidades tributarias mensuales según el valor de ésta en el mes respectivo y se descontará  el impuesto al valor agregado correspondiente a las ventas y servicios de cada período. 


Para determinar el monto de los ingresos y establecer el porcentaje de recuperación a que se tiene derecho, el contribuyente  deberá sumar a sus ingresos el total de los obtenidos por las empresas con las que esté relacionado y que realicen actividades de transporte de carga, en conformidad a las reglas de relacionamiento establecidas en número 1°, letra b), del artículo 20, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el decreto ley N° 824, de 1974. 


Lo dispuesto en este artículo se aplicará al impuesto específico que se encuentre recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible a partir del 1 de julio de 2009 y hasta el 30 de junio de 2010.

Artículo Tercero.- Lo dispuesto en el artículo 3° de la presente ley regirá respecto del impuesto específico al petróleo diesel recargado en facturas emitidas por las empresas distribuidoras o expendedoras del combustible a contar del 1 de julio del 2009.

Artículo Cuarto.- El mayor gasto que represente durante el año 2009 la aplicación del artículo 1º de esta ley, incrementará en el monto que resulte, la suma del valor neto correspondiente a que se refiere el artículo 4º de la ley Nº 20.314, y se financiará con recursos provenientes del Tesoro Público.”.

******


Me permito hacer presente a V.E. que el inciso tercero del artículo 1º del proyecto fue aprobado,en general con el voto favorable de 107 Diputados y en particular con el voto favorable de 111 Diputados , en todos los casos de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS

(5971-17)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las discrepancias producidas entre el Senado y la Cámara de Diputados respecto del proyecto de ley.

- - -

Cabe hacer presente que, con fecha 19 de mayo de 2009, el Senado dispuso que el proyecto de ley pasara a la Comisión de Hacienda, antes de quedar en estado de Tabla, para conocer del informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto.

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 13 permanente.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO DE LEY




Dar curso a los asuntos patrimoniales y de familia por medios no vinculados a la sucesión por causa de muerte, al reconocer la categoría de desaparición forzada como la situación de hecho que la ley pretende regular, y establecer un procedimiento expedito y simplificado para quienes opten, para tales efectos, por la declaración de ausencia por desaparición forzada.

- - -

DISCUSIÓN 

Se hizo presente que la iniciativa legal es conocida por la Comisión de Hacienda en virtud de que el artículo 13 dispone que las transferencias de bienes realizadas en virtud de la ley, estarán exentas de todo impuesto. 

- - -

La disposición de competencia de la Comisión se reseña de manera sumaria a continuación, conforme al texto consignado en el informe de la Comisión Mixta, que corresponde al aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo 13
Establece que los solicitantes de la declaración de ausencia por desaparición forzada, así como los beneficiarios de las trasferencias reguladas en la presente ley, gozarán de privilegio de pobreza. Asimismo, el inciso segundo dispone que las transferencias realizadas en virtud de esta ley, están exentas de todo impuesto.
Puesto en votación el artículo fue aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Ominami y Sabag, y el voto en contra del Honorable Senador señor García, que señaló votar en este sentido debido a que fue lo mismo que hizo cuando el proyecto fue conocido en general por la Sala del Senado.

- - -

INFORME FINANCIERO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 25 de noviembre de 2008,  señala, de modo textual, lo siguiente:
“1.
El objetivo del proyecto de ley es dar curso a los asuntos patrimoniales y de familia asociados a la desaparición forzada, por medios no asociados a la sucesión por causa de muerte. Asimismo, pretende dar a las familias afectadas la autonomía para decidir qué medio institucional usar y el correspondiente procedimiento, de manera expedita y simplificada.

2.
Para lo anterior, el proyecto establece dos categorías, a saber:

- la de desaparición forzada; en que se toma el tenor literal de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas.

- la declaración de ausencia por desaparición forzada; que se trata de una sentencia que, a partir de la declaración de desaparición forzada de una persona, ordena la disolución del matrimonio cuando el cónyuge no desaparecido lo solicita y transfiere los bienes del mismo, a las personas señaladas en la propia ley.

3.
El mayor gasto que irrogue el proyecto de ley se financiará con cargo a los recursos contemplados en la partida 10 Ministerio de Justicia.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto, cuyo tenor es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Para los efectos de la presente ley, se considera desaparición forzada el arresto, la detención, el secuestro o cualquiera otra forma de privación de libertad que sea obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, ocurrida entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

Artículo 2°.- Será competente para dictar la declaración de ausencia por desaparición forzada, el juez de letras del último domicilio que el desaparecido haya tenido en Chile. Esta declaración sólo se efectuará a petición de las personas legitimadas para ello conforme el artículo siguiente.

Artículo 3°.- Podrán solicitar la declaración de ausencia por desaparición forzada, el cónyuge o los hijos de la persona desaparecida. A falta de éstos, podrán solicitarla los descendientes. Si no existieren éstos, podrán pedirla sus ascendientes. A falta de ascendientes y descendientes, podrán solicitarla los colaterales.

En todo caso, para efectos de la legitimidad para la solicitud, los parientes de grado más próximo excluyen a los de grado más lejano.

Artículo 4°.- Con la acreditación de la legitimidad activa, por medio de los certificados correspondientes, emitidos por el Servicio de Registro Civil e Identificación o de servicios de similar naturaleza de Estados extranjeros debidamente legalizados, y con los antecedentes a que se refiere el artículo siguiente, destinados a acreditar la desaparición forzada aportados por el solicitante, el juez se pronunciará sobre la admisibilidad de la solicitud.

El juez podrá declarar inadmisible la solicitud, incluso por falta de fundamento o pedir al solicitante, en un plazo prudente que no excederá de 30 días, que allegue más antecedentes.

Artículo 5°.- La sentencia judicial firme que configure la desaparición forzada de una persona, de acuerdo a la definición del artículo 1° de esta ley, así como la inclusión de una persona en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, así como en informes de comisiones de la misma naturaleza que pudieran crearse, ya como detenida desaparecida, ya como ejecutada, en el caso en que no exista el certificado de defunción correspondiente o, habiéndolo, la familia no haya tenido acceso a los restos, serán prueba suficiente de la desaparición forzada.

Para estos efectos, la copia autorizada de la sentencia o el certificado emitido por el órgano competente de la administración, producirán plena prueba.

Artículo 6°.- En la resolución que acoja a tramitación la solicitud de declaración de ausencia por desaparición forzada, se ordenará la publicación, por una sola vez, en un diario de circulación nacional, de un extracto de la solicitud, el cual deberá contener, en todo caso, la individualización de la persona víctima de desaparición, así como la de el o los solicitantes.

Artículo 7°.- Transcurridos treinta días desde la publicación referida en el artículo anterior, el juez declarará derechamente la ausencia por desaparición forzada.

Si se dedujere oposición, el procedimiento continuará su sustanciación de acuerdo a las reglas del juicio sumario.

La oposición sólo puede ser deducida por quienes tengan la legitimidad activa de la solicitud, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de esta ley. El juez deberá resolver siempre a favor de la pretensión de quien sea hábil para la solicitud de ausencia por desaparición forzada.

Sólo en caso de que el o los solicitantes de la declaración, así como el o los oponentes a la misma, sean hábiles para hacerla, podrá el juez resolver el conflicto de acuerdo al mérito probatorio de los antecedentes sobre la desaparición forzada. Sólo en estas circunstancias, cuando el fundamento de la solicitud sea alguno de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 5° de esta ley, el juez deberá declarar la ausencia por desaparición forzada.

Artículo 8°.- De acuerdo a las reglas de esta ley, la declaración de ausencia por desaparición forzada es la sentencia judicial que, reconociendo la desaparición de una persona en los términos del artículo 1°, transfiere los bienes del desaparecido, y en su caso, disuelve el matrimonio.

Dicha sentencia será impugnable de acuerdo a las reglas generales.

Artículo 9°.- La declaración sólo producirá efectos hacia el futuro.

La sentencia contendrá, a lo menos, la individualización de los solicitantes, la de los oponentes en su caso, la del desaparecido, el hecho de la desaparición, los fundamentos que se tuvieron a la vista para su establecimiento y la declaración de ausencia fundada en la desaparición forzada.

No será necesario que la sentencia contenga la data exacta de la desaparición.

Artículo 10.- Ejecutoriada la sentencia, se transferirán los bienes del desaparecido de acuerdo a las siguientes reglas:

a) Si hubiere hijos, todos los bienes serán transferidos a éstos y al cónyuge, si lo hubiere. Si sólo hubiere un hijo, la transferencia de los bienes del desaparecido, se hará en partes iguales a éste y al cónyuge. Si hubiere más de un hijo, el patrimonio del desaparecido será repartido entre estos y el cónyuge de modo tal que al cónyuge no le corresponda menos que la cuarta parte del patrimonio del desaparecido. Asegurándose lo anterior, al cónyuge le corresponderá la transferencia del doble de lo que le corresponda a cada hijo.

b) Si no hubiere cónyuge, todos los bienes se transferirán en partes iguales entre los hijos.

c) Si no hubiere hijos, los bienes se transferirán al cónyuge y a los ascendientes de grado más próximo, dividiendo el patrimonio en tres partes, dos para el cónyuge y una para los ascendientes.

d) Si no hubiere hijos ni cónyuge, los bienes se trasferirán a los ascendientes en partes iguales. Los ascendientes de grado más próximo excluirán a los demás.

e) Si no hubiere hijos, cónyuge, ni ascendientes, los bienes se transferirán a los colaterales en partes iguales hasta el sexto grado inclusive. Los colaterales de grado más próximo excluirán a los demás. En el caso de los hermanos, los carnales tendrán derecho a que se les transfiera el doble respecto de los maternos o paternos. En el caso de los colaterales, los de doble conjunción tendrán derecho al doble de lo que les corresponda a los de simple conjunción.

f) Los hijos y hermanos de la persona desaparecida concurrirán a la transferencia personalmente o representados por sus descendientes, por estirpe.

Si el desaparecido hubiese dejado testamento, se aplicarán las reglas sobre sucesión testada en la parte del patrimonio afectada por éste.

Artículo 11.- La sentencia ejecutoriada que declare la ausencia por desaparición forzada producirá, sólo en el caso en que el cónyuge no desaparecido lo haya solicitado, la disolución del matrimonio.

No obstante, aun cuando la sentencia estuviere ejecutoriada, el cónyuge no desaparecido podrá solicitar, ante el mismo tribunal que la hubiere dictado, la ampliación de la sentencia en el sentido de ordenar la disolución del matrimonio.

Artículo 12.- Una vez ejecutoriada la sentencia, el juez oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación, el cual tomará las medidas correspondientes, de conformidad al reglamento, para registrar la disolución del matrimonio, en su caso, y dictará un acto de transferencia de todos los bienes del desaparecido de acuerdo a las reglas de esta ley.

Para estos efectos, el solicitante deberá presentar al Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación un inventario simple de los bienes del ausente por desaparición forzada.

Respecto de los bienes inmuebles, los beneficiarios de la transferencia se entenderán poseedores desde la inscripción del acto de transferencia en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces correspondiente.

Respecto de los bienes muebles, se aplicarán las reglas generales sobre posesión y dominio.

Artículo 13.- Los solicitantes de la declaración de ausencia por desaparición forzada, así como los beneficiarios de las trasferencias reguladas en la presente ley, gozarán de privilegio de pobreza.

Las transferencias realizadas en virtud de esta ley, están exentas de todo impuesto.

Artículo 14.- La declaración de ausencia por desaparición forzada no podrá ser considerada para la prescripción penal, ni para ningún otro efecto civil o penal que no sean los regulados en esta ley.”.

- - - - - 





Acordado en sesión celebrada el día 10 de junio de 2009, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente Accidental), Pedro Muñoz Aburto, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo.





Sala de la Comisión, a 10 de junio de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.066, DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, Y OTROS CUERPOS LEGALES PARA INCLUIR MALTRATO DEL ADULTO MAYOR EN LA LEGISLACIÓN NACIONAL

(4167-18, 4691-18, 5055-18, 5142-18 y 5376-18)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar, en general, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional.


El proyecto despachado por la Honorable Cámara refundió cuatro mociones y un mensaje, los que corresponden a las siguientes iniciativas:



a) Boletín Nº 4.167-18, que tipifica como delito el no proveer a los ascendientes imposibilitados de las condiciones mínimas para vivir, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Amelia Herrera Silva y Marta Isasi Barbieri y señores Germán Becker Alvear; Mario Bertolino Rendic; Roberto Delmastro Naso; Pablo Galilea Carrillo; René Manuel García García y Alfonso Vargas Lyng.


b) Boletín Nº 4.691-18, que sanciona a quien ejerza violencia contra adultos mayores o ancianos, iniciado en moción de los Honorables Diputados señora Karla Rubilar Barahona y señores Germán Becker Alvear; Mario Bertolino Rendic; Roberto Delmastro Naso; Pablo Galilea Carrillo y Osvaldo Palma Flores.


c) Boletín Nº 5.055-18, que modifica la ley de violencia intrafamiliar con el objeto de prevenir la violencia contra los adultos mayores del país, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Marcos Espinosa Monardes, Carlos Abel Jarpa Wevar, José Pérez Arriagada y Alejandro Sule Fernández.


d) Boletín Nº 5.142-18, que incluye el maltrato económico o patrimonial y el abandono o abuso por omisión de adultos mayores en la ley de violencia intrafamiliar, iniciado en moción de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic y Alejandra Sepúlveda Orbenes, y señores Pedro Araya Guerrero; Gabriel Ascencio Mansilla; Eduardo Díaz del Río; Jaime Mulet Martínez; Sergio Ojeda Uribe; Carlos Olivares Zepeda; Jorge Sabag Villalobos y Mario Venegas Cárdenas.


e) Boletín Nº 5.376-18, modifica la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional, iniciado en mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

- - -


A las sesiones en que la Comisión trató el tema asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas: Del Servicio Nacional de la Mujer, la Ministra, señora Laura Albornoz; el Jefe de Gabinete, señor Patricio Reinoso; el Jefe de la División Jurídica, señor Marco Rendón, y la abogada de la División, señora Rosa Muñoz. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el asesor del Subsecretario, señor Enrique Álvarez; la asesora, señora Paz Irarrázaval, y la abogada, señora Josefina Court. Del Servicio Nacional del Adulto Mayor, la Directora Nacional, señora Paula Forttes; la Jefa de Gabinete, señora Rosa Neira; la abogada, señora Tania Mora. Del Programa para el Adulto Mayor de la Pontificia Universidad Católica de Chile, la Directora, señora Rosita Kornfeld. De la Fundación Las Rozas, el Director Técnico, señor Cristián Lucero. De la Biblioteca del Congreso Nacional, los asesores señora Alejandra Voight y señor Juan Pablo Cavada.

El proyecto de ley en informe no contiene normas de quórum orgánico constitucional ni de quórum calificado.


Además, cabe hacer presente que a la fecha de elaboración del presente informe no se ha hecho presente urgencia para el despacho de la iniciativa.

- - -

IDEA MATRIZ


Incluir el maltrato de adultos mayores entre las conductas sancionadas por la ley de violencia intrafamiliar.

- - -

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto aprobado en general cuenta con tres artículos permanentes.

El primero modifica la ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar, para hacer expresa mención a los adultos mayores en la obligación de prevención y asistencia que su artículo 3º impone al Estado; en el concepto de violencia intrafamiliar que establece el artículo 5º, y en la enumeración de las situaciones de riego que establece el artículo 7º.

El artículo segundo modifica la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, para modificar las normas sobre denuncia obligatoria en caso de violencia intrafamiliar, y para incluir la medida especial de internación como facultad del juez de familia en el procedimiento de violencia intrafamiliar.

El artículo tercero modifica el Código Penal para restringir la exención de responsabilidad penal establecida en el artículo 489 para los delitos contra el patrimonio cometidos entre parientes.

- - -

ANTECEDENTES

Antecedentes de hecho


1) Proyecto de ley que tipifica como delito no proveer a los ascendientes imposibilitados de las condiciones mínimas para vivir, correspondiente al Boletín Nº 4.167-18.

Este proyecto considera que el abandono de los ascendientes constituye violencia intrafamiliar pero constata que, al no estar expresamente tipificado en la ley, queda sin sanción. Por ello propone establecer expresamente que quienes no provean a sus ascendientes de las condiciones mínimas para vivir sean sancionados con la misma pena que se les impone a aquellos que ejercen habitualmente violencia física o psíquica; esto es, presidio menor en su grado mínimo.

2) Proyecto de ley que establece sanción a quien ejerza violencia contra adultos mayores o ancianos, correspondiente al Boletín Nº 4.691-18. Este proyecto propone penar a quienes estén a cargo de ancianos y adultos mayores y ejerzan contra ellos cualquier tipo de violencia, física o psicológica, con una sanción corporal y con la inhabilidad perpetua para volver a ejercer ese oficio.


3) Proyecto de ley que modifica la ley de violencia intrafamiliar con el objeto de prevenir la violencia contra los adultos mayores del país, correspondiente al Boletín Nº 5.055-18. Este proyecto propone modificar la ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar, para establecer que los adultos mayores serán destinatarios de la obligación general de prevención y asistencia que los artículos 3º y 4º de esa ley indican para el Estado, y agregar, dentro de la definición de violencia intrafamiliar al maltrato que afecte la salud física o psíquica de una persona mayor de 60 años, aunque no sea ascendiente del autor, y establecer que el proceso por violencia intrafamiliar seguido ante un juez de garantía se tramitará conforme a las reglas del procedimiento simplificado del Código Procesal Penal.


4) Proyecto de ley que incluye el maltrato económico o patrimonial y el abandono o abuso por omisión de adultos mayores en la ley de violencia intrafamiliar, correspondiente al Boletín Nº 5.142-18. Este proyecto agrega a la definición de violencia intrafamiliar que establece el artículo 5º de la ley del ramo el abuso patrimonial o económico y el maltrato omisivo contra mayores de 60 años.


5) Proyecto de ley que modifica la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional, correspondiente al Boletín Nº 5.376-18. Este proyecto agrega al adulto mayor entre los destinatarios de la obligación de prevención y asistencia que el Estado contrae en virtud de la ley Nº 20.066; en la definición de violencia intrafamiliar y en las situaciones de riesgo de violencia intrafamiliar. 


Además, propone modificar la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia para agregar, entre las facultades del juez de familia que conoce de juicios de violencia intrafamiliar contra adultos mayores, la posibilidad de ordenar la internación de este en un Centro Asistencial, y para ampliar la obligación de denunciar maltratos contra adultos mayores. Finalmente, el proyecto limita la exención de responsabilidad penal en caso de delitos contra el patrimonio cometido entre parientes cuando la víctima sea un adulto mayor.

Antecedentes de derecho


1) Constitución Política de la República, artículo 19, Nº 7º, letra f), que prohíbe que el imputado o acusado en causas criminales deba declarar bajo juramento sobre hecho propio o de sus parientes.


2) Ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar. Esta ley tiene por objeto prevenir, sancionar y erradicar la violencia intrafamiliar y otorgar protección a las víctimas de la misma. 


El artículo 3º de este cuerpo legal previene que el Estado tendrá la obligación especial de adoptar medidas de prevención y asistencia para mitigar este fenómeno. 


El artículo 5º define que se entiende por violencia intrafamiliar, señalando que “Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.”. Esa disposición considera que si la conducta descrita ocurre entre los padres de un hijo común, o recae sobre persona menor de edad o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar, también se configurará violencia intrafamiliar. 


El artículo 7º obliga al tribunal competente a adoptar medidas de protección o cautelares cuando exista una situación de riesgo inminente para una o más personas de sufrir un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, aun cuando éste no se haya llevado a cabo. 


Finalmente, el artículo 14 tipifica como delito de violencia intrafamiliar el ejercicio habitual de violencia física o psíquica respecto de alguna de las personas referidas en el artículo 5º, sancionándola con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará sólo la pena asignada por la ley a éste. Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.


3) Ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia. Esta ley crea diversos tribunales de familia a lo largo de Chile, establece una estructura orgánica para esos tribunales dependiendo del número de jueces que lo conforman, indica la competencia de ellos y señala los procedimientos a seguir en cada una de las materias sobre la cual versa su competencia. 


El Título IV de esa ley señala los procedimientos especiales a seguir para las materias que señala; uno de ello es el especial de violencia intrafamiliar cuando no constituye delito, establecido en el párrafo segundo. El artículo 84, contenido en dicho párrafo segundo, establece quienes son los obligados a denunciar en caso de violencia intrafamiliar. Finalmente, el artículo 92 de ese cuerpo legal señala cuáles son las medidas cautelares de protección a la víctima que puede ordenar el juez en los procedimientos de violencia intrafamiliar.


4) Código Sanitario. Este cuerpo legal rige todas las cuestiones relacionadas con el fomento, protección y recuperación de la salud de los habitantes de la República, salvo aquellas sometidas a otras leyes. 


Los artículos 130 y siguientes de ese Código facultan al Director General de Salud para resolver sobre la observación de los enfermos mentales, de los que presentan dependencias de drogas u otras substancias, de los alcohólicos y de las personas presuntivamente afectadas por estas alteraciones, así como sobre su internación, permanencia y salida de los establecimientos públicos o particulares destinados a ese objeto. 

5) Código Procesal Penal. Son relevantes para este proyecto lo previsto en los artículos 175, 176 y 177 sobre la obligación de ciertas personas de denunciar la comisión de un hecho delictivo del que tengan noticia


6) Código Penal. Es relevante para este proyecto lo señalado en el artículo 489, que exime de responsabilidad penal a los autores de delitos de hurto o daños provocados entre parientes.


7) Ley Nº 19.828, que creó el Servicio Nacional del Adulto Mayor. El artículo 1º de dicha ley establece que se entenderá por adulto mayor a toda persona que ha cumplido 60 años.

- - -

TRAMITACIÓN EN LA CÁMARA DE DIPUTADOS


El proyecto fue despachado en general por la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados el 14 de noviembre de 2007. En esa oportunidad la Comisión refundió todos los proyectos relacionados con esta iniciativa. La Sala de la Cámara aprobó el proyecto en general en sesión de 20 de diciembre de ese año.


Con fecha 14 de enero de 2008 la Comisión de Familia de la Cámara Baja informó en particular el proyecto, el cuál fue aprobado en sesión de la Cámara de Diputados de 13 de marzo de 2008.

- - -

INFORME DEL ABOGADO SEÑOR CRISTIÁN LETELIER AGUILAR

Durante la tramitación del proyecto se solicitó la opinión del abogado señor Cristián Letelier Aguilar, quien remitió su informe a la Comisión con fecha 13 de enero de 2009, haciendo presente su opinión en el sentido que las modificaciones propuesta en la ley Nº 20.066, de violencia intrafamiliar, y Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, son adecuadas porque coinciden con “el sentido social y jurídico que dichos cuerpos legales regulan”.


Diversa opinión plantea respecto a la modificación del artículo 489 del Código Penal, que exime de responsabilidad penal a los autores de delitos de hurto o daños provocados entre parientes.


Sobre el particular, señala que dicha norma “ha actuado en forma eficiente en nuestro sistema penal y, por consiguiente, cualquier alteración a la misma viene a establecer un riesgo, el cual debe estar muy medido, para no crear conflictos familiares de mayor entidad”, uy hace presente que la modificación planteada, que excluye de dicha excepción a los delitos cometidos contra adultos mayores, genera consecuencia en el orden familiar y, además, altera la buena administración de justicia en el orden penal, expresando que en su opinión, no debe prosperar.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Laura Albornoz, explicó que el proyecto presentado se hace cargo del aumento sostenido de casos de abusos contra adultos mayores, grupo etario conformado básicamente por mujeres. 


Indicó que estos abusos no acaparan la atención pública que debieran, ni obtienen el tratamiento adecuado por parte de las agencias del Estado que tienen competencia en ello, todo lo cual refuerza su opinión en el sentido que es necesario modificar la ley para sancionar estas situaciones.


El Jefe de la División Jurídica del SERNAM, señor Marco Rendón, señaló que la primera modificación, que es la más  importante y central del proyecto, es el incluir las agresiones contra los adultos mayores dentro del concepto de violencia intrafamiliar.


El Honorable Senador señor Espina observó que en la definición que al respecto brinda el artículo 5º de la ley Nº 20.066 se contempla también a los adultos mayores 
al considerar todos los parientes por consanguinidad o afinidad del ofensor, en toda la línea recta y colateral hasta el tercer grado, lo que incluye a los padres, abuelos y bisabuelos del ofensor o de su cónyuge y a los tíos.


Además, agregó, la ley actual también considera a los mayores adultos discapacitados que vivan bajo el cuidado o dependencia de cualquier miembro del grupo familiar del victimario, por lo que el caso, de adultos mayores que no tengan ninguna de estas vinculaciones con el victimario y que vivan bajo su techo, es bastante teórico. 


Consideró Su Señoría que esta inclusión supone una ampliación superlativa del concepto de familia que maneja la ley de violencia intrafamiliar, lo que en la práctica limita la efectividad de esa norma, porque rebasa el ámbito excepcional que esta norma tuvo en vista cuando se aprobó.


La Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor (SENAMA), señora Paula Forttes, indicó que este proyecto se origina en un conjunto de mociones de parlamentarios presentados en la Cámara de Diputados, refundidos con un Mensaje, presentado también en la Cámara, para incluir al maltrato del adulto mayor en la legislación nacional. 


El proyecto, señaló, reconoce a los adultos mayores como grupo vulnerable específico en la Ley de Violencia Intrafamiliar, lo que determina que se les incluye como sujetos pasivos del deber del Estado de adoptar políticas y prestar asistencia a las víctimas, reconociéndoles especialmente como víctimas cuando se encuentran al cuidado o dependencia de cualquier integrante del grupo familiar, y se les incluye en el deber especial de protección judicial. 


La iniciativa también restringe la eximente de responsabilidad penal a los autores de delitos de hurto o daños provocados entre parientes, y permite decretar la internación prevista en el Código Sanitario como medida de protección para adultos mayores en situación de abandono. Además, refuerza la obligación de denunciar la violencia intrafamiliar contra adultos mayores, para que ese deber también recaiga sobre quienes ejercen el cuidado personal de adultos mayores que no puedan formular por si mismos la denuncia.


Agregó que Chile se encuentra en una etapa avanzada de envejecimiento poblacional, debido al aumento de esperanza de vida al nacer, a la disminución de la tasa de mortalidad y al descenso de las tasas de natalidad. Al respecto, señaló que, según el censo nacional efectuado el año 2002, la población de adultos mayores alcanzaba a 1.717.478 personas, y en el año 2006, según los datos obtenidos en la encuesta Casen de ese año, esa cifra había aumentado a 2.100.378 personas.


Indicó que los estudios latinoamericanos revelan cifras superiores al 30% de maltrato a las personas mayores, y que en Chile no se han efectuado estudios extensivos sobre el tema pero que, induciendo sobre las base de los datos obtenidos en diversos estudios de casos de la realidad nacional, se obtiene también en nuestro país una cifra similar, pues sobre el 30% de los adultos mayores entrevistados manifiestan sufrir uno o más tipos de maltrato. De ese porcentaje, el 60% no denuncia su situación a las autoridades competentes.


Los datos nacionales muestran que el tipo más frecuente de maltrato es de índole psicológica y que sobre el 35% de los agresores son mujeres, género que, en general, está a cargo del cuidado de los adultos mayores. Además, expresó, otra forma recurrente de maltrato de las personas mayores en Chile es de índole patrimonial, pues el censo de 2002 indica que el 77,7% de los adultos mayores son dueños de, a lo menos, una propiedad y son, en su mayoría, titulares de pensiones previsionales, por lo que es frecuente que los parientes, o las personas que los tienen a su cargo, intenten sacar provecho indebido de esos bienes o derechos, en perjuicio de sus titulares.


Explicó que los datos de denuncias por violencia intrafamiliar, que maneja Carabineros de Chile para el año 2006, arrojan los siguientes resultados:

	VÍCTIMA
	NÚMERO DE DENUNCIAS
	INCIDENCIA

	Mujer menor de 60 años
	27.307
	85,5%

	Hombre menor de 60 años
	3.244
	10,2%

	Menores
	1.008
	3,2%

	Adultos mayores
	395
	1,2%

	TOTAL
	31.954
	100%



Estos datos, indicó, muestran un escaso nivel de denuncias en Carabineros de Chile, lo que no se condice con el elevado nivel de maltrato que denuncian los adultos mayores. 


Para superar esta situación, manifestó, el proyecto plantea diversas modificaciones a la legislación vigente, que persiguen incluir al adulto mayor como sujeto vulnerable especial en la ley Nº 20.066;  Modificar las normas relativas a las obligaciones de denunciar que ciertas personas tienen respecto de hechos de violencia intrafamiliar de que tengan noticia en razón de sus cargos;  Crear una medida de protección especial que puede imponer el juez de familia o con competencia en esa materia en caso de adultos mayores abandonados, y aumentar la protección penal en casos de abuso patrimonial cuando la víctima sea una persona mayor de edad.



El Honorable Senador señor Espina observó que las normas que modifican las exenciones de responsabilidad en delitos de índole patrimonial en los que víctima y victimario son parientes, requieren un estudio detallado y una mayor revisión, porque pareciera necesario evitar que se lleguen a criminalizar las obligaciones de familia.


Sobre el particular, El Honorable Senador señor Gómez indicó que la norma que modifica el artículo 84 de la ley Nº 19.968, que creó los tribunales de familia, establece una obligación genérica de denunciar que incluso puede abarcar a parientes, materia que debe ser cuidadosamente analizada para evitar dictar normas que puedan entrar en contradicción con la prohibición constitucional de declarar en contra de parientes en juicio criminal, establecida en el artículo 19, Nº 7º, letra f), de la Carta Fundamental
.


Sin perjuicio de tales prevenciones, en el seno de Vuestra Comisión se coincidió en la conveniencia de reforzar la protección jurídica de los adultos mayores, buscando frenar el creciente fenómeno de violencia de que son víctimas, y en la aprobación general de la iniciativa, como paso previo al perfeccionamiento y estudio particular de cada una de sus disposiciones.


- Sometido a votación, el proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar, en general, el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, que es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- 
Modifícase la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, en el siguiente sentido:


1) Agrégase en el inciso primero del artículo 3°, a continuación de la palabra “mujer”, la frase “, los adultos mayores”.


2) Intercálase en el inciso segundo del artículo 5°, a continuación del vocablo “edad”, la expresión “, adulto mayor”.


3) Agrégase en el inciso tercero del artículo 7°, a continuación de la expresión “se trate de”, la frase “un adulto mayor, de”.


Artículo 2°.- Modifícase la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, en el siguiente sentido:


1) Agrégase en el artículo 84, el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:


“No se eximirá de esta obligación a ninguna de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 177 del Código Procesal Penal, salvo el caso de persecución penal propia.”.


2) Agréganse en el número 8 del artículo 92, los siguientes incisos:


“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá, cumpliéndose los requisitos establecidos en los artículos 130 y siguientes del Código Sanitario, decretar la medida de internación allí prevista.


Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono, el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiere de cuidados.”.


Artículo 3°.-Sustitúyese el artículo 489 del Código Penal, por el siguiente:


“Art. 489.- Están exentos de responsabilidad criminal y sujetos únicamente a la civil por los hurtos, defraudaciones o daños que recíprocamente se causaren:


1º. Los parientes consanguíneos hasta el primer grado en la línea recta.


2º. Los cónyuges.


Esta excepción de responsabilidad criminal no será aplicable cuando la víctima sea un adulto mayor.”.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2 y 8 de julio de 2008, y 19 de mayo de 2009, con asistencia de los Honorable Senador señor Alberto Espina Otero (Presidente) (Baldo Prokuriça Prokuriça), José Antonio Gómez Urrutia (ex Presidente), Andrés Chadwick Piñera (Hernán Larraín Fernández) y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 8 de junio de 2009.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑOR PIZARRO, SEÑORA ALVEAR, Y SEÑORES CANTERO, GIRARDI, HORVATH, LETELIER Y PROKURICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA INSTRUIR AL MINISTERIO DE HACIENDA PARA QUE EXTIENDA CONDICIONES DE DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO ESPECÍFICO A LOS COMBUSTIBLES PARA DUEÑOS DE CAMIONES Y DE BUSES INTERURBANOS

(S 1181-12)

Honorable Senado de la República de Chile, Considerando que:
1. La Crisis económica mundial ha significado una disminución de la actividad económica para Chile, registrándose índices negativos de crecimiento en los últimos 4 meses.
2. Que la situación anterior significa un fuerte impacto para los presupuestos familiares de las chilenas y chilenos, por lo que el Estado debe tener un rol activo en aliviar dicha situación.
3. Que en Chile existen miles de pequeños empresarios del transporte que viven, ellos y sus familias, de los ingresos provenientes del transporte de carga y de pasajeros. Por lo anterior, la volatilidad de los precios de los combustibles, y la existencia de un impuesto específico, pueden afectar sustantivamente su situación económica.
4. Que se estima esperable que en los próximos meses se presente un alza en los precios de los combustibles a nivel internacional y nacional, debido a la paulatina recuperación económica mundial, por lo que los costos en que deberán incurrir estas actividades aumentarán. Esta situación se agrava por la existencia del anteriormente mencionado impuesto.
5. Que en el actual escenario descrito, a partir de Septiembre del 2009 el impuesto específico al combustible puede alcanzar las 6 UTM por metro cúbico, en comparación con las actuales 4 UTM por metro cúbico.
6. Que se estableció la devolución del 80% del impuesto específico de los combustibles hasta el 1 de Julio del 2009 para los dueños de camiones. A partir de esa fecha, la devolución volvería a ser de sólo 25% históricamente vigente.
7. Adicionalmente, se acordó con la Federación del gremio de Buses, FENABUS, una devolución de este impuesto de un 45% y que a partir del 1 de Julio se volvería al 35%.
8.  S.E. la Presidenta de la República Michelle Bachelet Jeria anunció en el Mensaje Presidencial que enviaría al Congreso Nacional un Proyecto de Ley que contempla un impuesto específico al combustible máximo de 4,5 UTM.
9. Que considerando el tope del impuesto, el efecto de volver a la situación de 35% de devolución de impuestos significará un pago adicional de aproximadamente $600.000 para cada bus interurbano en el período Junio del 2009 a Marzo del 2010.
10. Que en este caso, el volver al 25% de devolución de los impuestos para los dueños de camiones significará un aumento del pago de impuestos por camión de aproximadamente $5.200.000 en el mismo período anterior.
11. Que este aumento en el pago efectivo del impuesto específico al combustible se transformará en un mayor valor de los fletes de carga y en más altos precios de los pasajes de buses interurbanos, lo que afectará a la población en general.

En razón de lo anterior, vengo en presentar el siguiente
A S.E. la Sra. Presidente de la República se le solicita se sirva instruir al Ministro de Hacienda el envío de un Proyecto de Ley que extienda el período dé devolución del impuesto específico a los combustibles para los sectores de transporte de carga terrestre y de pasajeros hasta Abril del 2010, manteniendo el 80% y 45% de reembolso actualmente vigente.

(Fdo.): Jorge Pizarro Soto, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- 
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE DECLARACIÓN DE AUSENCIA POR DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS

(5971-17)

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS
HONORABLE SENADO: 



La Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 70 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, originado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República.

- - - 





Cabe hacer presente que Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente la urgencia en el despacho de este proyecto, calificándola de “suma”.

- - - 


El Senado, en sesión del día 29 de abril del presente, conociendo el proyecto de ley en segundo trámite constitucional, rechazó la idea de legislar por no reunir el quórum necesario para su aprobación, y designó como miembros de la Comisión Mixta que debía formarse a los Honorables Senadores que integran su Comisión de Derechos Humanos Nacionalidad y Ciudadanía.


Por su parte, la Cámara de Diputados, en sesión de 20 de abril del año en curso, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señoras Karla Rubilar Barahona y Ximena Vidal Lázaro y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Carlos Abel Jarpa Wevar y Felipe Salaberry Soto.

- - -

- - -


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó con fecha 13 de mayo de 2009 y, con el voto de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Sabag y Vásquez, y Honorables Diputados señora Vidal y señores Ascencio, Jarpa y Salaberry, eligió como Presidente al Honorable Senador señor Sabag, abocándose de inmediato a su cometido. 

- - -


A la sesión en que se trató el proyecto asistió, especialmente invitado por la Comisión, el Subsecretario General de la Presidencia, don Edgardo Riveros.
- - -
DISCUSIÓN

El Honorable Senador señor Hosaín Sabag destacó que la diferencia suscitada entre ambas Corporaciones durante la tramitación de la iniciativa radica en que el Senado, en segundo trámite constitucional, rechazó el proyecto en general por no haber reunido el quórum constitucional requerido. Resaltó que el resultado de la votación fue de 19 votos favorables, uno en contra y 8 abstenciones, y que, en tal oportunidad, era necesario contar con el voto favorable de 22 Honorables Senadores en ejercicio, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 77, en relación con el artículo 66, inciso segundo de la Carta Fundamental.

Agregó que lo anterior ocurrió no obstante el proyecto contaba con un informe favorable de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, que lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Ávila, Chadwick, Naranjo y Kuschel.

En consecuencia, destacó que, en su opinión, no existen otros puntos de discrepancia, por lo que sugiere a la Comisión Mixta proponer a ambas Cámaras la aprobación del texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados. 


--La proposición del señor Presidente fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Kuschel, Naranjo, Sabag y Vásquez y Honorables Diputados señora Vidal y señores Ascencio, Jarpa y Salaberry.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Cabe tener presente que el artículo 2° del proyecto, debe ser aprobado como norma de rango orgánico constitucional. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 77, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental.

- - -





Asimismo, corresponde señalar que, en el caso del Senado, el proyecto debe ser considerado por la Comisión de Hacienda, en su caso.

- - -

PROPOSICION DE LA COMISIÓN MIXTA


En virtud de los acuerdos antes consignados, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, vuestra Comisión Mixta os propone aprobar el proyecto de ley en informe, en los términos en que fuera aprobado por la Honorable Cámara de Diputados y por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, cuyo tenor es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:




“Artículo 1°.- Para los efectos de la presente ley, se considera desaparición forzada el arresto, la detención, el secuestro o cualquiera otra forma de privación de libertad que sea obra de agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, ocurrida entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.




Artículo 2°.- Será competente para dictar la declaración de ausencia por desaparición forzada, el juez de letras del último domicilio que el desaparecido haya tenido en Chile. Esta declaración sólo se efectuará a petición de las personas legitimadas para ello conforme el artículo siguiente.




Artículo 3°.- Podrán solicitar la declaración de ausencia por desaparición forzada, el cónyuge o los hijos de la persona desaparecida. A falta de éstos, podrán solicitarla los descendientes. Si no existieren éstos, podrán pedirla sus ascendientes. A falta de ascendientes y descendientes, podrán solicitarla los colaterales.




En todo caso, para efectos de la legitimidad para la solicitud, los parientes de grado más próximo excluyen a los de grado más lejano.




Artículo 4°.- Con la acreditación de la legitimidad activa, por medio de los certificados correspondientes, emitidos por el Servicio de Registro Civil e Identificación o de servicios de similar naturaleza de Estados extranjeros debidamente legalizados, y con los antecedentes a que se refiere el artículo siguiente, destinados a acreditar la desaparición forzada aportados por el solicitante, el juez se pronunciará sobre la admisibilidad de la solicitud.




El juez podrá declarar inadmisible la solicitud, incluso por falta de fundamento o pedir al solicitante, en un plazo prudente que no excederá de 30 días, que allegue más antecedentes.




Artículo 5°.- La sentencia judicial firme que configure la desaparición forzada de una persona, de acuerdo a la definición del artículo 1° de esta ley, así como la inclusión de una persona en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o en el Informe de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, así como en informes de comisiones de la misma naturaleza que pudieran crearse, ya como detenida desaparecida, ya como ejecutada, en el caso en que no exista el certificado de defunción correspondiente o, habiéndolo, la familia no haya tenido acceso a los restos, serán prueba suficiente de la desaparición forzada.




Para estos efectos, la copia autorizada de la sentencia o el certificado emitido por el órgano competente de la administración, producirán plena prueba.




Artículo 6°.- En la resolución que acoja a tramitación la solicitud de declaración de ausencia por desaparición forzada, se ordenará la publicación, por una sola vez, en un diario de circulación nacional, de un extracto de la solicitud, el cual deberá contener, en todo caso, la individualización de la persona víctima de desaparición, así como la de el o los solicitantes.




Artículo 7°.- Transcurridos treinta días desde la publicación referida en el artículo anterior, el juez declarará derechamente la ausencia por desaparición forzada.




Si se dedujere oposición, el procedimiento continuará su sustanciación de acuerdo a las reglas del juicio sumario.




La oposición sólo puede ser deducida por quienes tengan la legitimidad activa de la solicitud, de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de esta ley. El juez deberá resolver siempre a favor de la pretensión de quien sea hábil para la solicitud de ausencia por desaparición forzada.




Sólo en caso de que el o los solicitantes de la declaración, así como el o los oponentes a la misma, sean hábiles para hacerla, podrá el juez resolver el conflicto de acuerdo al mérito probatorio de los antecedentes sobre la desaparición forzada. Sólo en estas circunstancias, cuando el fundamento de la solicitud sea alguno de los instrumentos señalados en el inciso segundo del artículo 5° de esta ley, el juez deberá declarar la ausencia por desaparición forzada.




Artículo 8°.- De acuerdo a las reglas de esta ley, la declaración de ausencia por desaparición forzada es la sentencia judicial que, reconociendo la desaparición de una persona en los términos del artículo 1°, transfiere los bienes del desaparecido, y en su caso, disuelve el matrimonio.




Dicha sentencia será impugnable de acuerdo a las reglas generales.




Artículo 9°.- La declaración sólo producirá efectos hacia el futuro.




La sentencia contendrá, a lo menos,  la individualización de los solicitantes, la de los oponentes en su caso, la del desaparecido, el hecho de la desaparición, los fundamentos que se tuvieron a la vista para su establecimiento y la declaración de ausencia fundada en la desaparición forzada.




No será necesario que la sentencia contenga la data exacta de la desaparición.




Artículo 10.- Ejecutoriada la sentencia, se transferirán los bienes del desaparecido de acuerdo a las siguientes reglas:




a) Si hubiere hijos, todos los bienes serán transferidos a éstos y al cónyuge, si lo hubiere. Si sólo hubiere un hijo, la transferencia de los bienes del desaparecido, se hará en partes iguales a éste y al cónyuge. Si hubiere más de un hijo, el patrimonio del desaparecido será repartido entre estos y el cónyuge de modo tal que al cónyuge no le corresponda menos que la cuarta parte del patrimonio del desaparecido. Asegurándose lo anterior, al cónyuge le corresponderá la transferencia del doble de lo que le corresponda a cada hijo.




b) Si no hubiere cónyuge, todos los bienes se transferirán en partes iguales entre los hijos.




c) Si no hubiere hijos, los bienes se transferirán al cónyuge y a los ascendientes de grado más próximo, dividiendo el patrimonio en tres partes, dos para el cónyuge y una para los ascendientes.




d) Si no hubiere hijos ni cónyuge, los bienes se trasferirán a los ascendientes en partes iguales. Los ascendientes de grado más próximo excluirán a los demás.




e) Si no hubiere hijos, cónyuge, ni ascendientes, los bienes se transferirán a los colaterales en partes iguales hasta el sexto grado inclusive. Los colaterales de grado más próximo excluirán a los demás. En el caso de los hermanos, los carnales tendrán derecho a que se les transfiera el doble respecto de los maternos o paternos. En el caso de los colaterales, los de doble conjunción tendrán derecho al doble de lo que les corresponda a los de simple conjunción.




f) Los hijos y hermanos de la persona desaparecida concurrirán a la transferencia personalmente o representados por sus descendientes, por estirpe.




Si el desaparecido hubiese dejado testamento, se aplicarán las reglas sobre sucesión testada en la parte del patrimonio afectada por éste.




Artículo 11.- La sentencia ejecutoriada que declare la ausencia por desaparición forzada producirá, sólo en el caso en que el cónyuge no desaparecido lo haya solicitado, la disolución del matrimonio.




No obstante, aun cuando la sentencia estuviere ejecutoriada, el cónyuge no desaparecido podrá solicitar, ante el mismo tribunal que la hubiere dictado, la ampliación de la sentencia en el sentido de ordenar la disolución del matrimonio.




Artículo 12.- Una vez ejecutoriada la sentencia, el juez oficiará al Servicio de Registro Civil e Identificación, el cual tomará las medidas correspondientes, de conformidad al reglamento, para registrar la disolución del matrimonio, en su caso, y dictará un acto de transferencia de todos los bienes del desaparecido de acuerdo a las reglas de esta ley.




Para estos efectos, el solicitante deberá presentar al Servicio Nacional de Registro Civil e Identificación un inventario simple de los bienes del ausente por desaparición forzada.




Respecto de los bienes inmuebles, los beneficiarios de la transferencia se entenderán poseedores desde la inscripción del acto de transferencia en el Registro de Propiedad del Conservador de Bienes Raíces correspondiente.




Respecto de los bienes muebles, se aplicarán las reglas generales sobre posesión y dominio.




Artículo 13.- Los solicitantes de la declaración de ausencia por desaparición forzada, así como los beneficiarios de las trasferencias reguladas en la presente ley, gozarán de privilegio de pobreza.




Las transferencias realizadas en virtud de esta ley, están exentas de todo impuesto.




Artículo 14.- La declaración de ausencia por desaparición forzada no podrá ser considerada para la prescripción penal, ni para ningún otro efecto civil o penal que no sean los regulados en esta ley.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 13 de mayo de mayo de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Hosaín Sabag Castillo (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Jaime Naranjo Ortiz y Guillermo Vásquez Úbeda, y de los Honorables Diputados señora Ximena Vidal Lázaro y señores Gabriel Ascencio Mansilla, Carlos Abel Jarpa Wevar y Felipe Salaberry Soto.
- - -


Sala de la Comisión MIxta, a 13 de mayo de 2009.
(Fdo.): Pedro Fadic Ruiz, Secretario de la Comisión
� Artículo 5º, ley Nº 20.066: “Violencia intrafamiliar. Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive, del ofensor o de su cónyuge o de su actual conviviente.


     


También habrá violencia intrafamiliar cuando la conducta referida en el inciso precedente ocurra entre los padres de un hijo común, o recaiga sobre persona menor de edad o discapacitada que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar.”.





� “Artículo 19.- La Constitución asegura a todas las personas.





7º. El derecho a la libertad personal y a la seguridad individual.


…


f) En las causas criminales no se podrá obligar al imputado o acusado a que declare bajo juramento sobre hecho propio; tampoco podrán ser obligados a declarar en contra de éste sus ascendientes, descendientes, cónyuge y demás personas que, según los casos y circunstancias, señale la ley;”.
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